Comisión de Presupuestos, Versión Taquigráfica que forma 
integrada con la de Hacienda parte del Acta N* 18 


PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2010 - 2014 


Reunión celebrada el día 14 de setiembre de 2010 


(Asisten una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas) 


SEÑOR PRESIDENTE (Ibarra).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 18) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, compuesta por la señora Ministra, arquitecta Graciela Muslera; por el señor 
Subsecretario, arquitecto Jorge Patrone; por el Director de la DINAMA, arquitecto Jorge Rucks; por el 
asesor, economista Carlos Viera; por el Director de Aguas y Saneamiento, ingeniero José Luis Genta; por el 
Director Nacional de Vivienda, arquitecto Américo Rocco; por el asesor jurídico, doctor Diego Traversa; por 
la asesora, analista en sistemas, señora Ingrid Siri; por el Director de Ordenamiento Territorial, ingeniero 
agrónomo Manuel Chabalgoity y por la asesora de la OPP, socióloga Victoria Galante. Además, damos la 
bienvenida a una delegación de la OPP, integrada por la señora Susana Yakes, por la contadora María Noel 
Hernández, por la contadora Yeannette Mailhe de la Contaduría General de la Nación, por la contadora 
Liliana Deminco de la Contaduría General de la Nación y por la contadora Marta Abilleira, por el Ministerio 
de Economía y Finanzas. 


Vamos a ingresar en el tratamiento del Inciso 14, "Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente", que va del artículo 572 al artículo 592. 


Tenemos en nuestro poder el Plan Quinquenal de Vivienda, que remitieran oportunamente a la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de Representantes para su estudio. El 28 de setiembre 
recibiremos a dicha Comisión para que nos informe del contenido y de la resolución a adoptar. 


El mecanismo que vamos a emplear es que el Ministerio haga una exposición general y luego se ingrese a la 
consideración artículo por artículo o por grupos de artículos, según lo estime la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La presentación que trajimos tiene tres módulos básicos: en primer lugar, el tema de gestión ambiental, 
en segundo término, el fortalecimiento institucional y, por último, el Plan Quinquenal de Vivienda y 
Hábitat. 


La filosofía con la cual encaramos la definición del Presupuesto de este quinquenio es la de profundizar la 
actuación O la gestión transversal de este Ministerio, que es responsable de los temas ambientales, 
territoriales, de aguas y de vivienda. 


Nosotros concebimos como una integralidad la gestión en cada una de las escalas. Concebimos la gestión de 
los temas de ambiente como los integradores o los que deben estar en perfecta relación con las otras escalas 
de actuación que maneja el Ministerio, la escala de planificación, la de gestión sustentable del recurso agua y 
la de responsabilidad, que implica la generación de una política de hábitat y vivienda sustentable también 
desde todas estas otras ópticas de mayor escala. 


Por lo tanto, vamos a empezar de mayor a menor con los grandes ejes de trabajo que engloban la gestión 
ambiental, integrando en ellos a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, a la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial y a la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento. 


Definimos ocho líneas de trabajo fundamentales. La primera de ellas tiene que ver con la conformación del 
Sistema Nacional Ambiental, que tiene el desafío de desarrollar capacidades en el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de gestión interinstitucional de los temas ambientales de 
ordenamiento y de aguas. Básicamente, en la conformación del Sistema Nacional Ambiental definimos tres 
acciones estratégicas que tienen que ver con generar en la DINOT las capacidades institucionales para 
cumplir con las competencias asignadas por la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sustentable, en 
la DINAMA una mejora de la gestión ambiental y un modelo de gestión ambiental integrado del país a través 
del Sistema Nacional Ambiental, y en la DINASA el desarrollo de los instrumentos de gestión en materia de 
agua para su integración al Sistema Nacional Ambiental. 


El segundo eje de trabajo tiene que ver con la prevención, evaluación y control de los impactos sobre el 
ambiente y los recursos naturales. Implica desarrollar en la DINAMA patrones sustentables en el desempeño 
de los sectores productivos, del consumo y de los servicios, protección de la biodiversidad y desarrollo de 
modelos de gestión integrada en áreas de interés ambiental, y gestión integral de residuos sólidos con 
especial hincapié en la región metropolitana, en la regional Colonia-Soriano y en el interior del país. En lo 
que tiene que ver con la DINASA, se apunta a desarrollar un sistema de asignación de aguas contemplando la 
descentralización en el territorio, a través de regionales de administración de aguas. 


El tercer eje de trabajo se relaciona con la descentralización de acciones y la mejora de los ámbitos de 
participación. Nosotros tenemos una Ley de Ordenamiento Territorial aprobada y, en proceso, una serie de 
instrumentos de ordenamiento territorial que son, principalmente, responsabilidad de las Intendencias 
Municipales, y es responsabilidad y competencia de la DINOT crear las capacidades o apoyar el 
fortalecimiento de las capacidades de las Intendencias para la generación de estos instrumentos. En cuanto a 
la DINAMA la descentralización implica la implementación integrada de una política ambiental, y generar en 
esa Dirección capacidades así como también capacidades de gestión en las Intendencias 


En lo relativo a la DINASA implica la implementación de políticas para áreas inundables y políticas de 
drenaje urbano y, en general, la promoción de la educación, la concienciación y la participación de la 
población en el desarrollo sustentable. 


El cuarto al eje de trabajo tiene que ver con la construcción de un Sistema de Información Ambiental 
disponible para la población, con el objetivo de democratizar su acceso. Allí tenemos un trabajo interno, 
intraministerial, de articulación de sistemas de información entre DINAMA, DINOT, DINASA y DINAVL, y 
un trabajo de articulación interinstitucional con otros Incisos y sus Unidades Ejecutoras. 


El quinto eje de trabajo es el de la planificación ambiental y ordenación del territorio con ocupación 
sustentable. Le corresponde a la DINOT la elaboración de las directrices y programas nacionales y regionales 
y la generación de instrumentos en el ámbito departamental, cooperando con los Gobiernos departamentales. 
La DINAMA debe mejorar la eficacia de los instrumentos de gestión incluyendo la planificación ambiental 
estratégica para la ocupación sustentable del territorio, y la DINASA debe formular, implementar y dar 
seguimiento al Plan de Gestión Integrada de Recursos Hídricos, promoviendo la gestión por cuencas, y 
elaborar e implementar planes para brindar el acceso universal al agua potable y al saneamiento. 


Por último, figura lo relativo al trabajo hacia la región y el mundo. Tenemos una línea de acción que apunta a 
la protección y uso sustentable de los recursos naturales transfronterizos. Ya tenemos implementado y en 
gestión una acción concertada con países fronterizos en lo que tiene que ver con DINAMA y DINASA. La 
actuación de DINAMA es como centro de una serie de convenciones que implica la responsabilidad del 
cumplimiento de los compromisos internacionales y el trabajo de fortalecer la participación del país en los 
organismos regionales 


El séptimo eje tiene que ver con el fortalecimiento de los mecanismos de implementación de los acuerdos 
internacionales ambientales asumidos. 


El último eje tiene que ver con la elaboración y promoción de políticas que den respuestas a la variabilidad y 
al cambio climático. También refiere a lograr la operatividad del Plan Nacional de Respuesta al Cambio 


Climático promoviendo la aplicación de medidas integrales de adaptación y mitigación y fundamentalmente 
el apoyo a la gestión del riesgo por eventos climáticos extremos a través de medidas de prevención y 
previsión. 


En estos ocho ejes de trabajo intentamos contener el acuerdo interpartidario sobre medio ambiente, 
acompañado por los cuatro partidos políticos, que básicamente establecía como ejes estratégicos de trabajo la 
gestión ambiental, el cambio climático, la participación pública y la institucionalidad ambiental. 


Queremos puntualizar que en lo que tiene que ver con el Plan Nacional de Respuesta al Cambio Climático 
hemos decidido hacer hincapié en este período de trabajo en el Plan de Adaptación al Cambio Climático y dar 
impulso a los proyectos que nos permitan actuar proactivamente frente a los riesgos que está generando el 
cambio climático en cuanto a su impacto en la producción y generación de energía, y en los asentamientos 
humanos más vulnerables. 


En cada una de estas líneas de trabajo traemos información sobre la línea de base de la cual partíamos, una 
línea de base integral a partir de los componentes que encontramos en la DINOT, DINAMA y DINASA. 
Hemos tenido un incremento sustancial que nos permite afrontar estos desafíos en el quinquenio con soltura. 


El segundo eje de exposición es el fortalecimiento institucional. El Ministerio ha sido designado como uno de 
los Ministerios piloto en la reforma del Estado. Tenemos una Cartera que debe enfrentar el desafío de generar 
capacidades regionales, mirado desde la óptica de la gestión ambiental como desde la de vivienda. Entonces, 
estamos proponiendo una regionalización. Partimos de una situación en la que tenemos 511 cargos 
presupuestados y 110 cargos vacantes. Consideramos que esta situación es un buen punto de partida para el 
análisis interno o el posicionamiento institucional del Ministerio hacia la reforma del Estado. 


El primer objetivo es lograr presencia a nivel de país lo cual nos permitirá desarrollar un mejor trabajo con 
las Intendencias Municipales y con las organizaciones sociales en lo que tiene que ver con el cuidado del 
ambiente, planificación y gestión de las políticas de vivienda. Entonces, estamos impulsando la creación de 
cuatro regiones partiendo de la optimización de los recursos que hoy tenemos en el territorio con cuatro sedes 
regionales y una serie de oficinas. En teoría, buscaríamos potenciar las que ya tiene el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Los cometidos de las regionales tienen que ver con 
articular las acciones del Ministerio en el territorio, canalizar las necesidades e iniciativas regionales, facilitar 
los ámbitos de trabajo con los técnicos departamentales, promover la participación pública en la gestión de 
las políticas del Ministerio, fortalecer a los Gobiernos departamentales y brindar una adecuada atención al 
ciudadano y a la ciudadana. En esas estructuras regionales estamos impulsando la creación de un cargo de 
Director Regional que tendría a su vez el apoyo de un responsable de temas ambientales y un responsable de 
vivienda y otro de aguas, acompañado de un supervisor administrativo. Se trata de una estructura mínima. 
Estamos pensando en no más de doce funcionarios por región, lo que nos permitiría articular las políticas 
desde el territorio y desarrollar una gestión más eficiente y más pegada a los problemas de ambiente y de 
vivienda. 


Por último, paso a detallar los grandes ejes estructuradores del Plan Nacional de Vivienda. Pretendimos darle 
un nombre que resumiera la filosofía con la cual encaramos la política de vivienda: "Mi lugar, entre todos"; 
lugar, en el sentido de que no concebimos la política de vivienda centrada solo en la vivienda. Decimos que 
la vivienda es el lugar donde la familia se forma. Concebimos la vivienda integrada a un barrio, donde las 
redes sociales permiten el crecimiento y la integración de esa familia a la sociedad. Ese lugar no lo 
concebimos sin sustento ambiental sino con una integración favorable al hábitat y al ambiente. Entonces, "Mi 
lugar, entre todos", pretende definir la filosofía integradora de la política de vivienda desde el punto de vista 
físico y social que es parte de este Plan. 


Partimos de una reestructura del Sistema Público de Vivienda que se generó en el quinquenio pasado y 
pretendemos profundizar esas capacidades, ampliar su alcance en cantidad, diversidad y calidad, y priorizar a 
los sectores que más apoyo requieren para acceder a una solución habitacional. Este Plan es más que una 
casa, es el lugar de todos los uruguayos y pretendemos hacerlo con el apoyo de toda la sociedad. 


Vamos a hablar primero de los aspectos financieros del Plan. 


Como punto de partida de la elaboración de este Plan, teníamos la proyección de la recaudación del FONAVI 
y su estructura. El FONAVI tiene dos componentes: el que tiene que ver con los aportes de activos y el 


relacionado con los aportes de pasivos. Hemos aprobado una asignación presupuestal que supera al monto 
estimado en millones de pesos corrientes de recaudación del FONAVI. Hemos presentado un Presupuesto 
que ronda los US$ 850:000.000 y que plasma una importante mejora medida en dólares, superando el 75% la 
asignación con respecto al último quinquenio. No obstante, creemos que debemos considerar la evolución en 
pesos y para evaluar firmemente las capacidades de producción de este Presupuesto debemos tomar en cuenta 
la evolución de los precios de construcción. Entonces, el aumento en capacidad real de construcción de estos 
fondos presupuestales se ubica en el entorno del 30% con respecto al anterior quinquenio. 


En la gráfica se marca la evolución de la ejecución del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente desde 1996 y la evolución prevista para este quinquenio, hasta 2014. Quiero puntualizar que 
esta gráfica incluye, como crédito presupuestal, una partida de US$ 45:000.000 que se acreditaría a fines del 
2010, que quedaría vigente a partir de 2011 y es la que marca ese pico en la capacidad de ejecución que se ve 
en el año 2011. 


En la siguiente gráfica se marca el crédito presupuestal para el próximo quinquenio en términos reales; este 
crédito presupuestal tiene una base y está comprometido por políticas de vivienda generadas en el anterior 
quinquenio, que tienen un arrastre que ocupa parte de 2011 y 2012. Acá estamos viendo la distribución del 
crédito comprometido, que es el más pequeño, y el crédito asignado. En 2011 tendríamos un 77% del crédito 
comprometido y en 2012, un 52%. 


El Plan tiene como base cinco ejes transversales. Hablamos de la reversión de la segregación socioterritorial, 
una política de impacto frente a situaciones de implantación de viviendas en áreas inundables y áreas 
contaminadas, y una política de impacto frente a las condiciones de vivienda inapropiadas o inadecuadas. 
Concebimos a la política de vivienda como una política integrada a las demás políticas sociales. Decimos que 
el eje no es la vivienda que se genera, sino que el eje del éxito de las políticas pasa por la incorporación de 
estas familias al mercado de trabajo. Por más que solucionemos el tema de la vivienda, si no solucionamos el 
tema del trabajo, esas nuevas condiciones se transforman en insostenibles para la familia. 


Entonces, en el primer eje de trabajo, que tiene que ver con la reversión de la situación de vivienda más 
crítica, el tema de la integración al trabajo es el indicador que permite marcar el éxito de estas políticas. 
Estamos concibiendo estas políticas de vivienda desde el punto de vista de las capacidades para el trabajo que 
genera el proceso de mejora o de construcción de una vivienda nueva. Estamos concibiendo estas políticas 
como principales aliadas de las políticas de capacitación laboral, de desarrollo social, de educación, de 
integración al deporte y de salud. En este eje de trabajo, que tiene que ver con la reversión de la segregación 
socioterritorial, el gran desafío es desarrollar capacidades para trabajar en el territorio con la población. Por 
eso, este eje de trabajo va de la mano con ese impulso a la regionalización y a la organización del Ministerio 
en el territorio. 


El segundo eje de trabajo tiene que ver con el ajuste de la oferta de vivienda en base a la demanda real. 
Decimos que necesariamente debemos construir y aumentar el stock de viviendas construidas, pero también 
generar políticas que tengan que ver con el acceso de la población a la vivienda a través de políticas de 
alquiler o de mejora del stock que permitan el mejor aprovechamiento de las viviendas construidas. También 
decimos que debemos desarrollar políticas específicas para sectores específicos de la población; ahí estamos 
pensando fundamentalmente en políticas dirigidas hacia los jóvenes, hacia los trabajadores y hacia los 
sectores más desprotegidos, que tienen que ver con los que sufren violencia doméstica. 


El tercer eje de trabajo transversal a cada uno de los programas -que después vamos a desarrollar- se 
relaciona con que todo derecho a la vivienda genera una obligación. El gran desafío es implementar políticas 
fuertes de gestión de créditos que nos permitan revertir la situación de devolución de los fondos del FONAVI. 
Hoy tenemos un 4% de devolución de los fondos del FONAVI, en base principalmente al pasaje de una 
cartera muy importante de créditos generados a partir del FONAVI desde el Banco Hipotecario del Uruguay a 
la Agencia Nacional de Vivienda, en el formato fideicomisos. Hoy, lo que se recupera, corresponde 
básicamente a los créditos dados para vivienda usada y a los otorgados a través del sistema cooperativo. 
Nosotros decimos que este impulso de producción de viviendas debe ser acompañado por una política que se 
centre en la obligación de devolver. Tanto para los sectores más deprimidos como para los sectores con 
capacidad de devolución, los programas van a implicar una contraprestación; estamos hablando de una 
contraprestación que no necesariamente en todos los casos tiene por qué ser económica. Tal vez la 
contraprestación viene en solidaridad o en apoyo con mano de obra a otros programas, o en cumplimiento de 


las políticas sociales a las cuales esas familias acceden. Pero el tema de la obligación de devolver y de la 
justicia en cuanto a la definición de la contraprestación adecuada a la situación socioeconómica de la familia 
es un tema eje para la maduración del Sistema Público de Vivienda. 


El otro tema eje tiene que ver con la promoción del ahorro. En este plan pretendemos dar un fuerte impulso a 
la producción de viviendas, el que debe ir acompañado de capacidades de respuesta de la familia para 
concretar el acceso. Sin promoción del ahorro no generamos ese sistema sano y su necesaria maduración. 


Por último, estamos trabajando fuertemente hacia la innovación tecnológica. Venimos de una política de 
vivienda que se afirmó en la producción basada en la tecnología tradicional. Esto determina costos por metro 
cuadrado que hacen muy difícil el impacto en cantidad o una respuesta clara frente al déficit que debemos 
afrontar. A través de este Plan estamos impulsando la apertura e incorporación -con criterios técnicos firmes y 
de gerenciamiento de la calidad- de otras tecnologías, fundamentalmente aquellas que se basen en la 
producción nacional. 


Entonces, en primera instancia estamos apostando a la integración de tecnologías en base a la madera. En 
esta apuesta buscamos poner a disposición de la población mecanismos de generación de la vivienda que 
permitan una mejor apropiación del usuario, abaratar costos y, sobre todo, disminuir los tiempos de 
construcción. 


El último eje de trabajo tiene que ver con la articulación de acciones con privados y organizaciones sociales. 
Debemos dar respuesta a un amplio abanico de demandas, que van desde la población desprotegida, que 
necesita políticas sociales integrales para acceder y permanecer en la vivienda, hasta la que tiene capacidad 
de respuesta a un crédito. Tenemos básicamente definida una estrategia por la cual estamos centrando el 
acceso a la vivienda en tres ejes. El primer eje está vinculado con políticas integrales, dirigidas a sectores más 
desprotegidos, donde sobre todo lo autoconstrucción y el cooperativismo serán la forma de lograr la 
integración de la vivienda a otros ejes de políticas sociales. El segundo eje tiene que ver con la política de 
alquileres como forma de permitir el acceso y mejorar el mercado de alquileres desde el punto de vista de la 
oferta y de las facilidades de acceso a la vivienda. Por último, el tercer eje de trabajo está relacionado con la 
política de impulso del crédito hipotecario como una forma de acceder a la propiedad de la vivienda. Este 
tercer eje de trabajo implica como desafío, básicamente, incorporar la inversión privada a la producción de 
viviendas, y estamos impulsando una serie de instrumentos que ataquen los tres ejes débiles del crédito 
hipotecario: instrumentos que consoliden la inversión privada, instrumentos que posibiliten el acceso de la 
población al crédito e instrumentos que consoliden la inversión privada durante el período de la construcción. 


Por otro lado, en el otro extremo, estamos articulando, a partir del Plan JUNTOS, un trabajo del Estado con 
las organizaciones sociales y con la propia población, para resolver -desde la perspectiva de integrar acciones 
y de trabajar directamente en el territorio- la situación de vivienda. 


En base a estos cinco ejes de trabajo definimos seis planes o líneas estratégicas de producción de vivienda. 
Los cuatro primeros tienen su sello en que son planes asociados al territorio; los dos últimos tienen que ver 
con políticas que apuntan al alquiler y a la inversión privada. El primero tiene que ver con el Plan Nacional 
de Relocalizaciones. Estamos hablando de una política de realojo de población vulnerable desde el punto de 
vista socioeconómico, afincada en zonas inundables o contaminadas. En este caso, estamos apostando a un 
impacto que ronde las 4.000 viviendas, que son las que están detectadas en situación de riesgo y no pueden 
permanecer donde se encuentran porque tienen más de tres sucesos de inundabilidad por año. El Plan 
Nacional de Relocalizaciones será articulado por la DINAVI, con apoyo del PIALI y de las Intendencias 
Municipales. Partimos de un presupuesto en el que planteamos que con los fondos del FONAVI vamos a 
apoyar el 60% de la inversión; el otro 40% surgirá de la articulación, con recursos de las Intendencias 
Municipales, de OSE, de UTE, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, es decir, con un trabajo 
mancomunado para resolver estas situaciones que consideramos que son las más criticas en materia de 
vivienda. 


El segundo Plan, que es el de Rehabilitación Urbana, pretende lograr un impacto a través de la utilización de 
fondos del FONAVI para concretar casi 30.000 soluciones habitacionales. Este plan contiene acciones de 
vivienda nueva y acciones en mejora del stock. El eje de articulación de este plan es la optimización, en lo 
que tiene que ver con implantación de viviendas, con los barrios consolidados que tienen infraestructura y 
capacidades de servicios como para contener más población que la actual. No obstante, tenemos claro que en 
muchos casos, en todo el país, necesitamos un fuerte impacto planificado conforme al crecimiento. Entonces, 


tenemos una tercera línea de trabajo que tiene que ver con nuevas urbanizaciones, que acompañen el 
crecimiento productivo del país, de polos productivos, y en este caso también estamos pensando en articular 
recursos del FONAVI con recursos privados. 


En cuanto al plan que tiene que ver con nuevas urbanizaciones, pretendemos lograr un impacto que abarque, 
tomando en cuenta solo los recursos del FONAVI, 3.620 nuevas soluciones. 


Para nosotros, la política de alquileres implica una de las llaves de impacto en la situación habitacional. 
Pretendemos alcanzar un fuerte aumento del stock de viviendas para alquilar a través de la política de 
incentivo a la inversión privada, y desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente nos hemos planteado acompañar la generación de nueva oferta con un desarrollo de la política del 
Fondo de Garantía de Alquileres del Ministerio que tenga impacto a nivel nacional -hoy cubre el área 
metropolitana-, y con políticas de subsidio del alquiler para atender a los sectores más desprotegidos. 


Con respecto a la vivienda rural, se alcanzarán 6.400 soluciones. Básicamente, se plantea un fuerte impulso 
en la generación de unidades productivas y de complejos habitacionales. 


En lo que tiene que ver con intervención de capitales privados, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente acompañará la producción que se genere a partir de la inversión de capitales 
privados, con una política fuerte de acceso al crédito, a través del subsidio al crédito, como forma de 
impulsar a aquellas familias que tienen dificultades para asumir el ciento por ciento de las cuotas y también a 
efectos de cubrir el riesgo que correría la banca de asumir el crédito de estas familias que no tienen total 
capacidad de pago. Estos seis programas, que implican el apoyo directo del FONAVI, darían lugar a 60.890 
soluciones habitacionales. Si miramos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
como el responsable de articular políticas de vivienda en base a las capacidades y a los cometidos de la 
Agencia Nacional de Vivienda, del Banco Hipotecario y de la OSE, veremos que estaríamos articulando, a 
través de la Agencia, la gestión de una política integral de recuperación de crédito que nos permitiría 
consolidar la permanencia de 30.000 familias y la refacción y comercialización de 1.000 viviendas libres y de 
900 unidades a partir de la rehabilitación de esqueletos de edificios. 


Por otro lado, el compromiso firme del Banco Hipotecario con estas políticas se vería reflejado en una nueva 
línea de créditos del Banco Hipotecario destinada a la refacción del stock, que implicaría 14.500 soluciones 
en el quinquenio y la apertura de créditos para personas jurídicas, o sea para cooperativas y fondos sociales, 
que darían lugar como mínimo a doscientas soluciones habitacionales. 


SEÑOR ABDALA.- ¿Serían doscientas soluciones adicionales? 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Sí, adicionales. Nos referimos al impacto integral de las políticas del Ministerio. 


En cuanto a créditos hipotecarios individuales a generar a partir del Banco Hipotecario, estamos hablando de 
10.000 créditos en el quinquenio, con lo que la contribución del Banco Hipotecario al Sistema Público de 
Viviendas sumaría 24.700 soluciones habitacionales. 


Tenemos proyectada también una política de crecimiento de la infraestructura de OSE -pensamos llegar a un 
70% de la población conectada al saneamiento- que va a ser acompañada desde el Ministerio con una fuerte 
política de apoyo a la conexión intradomiciliaria. Esa política de OSE, que va a llegar hasta el subsidio a la 
conexión en el caso de que la familia no cuente con capacidades económicas, va a ser acompañada desde el 
Ministerio con una política de microcréditos que permita la adecuación de baños y cocinas para habilitar la 
conexión. Pretendemos con esto tener un impacto en 30.000 unidades como mínimo, con lo que el Sistema 
Público de Vivienda estaría teniendo en el quinquenio una actuación directa sobre 147.490 unidades o 
soluciones habitacionales. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Me siento tentado de hacer algún comentario en este punto 
respecto a la política general de vivienda, en función de que este es un tema que recurrentemente y 
desde hace mucho tiempo se analiza a nivel presupuestario en el país. Todas las gestiones, una tras 
otra, tienen como objetivo la construcción de viviendas y la tabulación de lo que se va a alcanzar. En 


todas las Administraciones -en algunas más y en otras menos, dependiendo de la disponibilidad de 
recursos- se camina hacia ese sistema de construir viviendas para solucionar el problema habitacional. 


Yo tengo la percepción de que con las viviendas sucede lo mismo que con las escuelas. Todos los años 
Uruguay necesita nuevas escuelas. Sin embargo, cada vez tenemos menos niños. Uruguay decrece en su 
población y hay menos niños en las escuelas. Sin embargo, en todos los Períodos debemos construir entre 
ochenta y cien escuelas; siempre están faltando escuelas, aunque tengamos menos niños. ¿Por qué? Porque la 
gente vive en una casa rodante, la gente se mueve, cambia de lugar. Entonces, las escuelas construidas 
quedan vacías. La gente pasa a vivir en lugares donde no hay escuelas, y hay que construir una nueva. Esta 
realidad ha sido claramente demostrada por los Censos Nacionales de Población y Vivienda. 


El departamento que represento aquí, Rocha, tiene más viviendas que hogares. En Rocha sobran las casas; no 
necesitamos casas. Pero no tenemos a la gente viviendo en esas casas, sino en otros lugares, ya sea por 
problemas económicos o por todos los efectos que en nuestra sociedad se generan. En el interior eso nos está 
provocando -en Montevideo, que yo conozco menos, pasó en algunas zonas- que nuestras ciudades estén 
llenas de casas y vacías de gente. La gente no vive en los centros urbanos, donde están los servicios, sino en 
los barrios alejados, donde no hay servicios y donde hay que construir nuevas viviendas. Entonces, siempre 
vamos corriendo detrás de esa movilidad territorial. Recién la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente decía que, a veces, en determinadas zonas de desarrollo productivo se genera 
un grupo habitacional, pero que cuando el desarrollo productivo decae, el grupo habitacional queda vacío. 
Ese drama lo podemos ver en MEVIR. Si se entra a un núcleo de MEVIR se podrá ver que la mitad de las 
casas está alquilada. Y eso, ¿por qué? Porque la gente se fue a vivir a otro lado en lugar de vivir en la casa 
que construyó. Por eso atendí especialmente la exposición de la señora Ministra en lo relativo a los alquileres 
que, desde mi punto de vista, es el principal instrumento que ayudaría a corregir esto, que obviamente tiene 
otras complicaciones porque el Sistema Nacional de Alquileres tiene, en forma cruzada, un sistema 
impositivo, que lejos de incentivarlo, lo perjudicó. 


En ese sentido, ¿en el Ministerio se ha evaluado la necesidad de repensar en algún momento si vamos a 
seguir construyendo y construyendo, en un país que tiene cada vez menos gente? Y no hablo de los planes 
específicos y concretos, por ejemplo, de realojamiento de la población que vive en zonas inundables. Hablo 
de la política general de vivienda de seguir construyendo en un país que cada vez tiene menos gente. Somos 
cada vez menos. Este es un país que decrece en su población y siempre nos faltan viviendas. ¿Por qué? 
Porque la gente no vive en las viviendas construidas. Si no logramos juntar a la gente con las viviendas, unir 
esos dos extremos, lo que estamos generando es que el país camine por una política de vivienda que no logra 
coordinar con la movilidad social que tiene la población. 


Son algunos comentarios que quería hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a participación del señor Diputado José Carlos Cardoso, pero 
yo rogaría que primero escucháramos la exposición de la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, para luego entrar a las consideraciones, análisis y preguntas, para lo 
cual ya hay una lista de oradores. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
De todas formas, estamos absolutamente en la misma línea de pensamiento del señor Diputado José 
Carlos Cardoso. 


Básicamente, nosotros innovamos con respecto a la Ley de Vivienda, que es nuestra ley marco, diciendo 
"Vamos a desarrollar una política de alquileres hacia todos sus flancos", esto es, generar la producción de 
edificios y unidades para la renta, la exoneración impositiva que necesitamos para que ese mercado se 
reactive y facilitar el acceso a la garantía de alquiler para consolidar la permanencia y la accesibilidad de 
nuestra población objetivo. 


Vengo de un encuentro a nivel de América Latina y del Caribe sobre políticas de vivienda y puedo decir que 
en esto Uruguay es pionero por la gran experiencia que tiene en cuanto a formalización de la política de 
alquileres y en lo relativo a la institucionalidad. La experiencia que tenemos con el Fondo de Garantía de 
Alquileres del Ministerio y de la Contaduría General de la Nación es única, y nos genera una plataforma para 


trabajar en política de alquileres que no tiene el resto de los países de la región. Tenemos fortalezas y 
apostamos al trabajo y a la generación de un marco legal y de capacidades institucionales en el Ministerio 
para impulsar la política de alquileres. No solo eso; ninguno de los planes tiene una solución única sino que 
cada uno tiene una batería de programas. De acuerdo con la realidad y el grupo social a que esté dirigida 
nuestra política y a sus capacidades, la canalización de la solución habitacional será a través de la política de 
alquileres, de la compra de vivienda usada o de la generación por autoconstrucción o por cooperativismo. Ese 
es otro eje de trabajo del plan. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Quiero complementar lo que está manifestando la señora Ministra. 


Así como tenemos esa gran fortaleza, producto del Fondo Nacional de Alquileres y de la acción de la 
Contaduría General de la Nación, tenemos una fuerte debilidad -que está reconocida y, por lo tanto, vamos a 
actuar sobre ella-, que es la rigidez de la oferta. Hoy en día es un factor de gran dificultad y distorsión en lo 
que hace a la accesibilidad a la vivienda y a la permanencia, que ha implicado la expulsión hacia la periferia. 
Precisamente, como estaba explicando la señora Ministra, vamos a atacar la oferta a través de distintos 
mecanismos. 


Todo esto viene acompañado de que en el Uruguay la migración es uno de los factores a tener en cuenta. 
También hay que considerar como muy importante la obsolescencia de las viviendas y las nuevas formas de 
integración de las familias; por otra parte, la altísima movilidad que hoy tiene el concepto de familia también 
implica una nueva visión acerca de cómo enfrentar estos problemas. Por este conjunto de factores -como 
decía muy claramente la señora Ministra-, se necesita una nueva visión para enfrentar estos temas. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Vuelvo a referirme al trabajo planificado y a los seis planes. 


La política de relocalización tendría una batería de programas a articularse en cada realidad, en base a 
autoconstrucción asistida, cooperativismo, alquileres o compra de vivienda usada. Cada realidad será 
atendida con esa batería de programas buscando no generar nuevas instalaciones de pobres, desintegradas de 
la ciudad y de las redes sociales sino la integración más apropiada de esa población a lo formal. 


Vuelvo a recalcar que uno de los principales indicadores de éxito es la incorporación al trabajo a través de las 
nuevas capacidades que generemos. 


El segundo plan, que tiene que ver con rehabilitación y consolidación urbana, también maneja una batería de 
programas. Básicamente, tenemos los programas que ya viene desarrollando el Ministerio, que tienen que ver 
con: construcción cooperativa; apoyo a la autoconstrucción a través de los convenios con Intendencias; 
construcción de núcleos que atiendan la situación de pasivos, y construcción a través de cooperativas que 
pueden ser de ayuda mutua o de ahorro y préstamo. A esto le sumaríamos todo lo que podría impactar en 
rehabilitación y consolidación urbana a través del mecanismo de intervención de la inversión privada en la 
ciudad, que tendría, en este plan, un relacionamiento con áreas geográficas en las que incentivaríamos la 
inversión con miras a la rehabilitación o a la consolidación de áreas de la ciudad. 


Con la misma apertura a distintos tipos de programas, incorporaríamos un fuerte programa de apoyo al 
microcrédito con vistas al apoyo a la conexión a colector y a la adecuación de las instalaciones internas, 
como ya comenté. Al mismo tiempo, promoveríamos junto con OSE y UTE un programa de microcréditos 
para mejora de las instalaciones internas eléctricas y sanitarias en general y habría otro programa de apoyo al 
financiamiento de los materiales necesarios para la promoción de adecuaciones y ampliaciones en general. 


Voy a referirme al stock de viviendas construidas. 


Tendremos una política dirigida al stock construido por el Estado. Estamos hablando de imponer un 
programa de mejora y acompañamiento de la mejora a los 9.000 núcleos básicos construidos. Nos hemos 
planteado la acción en este quinquenio sobre 2.200 núcleos básicos, promoviendo la ampliación y la mejora 
de la situación en los espacios comunes de esos complejos. 


También vamos a dar apoyo a complejos habitacionales que integran la cartera social incorporada a la 
Agencia Nacional de Vivienda, en lo que tiene que ver con la mejora de sus bienes comunes y de las 
unidades, a través del acceso a esta política de microcréditos. 


Por último, estamos planificando una actuación también en el stock de viviendas construidas para pasivos, 
que necesitan políticas de mejora y de reasignación de viviendas que muchas veces también requieren una 
intervención en lo físico. 


Dentro de este plan, también tenemos la actuación del PIAI con su batería de programas en lo que hace a la 
consolidación de ciudad. En 2013 termina el segundo CCLIP y estaríamos en condiciones de enfrentar el 
tercer tramo de la política del PIAL. 


En lo que tiene que ver con las nuevas urbanizaciones, también tenemos una amplia gama de programas. 
Estamos pensando en la rehabilitación de esqueletos industriales que, muchas veces, están rodeados de tierras 
que implican la oportunidad de generación de nuevas urbanizaciones independientemente de lo que implica 
la rehabilitación para viviendas de esos propios cascos. Estamos pensando en la rehabilitación urbana que se 
genera a través de la terminación de los esqueletos abandonados. Ahí tenemos un stock de viviendas a cargo 
de la Agencia Nacional de Viviendas y otro stock de esqueletos a cargo del Ministerio, y estamos pensando 
en la intervención pura de la inversión privada en la promoción de urbanización. 


En cuanto a la política de alquileres, voy a referirme a la política de incentivo a la inversión privada. Creo 
que en un mes se va a presentar al Parlamento un proyecto de ley de incentivo a la inversión privada, que 
básicamente busca viabilizar proyectos de pequeño, mediano y alto porte en generación de nuevas unidades 
de vivienda. Estamos hablando de una política que, mediante la integración de estos tres niveles de inversión 
tenga tres niveles de impacto en las ciudades. Pensamos en una política que implique la densificación de 
predios ya existentes en zonas con servicios e infraestructura adecuados, mediante el crecimiento en altura o 
hacia el interior de los predios. Un segundo nivel de inversión sería el que apunta hacia el reciclaje de 
viviendas, la obtención de más de una vivienda a partir de la vivienda existente. Y el tercer nivel implicaría 
una inversión a mayor escala, con la construcción de complejos o nuevas urbanizaciones. 


Cuando hablamos de ese "stock" a promover, estamos pensando en que no necesariamente es para la venta, 
sino para promover con destino a renta, con destino a la adquisición a través de un crédito hipotecario, o con 
destino a la producción de una solución cooperativa. 


Esta política de inversión estará acompañada de instrumentos que faciliten el acceso de las familias al 
préstamo. Estamos hablando, básicamente, de la creación y puesta en gestión del Fondo de Garantía de 
Seguro Hipotecario, cuyo principal impacto será la reducción de la exigencia de ahorro previo por parte de 
las instituciones financieras que lo tomen. Sería un Fondo de Garantía gestionado por la Agencia Nacional de 
Vivienda, cuyo fondeo inicial se va a hacer a partir de fondos de FONAVI. 


Estamos trabajando en una serie de instrumentos que tienen que ver con el fondeo o los riesgos de la 
inversión privada en el período de la construcción. Al respecto, estamos promoviendo la creación de un 
Fondo de Garantía de Emprendimientos Inmobiliarios, que también será diseñado e impulsado por la Agencia 
Nacional de Vivienda, y que nos permitiría garantizar un número determinado de unidades en el período de la 
construcción. 


El último instrumento que estamos definiendo para el acceso a la financiación privada es un Fondo de 
Garantía de Cooperativas, que permitiría cumplir con el requerimiento del Banco Hipotecario en cuanto a que 
los créditos a entidades jurídicas deben tener un cien por cien de garantía. Ese Fondo se crearía a partir de 
fondos no FONAVI -esto aparece en la presentación con color verde-, sino del Banco Hipotecario. 


Cuando hablamos de inversión privada decimos que el Ministerio no va a quedar ajeno al impulso de estas 
inversiones. El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está pensando en 
potenciar estas inversiones a través de la asociación público-privada, en la cual el Ministerio participaría ya 
sea mediante el aporte de tierras o mediante el aporte de los esqueletos base de esa operación de 
rehabilitación. Estamos planteando también que el Ministerio pueda entrar en esa asociación con privados a 
través de la compra de cerca de mil unidades por parte de esta Cartera, con lo cual disminuiríamos el riesgo 
de la inversión privada en la colocación de las unidades a generar. 


Con respecto al crédito presupuestal y a la distribución por planes, podemos decir que el 60% de ese crédito 
básicamente está destinado a la política de rehabilitación y consolidación de ciudad, con lo cual reafirmamos 
nuestra visión común en el sentido de que hay que aprovechar el "stock" existente. Ese 60% comprende 
prácticamente las tres cuartas partes de las intervenciones destinadas a la mejora y a la utilización del uso del 
"stock". Allí es donde está la financiación que hará el Ministerio o el Fondo Nacional de Vivienda a los 
sectores más deprimidos, los que podrán tener acceso mediante la política de alquileres, la autoconstrucción o 
el cooperativismo. 


¿Cómo pensamos articular los fondos del plan de manera de concentrarlos en los sectores más deprimidos? 
Esto se hará coordinando esfuerzos mediante la ley de incentivos y la ley "Juntos", articulando los esfuerzos 
de la inversión privada que apunten a la atención de las clases medias pobres y pobres, y los esfuerzos del 
resto del Estado destinados a la atención de los más desvalidos con programas integrales donde la vivienda 
sea uno más de los componentes. Nosotros decimos que con esa articulación de esfuerzos estamos planteando 
una respuesta firme del Fondo Nacional de Vivienda, que permitiría alrededor de 145.000 soluciones, a las 
cuales debemos sumar las respuestas que podamos brindar a partir de lo que se genere con la política de 
incentivo a la promoción privada y las respuestas que podamos brindar a partir de lo que nosotros generemos 
a través del Plan "Juntos". 


Por lo tanto, debemos discutir este Plan Quinquenal teniendo en cuenta las dos principales iniciativas legales 
que lo acompañarán. Una de ellas es el proyecto de ley de incentivos a la inversión privada. Me gustaría 
presentar su contenido; después tendremos instancias de discusión cuando presentemos la ley. Se trata de la 
estimulación a la inversión privada con un régimen de beneficios tributarios para proyectos o actividades 
vinculados a la construcción, refacción o reciclaje de inmuebles con destino a vivienda de interés social; la 
creación del Fondo de Garantía de Crédito Hipotecario, con la finalidad de otorgar garantías parciales para la 
concesión de créditos hipotecarios; la creación de un nuevo régimen de propiedad horizontal que permite 
generar el crédito hipotecario a partir de que se den las condiciones de habitabilidad de la vivienda; así como 
de habilitar al Banco Hipotecario a otorgar préstamos no hipotecarios, con lo cual podríamos incidir 
fuertemente en la mejora del "stock" construido. 


La otra iniciativa es el Plan "Juntos" que pensamos será presentada al Parlamento en el correr de este mes. 
Este Plan declara legalmente la emergencia socio-habitacional, define la estructura organizativa, la población 
objetivo, establece exoneraciones tributarias para la producción que se genera a partir de la acción del Plan, 
crea el Fondo Nacional del Plan y establece mecanismos de adjudicación, tenencia de la vivienda y 
devolución de prestaciones. 


En líneas generales, esta es la estrategia a desarrollar en el quinquenio. Esto se consolida a través de una serie 
de artículos que presentamos y que agrupamos en tres Capítulos. El primero de ellos tiene que ver con el 
fortalecimiento institucional, con la mejora edilicia, la regionalización y con los recursos para la 
modificación de la estructura de puestos. 


El segundo Capítulo del articulado tiene que ver con el Plan Nacional de Vivienda, con la aprobación del 
Plan Quinquenal de Viviendas. También refiere al control de los Institutos de Asistencia Técnica, que son los 
que gerencian los proyectos cooperativos. Asimismo, este Capítulo tiene que ver con los recursos para el 
PIALI y para los proyectos de inversión incluidos en el Plan Nacional de Viviendas. Hay dos artículos que 
refieren a MEVIR, a las restricciones a la disposición de los inmuebles en los que interviene MEVIR y a la 
creación del cargo de Director de Vivienda Rural. Y un tercer grupo de artículos tiene que ver con la gestión 
ambiental, básicamente, la supeditación de la gestión de proyectos o programas por parte del Ministerio a la 
existencia y aprobación de los instrumentos de ordenamiento territorial y temas relacionados con el uso del 
suelo rural. En un segundo nivel, están los temas relativos a la Dirección Nacional de Ambiente, con plazo 
máximo para el inicio de ejecución de proyectos de evaluación de impacto ambiental, autorizaciones previas 
y responsabilidades en cuanto al manejo de residuos. Además, hay una serie de artículos que involucran a la 
DINASA, con recursos asignados al Plan de Respuesta al Cambio Climático, al fomento de la conciencia 
ambiental, al Sistema Nacional Ambiental, a la gestión coordinada de aguas, a la gestión de áreas inundables, 
al Plan del Panel de Meteorología, Climatología e Hidrología y ejecución de política nacional de aguas. A 
esto habría que agregar una serie de correcciones que vamos a integrar hoy, que básicamente tienen que ver 
con el Sistema Nacional de Áreas Protegidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que continuar, quiero señalar que están anotados los señores Diputados 
Abdala, José Carlos Cardoso y Edgardo Rodríguez. 


Se realizó una exposición general por parte del Ministerio, y si nadie va a plantear alguna inquietud acerca de 
ella, procederíamos como es costumbre en la Comisión a formular las preguntas pertinentes. Luego, como la 
señora Ministra acaba de expresar, trabajaremos sobre los distintos grupos de artículos del Inciso 14. 


SEÑOR ABDALA.- Antes que nada, queremos dar la bienvenida a la señora Ministra, al señor 
Subsecretario y a la numerosa delegación que los acompaña. 


Hemos escuchado una exposición muy completa, amplia, que, por supuesto, tendremos que repasar y revisar. 


Voy a hacer dos preguntas muy concretas sobre aspectos, diferentes, pero colaterales a la política de vivienda 
y al Plan que la Ministra ha formulado. 


La primera pregunta tiene que ver con las viviendas para jubilados y pensionistas y en algún sentido se 
vincula con el dilema que con mucha inteligencia planteaba el señor Diputado José Carlos Cardoso, en 
cuanto a la propiedad o el arrendamiento. Creo que allí tenemos un problema que se arrastra desde hace 
mucho tiempo en el país: la creciente demanda insatisfecha de los pasivos del Uruguay, en función de que el 
crecimiento de la lista de aspirantes a acceder a un vivienda por parte de los jubilados y pensionistas que 
están en condiciones de hacerlo es notoriamente mayor que la construcción o la concreción de soluciones 
habitacionales y, en particular, la construcción de viviendas. En estos momentos tenemos una demanda 
insatisfecha de aproximadamente diez mil aspirantes jubilados, pasivos, a una vivienda de estas 
características, y notoriamente el ritmo de construcción ha sido y es muy lento. 


El año pasado, nosotros cursamos un pedido de informes al Poder Ejecutivo, y se nos proporcionó el dato, a 
nuestro juicio bastante alarmante, de que en todo el período anterior, en los cinco años que van desde 2005 
hasta 2010, se construyeron apenas cuatrocientas veintidós viviendas en todo el país, frente a una demanda de 
diez mil jubilados que están aguardando una solución habitacional, teniendo en cuenta, además, que 
supuestamente el Fondo de Vivienda superaría, en función de los aportes de los propios jubilados, los US$ 
100:000.000. Parecería que aquí evidentemente tenemos un problema serio. En algún momento el Banco de 
Previsión Social inició o ensayó la alternativa de otorgar subsidios para los alquileres, para el arrendamiento. 
Pero creo que apenas ha sido un camino bastante tímido por el momento, porque en el mismo pedido de 
informes que cursamos se nos dice que desde que estos sistemas o mecanismos de subsidios para el 
arrendamiento se estipularon, apenas se habían otorgado sesenta y cinco: cuarenta y tres en Montevideo y 
veintidós en el interior. 


El camino del arrendamiento es no solo legítimo sino interesante para recorrer en cuanto a poder dar 
rápidamente una respuesta a todos esos compatriotas, que con enorme justicia, están aguardando una 
solución; sin embargo, a partir de una evidente injusticia, en los hechos, están quedando postergados por lo 
que, repito, es un claro desfase entre la construcción de las soluciones habitacionales correspondientes y la 
demanda social creciente en este sentido. Esa es la pregunta concreta que quería realizar. Concretamente 
quisiera saber, porque no surgió de la exposición inicial, cómo se inserta o está contemplado este colectivo, y, 
en particular, este problema al que acabo de referirme, en los planes de vivienda para el actual período de 
Gobierno. 


La segunda pregunta que quiero formular tiene que ver con un tema muy concreto que se vincula con una 
versión que tomó estado público en los últimos días. Quiero preguntar sin ambages, porque me parece que es 
la oportunidad y el ámbito para hacerlo. Esta versión periodística estaría indicando que el Poder Ejecutivo y 
el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se dispondrían a contratar a una 
empresa que se dedica a la fabricación de casas prefabricadas como parte de las soluciones habitacionales y 
de vivienda que se propone impulsar en el curso de los próximos años. Me refiero a la empresa UMISSA 
S.A. que, como se sabe, ha sido motivo de controversia, de polémica en los últimos años, particularmente en 
lo que se refiere al negocio de exportación de casas prefabricadas a Venezuela. Se trata de una empresa que 
está siendo investigada por la Justicia, tanto en la República Argentina como en el Uruguay, y ha estado 
vinculada a un personaje bastante sórdido, tristemente famoso en los últimos años, el señor Antonini Wilson, 
que es un operador venezolano vinculado al famoso "affaire" de la valija con los US$ 800.000 que llevó a la 
ciudad de Buenos Aires, al Aeropuerto de Aeroparque. Según ha quedado demostrado, esta persona está 


comercialmente vinculada a dicha empresa. Es un dato absolutamente demostrado; inclusive, surge de las 
actuaciones judiciales tanto en Argentina como en Uruguay. Estaríamos hablando -la Justicia lo está 
investigando- de un negocio de US$ 126:000.000 por concepto de exportación de casas prefabricadas, en el 
marco del cual se habrían producido incumplimientos graves. Repito, según la información que poseemos, a 
esta empresa se la estaría investigando por la eventual comisión de un delito de fraude en la medida en que de 
un total de doce mil viviendas que iban a ser exportadas, apenas se exportaron cinco mil, de las cuales 
llegaron a construirse efectivamente algunas decenas, cuarenta o cincuenta en el lugar de destino, es decir, en 
la República de Venezuela. Según lo que ha trascendido y lo que actuaciones judiciales arrojan, ha habido 
desvío de recursos por más de US$ 26:000.000. Y repito que de todo esto no solo hay versiones periodísticas 
sino que claramente, a esta altura de las circunstancias, ya está demostrado; por lo menos hay semiplena 
prueba o aun confesión de parte de los propios protagonistas en los estrados judiciales. Se me dirá que el 
Ministerio no está en condiciones -y es verdad- de contratar a ninguna empresa en forma directa, sin perjuicio 
de lo cual todos sabemos que muchas veces la contratación directa no puede practicarse, pero lo que sí se 
puede hacer -no digo que esa sea la intención; simplemente estoy hablando en abstracto-, es proceder a una 
licitación o a un llamado público en el que por las características que se reclaman al oferente y por el tipo del 
producto o la actividad que se requiere, pocas o una sola empresa serían, eventualmente, las que estarían en 
condiciones de proporcionar ese servicio. No sé si este es el caso, pero me parece que en aras de la 
tranquilidad de todos y de la del propio Ministerio y de la señora Ministra, en la medida en que estas son 
versiones que en algún sentido la involucran, por lo menos desde el punto de vista de la gestión 
administrativa y de eventuales decisiones o intenciones de compras y negocios que se estarían analizando en 
el marco del Ministerio -repito que hablo en condicional-, sería bueno que nos pudiera dar la información 
correspondiente. Reitero que nosotros no tomamos por válido lo que ha trascendido, pero como ha 
trascendido tenemos que preguntar. 


Esas son las dos consultas que por ahora queríamos formular, sin perjuicio de algunas otras que nos 
reservamos para cuando se trate el articulado en particular. 


SEÑOR MUJICA.- Se valora el Plan Nacional de Vivienda por la cantidad de soluciones 
habitacionales, y me preguntaba si hay algún estudio o previsión del impacto económico que puede 
haber en el sector construcción, es decir en la otra punta del asunto, a raíz de la dinamización de las 
empresas. Quisiera saber si tenemos una infraestructura empresarial acorde con la demanda que se va 
a plantear y desearía conocer el impacto previsto en puestos de trabajo. Tengo una particular 
preocupación por las especialidades dentro de la construcción; me preguntaba con respecto al obrero 
calificado en especialidades, como carpintero de obra, electricista, sanitario, etcétera, cómo está 
evaluando el Ministerio las consecuencias que ello tendría en ese sector del mercado laboral. 


También quisiera alguna valoración en cuanto al mercado de alquileres, porque la impresión que tengo es que 
esto se ha encarado por el aumento del stock y el aumento de las condiciones de acceso a él a través de 
fondos de garantías. Quisiera alguna ampliación sobre ese mercado en particular, es decir, el de la vivienda 
para renta. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO, TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Voy a responder las dos preguntas del señor Diputado Abdala. 


El Plan prevé un fuerte impulso a la construcción de viviendas destinadas a pasivos y tiene el compromiso de 
los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Economía y Finanzas de llevar 
a cero los fondos retenidos antes de 2007, cuando existía el impuesto sobre las retribuciones de los pasivos. 
El Plan está planteando la creación de 1.290 unidades nuevas, lo que implica un salto importantísimo con 
respecto a lo que se venía produciendo. A eso hay que agregar más de doscientas viviendas que se pretende 
recuperar, en las que no vive el pasivo al que había sido asignada inicialmente, más toda una política de 
apoyo a las residencias de ancianos, creando o apoyando la producción de nuevas plazas, y una política de 
apoyo a la mejora habitacional en el caso en que el ciudadano viva con su familia y sea necesario, por 
ejemplo, la instalación de un baño o la ampliación mediante una nueva habitación para generar mejores 
condiciones de vida para la persona. 


Es decir que estamos pensando en una política que vuelva a tener las tres miradas: generación de stock, 
acción sobre el stock construido optimizando su uso -en ese sentido pretendemos abarcar no solo el stock 


construido nuevo en poder del BPS, sino el apoyo a la generación de nuevas plazas en residencias y el apoyo 
a la mejora de la vivienda que habita el anciano-, y el subsidio de alquiler, que consideramos que es otra vía 
de acceso adecuada a esta población. 


Esto implica que, en grandes números, tengamos prevista una inversión mínima de US$ 85:000.000 en el 
período. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que es muy relevante el dato que acaba de dar la señora Ministra. Me parece 
una buena noticia que se hable de la construcción de 1.290 viviendas nuevas y de que en tal caso se 
complemente la política referida a los pasivos con el subsidio de los alquileres. Creo que la cifra que se 
ha indicado, si llegara a concretarse, implicaría triplicar el resultado y la gestión de la Administración 
anterior. Así que, por cierto, lo celebro. 


En cuanto a los subsidios de alquileres, repito que si se tratara de un complemento de lo anterior y permitiera 
dar una alternativa de solución al resto de los interesados -porque obviamente esto cubriría apenas una parte-, 
creo que se trataría de dos buenas noticias y no ya solo una. Mi pregunta es si, en todo caso, por el lado del 
subsidio de los alquileres estaremos en condiciones de brindar una cobertura completa de la demanda o, por 
lo menos de aproximarnos razonablemente a eso. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quisiera saber sobre qué cifra vamos a manejar la información. No voy a poner 
en tela de juicio la información que ha utilizado el señor Diputado Abdala, proveniente de una 
respuesta a un pedido de informes que cursó, pero el Presupuesto, donde está el informe del Ministerio, 
indica que la construcción de vivienda en el período 2005-2009 fue de 1.251 unidades. Esa cifra de 
construcción es el triple de la que ha manejado el señor Diputado Abdala, por lo que quisiera saber 
cuál de las dos utilizaremos como base de la concreción de estos fondos en el quinquenio pasado. 


SEÑOR ROCCO.- Quiero hacer una precisión con respecto a la información que planteaba el señor 
Diputado Abdala. La cifra de 65 subsidios que él maneja como última información a esta altura ya ha 
aumentado. La cifra tan baja responde a que el procedimiento tiene muy poco tiempo de aplicación. 
Estamos planteando avanzar sustancialmente en esa dirección, multiplicando los subsidios de 
alquileres, que han resultado una línea exitosa para el caso de los pasivos. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Con respecto a la segunda pregunta del señor Diputado Abdala en cuanto al tema de UMISSA, la 
información es absolutamente falsa. No voy a ahondar. Simplemente, quiero decir que hay una línea de 
trabajo con una gran fortaleza técnica que estamos impulsando desde el Ministerio, una línea de 
política de calidad en la producción de viviendas y que busca incorporar seriamente otras alternativas, 
otras innovaciones; pretende establecer protocolos de evaluación transparentes en acuerdo con la 
Academia, con los productores o con los promotores de las innovaciones y con las autoridades del 
Ministerio. En base a esos protocolos y a una red de laboratorios que controlen la calidad de esas 
nuevas tecnologías, vamos a empezar a dar avales para la producción o la incorporación a la política 
de vivienda. Es un camino que tendremos que recorrer en este quinquenio ya que prácticamente no 
hay nada laudado como política de Estado. 


Estas cosas le hacen mal a las capacidades que tenemos que generar. Por lo tanto, lo único que quiero decir es 
que es absolutamente falso todo lo que ha trascendido en la prensa. No he querido contestar. Mi política es 
contestar con los hechos. Y los hechos que queremos generar están planteados claramente en el Plan cuando 
hablamos de la política de innovación. Quiero agregar que esa política de innovación va a ser laudada en la 
Comisión asesora de vivienda donde están los representantes de todos los actores que tienen que ver con 
políticas de vivienda. Para el bien del país y de la política de vivienda es importante que laudemos ahí, de 
forma transparente, en base a criterios técnicos y a capacidades de control de calidad, las innovaciones que 
vayamos avalando. 


Por otra parte, en cuanto al manejo a nivel de la asignación de fondos a esas políticas, iremos también 
laudando de acuerdo con el sistema constructivo que implique los mecanismos transparentes de asignación de 
fondos. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Mujica en cuanto al impacto en la construcción, decimos que 
buscamos concentrar el uso de fondos FONAVI en mecanismos de generación que se basan en la 
autoconstrucción, o sea, en el esfuerzo personal y en la capacitación de esa mano de obra, y en las 
cooperativas. O sea que no estamos apostando fuertemente a la producción empresarial sino a la producción 
en base a la gestión social de esa producción. 


Tenemos muy claras las capacidades de la industria de la construcción. Hoy dicen que tienen un tope en la 
capacidad de respuesta, que habrá un déficit en la mano de obra, si sumamos a la política de inversión 
privada hacia la vivienda de interés social la política de generación de nuevas infraestructuras. Por lo tanto, 
podemos predecir que el costo de construcción empresarial va a aumentar porque el costo de mano de obra va 
a subir. Ahora, ¿qué estamos impulsando a nivel de Estado? Una política de impulso a la capacitación del 
sector; una política muy fuerte gestionada a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en acuerdo 
con las Cámaras empresariales y el SUNCA. El desafío es crecer, es generar una política de vivienda de 
impacto, generando capacidades para el trabajo. Hoy no tenemos esas capacidades formadas. El desafío es ir 
generándolas con los mecanismos de producción que planteemos. Por eso, estamos proponiendo un 
mecanismo de producción que se basa en el trabajo del propio beneficiario. 


En cuanto al mercado de alquileres, queremos decir que está prácticamente congelado. En 1974, el RAVE fue 
el golpe mortal para la política de alquileres. Eso es lo que pensamos destrancar. Nosotros no partimos de la 
base de intervenir en el costo del alquiler. Nuestra política es incentivar la producción de unidades y creemos 
que si se da ese fuerte impulso, al haber más oferta, vamos a impactar en el costo de los alquileres. Esto no 
quiere decir que no estemos trabajando con generar un pequeño "stock" de viviendas que el Estado ofrecerá 
en alquiler a los sectores más desprotegidos. Estoy hablando del caso de pasivos o del de mujeres en 
situación de violencia doméstica, en los cuales nosotros podemos administrar el costo del alquiler, pero no 
como política de Estado. La política es destrabar desde el punto de vista de producción de unidades. A eso le 
iremos agregando los ajustes legales o tal vez el direccionamiento de esa producción a determinadas áreas 
geográficas. Nada más que eso. 


SEÑOR ABDALA.- Con relación a la primera consulta que formulé, en lo que tiene que ver con la 
construcción de viviendas para pasivos, en función de lo que aquí se planteaba parecería que hay 
versiones o informaciones contradictorias. Si la Mesa me autoriza, quisiera hacerle llegar la versión del 
pedido de informes que me fuera respondido en marzo de este año con relación a estos temas de la cual 
surgen informaciones muy elocuentes y concretas, que ayudarían a la ilustración de los señores 
legisladores, sin perjuicio de que en algún caso podría haber alguna cifra disonante con el mensaje que 
ahora ha hecho llegar el Poder Ejecutivo. Pero esto es información oficial que nos proporciona el 
Banco de Previsión Social sobre la base de información que le suministra el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Sobre la otra consulta, la señora Ministra ha sido categórica en su respuesta. Yo se la agradezco. 
Simplemente, quiero preguntar, sin poner nombre propio a las cosas porque la respuesta ha sido 
absolutamente radical, si la alternativa de la construcción de las viviendas prefabricadas está entre esas 
innovaciones posibles que el Ministerio está analizando, y en tal caso, qué nivel de madurez tiene esa 
alternativa de solución habitacional, como las otras, en cuanto a definir innovaciones, variantes o alternativas 
nuevas desde el punto de vista del cumplimiento del Plan Nacional de Viviendas. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Voy a contestar la segunda pregunta. Yo no puedo decir hoy si es una alternativa o no es una 
alternativa, porque estoy construyendo los protocolos técnicos para evaluar las infinitas alternativas 
que me puedan presentar las empresas o la sociedad. No puedo decir ni que sí ni que no. Creo que el 
camino es generar las fortalezas técnicas para medir con la misma vara desde el punto de vista técnico 
las capacidades o las condiciones de habitabilidad que genera cada una de las tecnologías que se 
presenten; avalarlas siempre y cuando tengamos forma de evaluar la calidad porque pueden ser 
excelentes pero si no tenemos forma de verificarlo ni de avalarlo... ¿Se entiende lo que quiero decir? 


SEÑOR BEROJIS.- La señora Ministra en su intervención dio esa posibilidad, por el costo de metro 
cuadrado y por el tiempo de construcción; dijo que era una posibilidad viable para agilitar y abaratar. 
Quiero saber si es así, si entendí bien. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Yo me referí en general a que debemos impulsar la innovación con tres objetivos. Primero, tomar en 
cuenta la mejor apropiación de la tecnología por parte del usuario; segundo, disminuir costos y, 
tercero, disminuir tiempos. Pero la mirada uno es que la calidad de esa vivienda debe responder a 
prestaciones mínimas de habitabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores integrantes de la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda: por suerte tenemos muchos legisladores que nos están acompañando, inclusive de la 
Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, por lo que, si están de acuerdo, los vamos a 
autorizar a que hagan uso de la palabra para formular las preguntas que consideren del caso 


(Apoyados) 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Gracias a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda por 
permitirnos intervenir y el agradecimiento también a todo el equipo del Ministerio que nos ha 
brindado mucha información valiosa. 


Queremos hacer dos o tres consultas con relación a temas puntuales sobre los que nos parece que conviene 
tener la opinión del Ministerio. La primera tiene que ver con un tema que de repente se va a considerar 
cuando se analicen los artículos, pero igual lo menciono porque es una preocupación que ha estado presente 
en la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente. Me refiero al artículo 576, donde se hace mención 
al "Plan de Actividades de Meteorología”. Quisiera información acerca de ese asunto porque los funcionarios 
de la Dirección Nacional de Meteorología, perteneciente al Ministerio de Defensa Nacional, han hecho 
algunos planteos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdone, señor Diputado, pero la consideración del articulado se llevará a 
cabo en una segunda etapa. En este momento estamos abocados a opiniones y análisis sobre la 
exposición en general de la señora Ministra. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- De todas maneras, es algo que dejo planteado porque no voy a intervenir 
nuevamente a efectos de ahorrar tiempo. 


La segunda interrogante es en cuanto a las cooperativas de vivienda. En general, desde que se forma la 
cooperativa hasta que las familias pueden acceder concretamente a la vivienda, pasa un largo período de 
tiempo. La pregunta es qué tiene pensado el Ministerio para acortar ese proceso, si es posible. 


La tercera pregunta refiere al tema de los alquileres. Me gustaría saber qué opinión tiene esa Cartera en 
cuanto al momento en que estarían habilitadas las herramientas, como la relativa a las garantías de alquileres, 
que en el interior del país no tienen un desarrollo importante. Quisiéramos saber si el Ministerio ha estimado 
en qué tiempo se podrían ejecutar esas herramientas. 


SEÑOR AMARILLA.- Muchas gracias a la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda 
por permitirnos participar en esta instancia. 


Tenemos dos interrogantes vinculadas a la definición de las políticas marco. 


En principio, en cuanto a los objetivos de gestión ambiental planteados, en la primera instancia no advertimos 
una fuerte presencia de lo que significa el monitoreo y de alguna forma una amortiguación de las tensiones 
ambientales territoriales. 


El país acaba de superar una dificultad importante que tenía en las márgenes de la cuenca del río Uruguay, 
que generó todo un impacto, y un largo período de conflicto y de tensión ambiental territorial que hoy 
permanece, pero tal vez lo más silencioso y lo que menos toma parte de los noticieros es, precisamente, la 
dificultades socioeconómicas postobra que quedaron en Fray Bentos. 


Este es un tema que tal vez también tenga referencia a lo que decía el señor Diputado José Carlos Cardoso 
con relación al tema de la migración; un polo de desarrollo estimula el trabajo y el avance de determinadas 


regiones, pero cuando las circunstancias cambian queda una secuela importante en el territorio que quizás no 
fue bien administrada ni prevista en su momento. 


Hoy tenemos anuncios importantes de una fuerte inversión y de una fuerte explotación en la zona este del 
país, alguna inversión minera vinculada a infraestructuras importantes -obviamente destinadas a la 
exportación-, por lo que queríamos saber si de alguna manera, dentro de los objetivos ambientales del 
Presupuesto del Ministerio, están previstas esas posibles tensiones territoriales ambientales. 


Evidentemente, hemos visto que se han analizado el problema y los diferentes conflictos que hay por los 
intereses productivos, pero no hemos advertido una presencia importante del poder público frente a lo que 
pueden ser impactos ambientales y territoriales muy importantes para el país. 


En segunda instancia, vi un ítem muy interesante que habla sobre la inclusión socioterritorial. Vinculado al 
tema están, sin duda, las conexiones de servicios de agua y de saneamiento sumándose a las intervenciones 
que va a hacer el Ministerio, tal vez en la competencia de la Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento. 


En algunos lugares del país, particularmente en el departamento de Rivera, se está generando una situación 
muy particular. En aquellos barrios en los que interviene el Programa de Integración de Asentamientos 
Irregulares se generan todas las infraestructuras y servicios y se conectan las viviendas a la red de 
saneamiento -generalmente, agua ya tenían-, pero se está generando una desintegración de los sectores 
circundantes a los asentamientos, que a veces tienen las mismas características socioeconómico 
habitacionales que el asentamiento pero que por no estar, en su momento, de forma irregular en su tierra no 
tienen acceso a saneamiento, y les queda truncada la posibilidad de conectarse. Allí, la empresa, OSE, la 
Intendencia Municipal y el PIAI no dan solución a esta gente y están dejando desintegrados a los que 
supuestamente estaban más integrados que los que vivían en el asentamiento irregular. Se está generando una 
suerte de conflicto en el mismo barrio, con personas de las mismas características: por estar unos de un lado 
de la vereda tienen acceso a saneamiento y el resto, por no haber sido agraciados por el PIAI, está fuera de 
ese servicio. Esto les genera una diferencia de calidad de vida muy importante. 


Por otra parte, creo que la información que aportó la señora Ministra acerca del Plan "Juntos" y del proyecto 
de ley que supuestamente la Comisión tendría que haber entregado el 31 de agosto fue bastante escueta. En 
ese sentido, quisiera que la señora Ministra abundara en las definiciones concretas de este Plan. 
Evidentemente, estamos ante una emergencia habitacional, cosa que ya sabemos desde que lo dijo el señor 
Presidente en su discurso de asunción, que fue confirmado luego por el decreto presidencial que conformara 
el grupo y que este proyecto de ley volvería a ratificar, por lo cual quiero saber si se puede profundizar en 
cuanto a qué soluciones ofrece este proyecto de ley en tal sentido. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MONTANER.- Agradezco la presencia de la señora Ministra y del cuerpo de asesores y 
Directores que la acompañan. 


Cuando la señora Ministra y el Subsecretario visitaron la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 
los consultamos acerca del uso de la madera como un material alternativo para la construcción de viviendas a 
nivel nacional. En aquel momento -no sé si sigue vigente- existía una norma de precariedad que determinaba 
que la vivienda de madera era precaria debido a que no tenía columnas ni vigas de hormigón. La señora 
Ministra me confirmó que estaban realmente interesados en seguir el análisis de todo lo concerniente a la 
madera, para poder incorporarla como un material "convencional" -entre comillas, para decirlo de alguna 
forma-, a efectos de que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente pudiera 
permitir que el Banco Hipotecario del Uruguay concediera créditos a veinticinco años en el entendido de que 
la madera resistiría la construcción y permanecería sin deterioro pasado ese tiempo. Existía como una valla 
en cuanto a tener normas laudatorias que permitieran testear la calidad de la madera que se manufactura en 
nuestro país en lo que refiere a su calidad, resistencia a la tracción, la presión, la intemperie, el frío y el calor, 
la contracción y la dilatación. Creo que la actitud de la señora Ministra fue prudente al decir que debíamos 
contar con un ámbito académico, con determinadas garantías para saber si la madera podría ingresar a lo que 
eran los planes y programas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y del 
Banco Hipotecario del Uruguay, para que el crédito que este organismo otorgara a veinticinco años fuera 
retornable y que a su término las viviendas aún se mantuvieran en pie. 


Realmente, me motivó mucho esta consideración, porque provengo de un departamento que es prioridad 
forestal y donde hay empresas que están procesando la madera y, por lo tanto, existe gente que está 
trabajando la madera y cooperativistas que están empeñados en lograr préstamos para construir sus viviendas 
de madera, porque, como dice la señora Ministra, genera un abatimiento en costos, tiempo y otra cantidad de 
elementos. También me puse en contacto con la gente que está en ese rubro, no solo con los trabajadores sino 
con los que están dirigiendo las empresas dedicadas a la madera, y ellos nos mostraron certificados de calidad 
internacional, sobre todo de la madera que exportamos de Uruguay a México, a Canadá y a otros países, 
donde toman nuestra madera como de primera calidad con destino a la construcción. Quiero consultar a la 
señora Ministra al respecto. Yo sé que estas normas, que en un primer momento se pensó que no se podían 
laudar en nuestros ámbitos académicos, como el LATU, podrían ser normas laudatorias de alternativa 
tomadas de otros países. Pero, por lo que he visto, nuestra madera está certificada como una de las de mejor 
calidad para la construcción. 


A su vez, arquitectos que tienen experiencia muy rica en otros países, hablando a propósito del 
mantenimiento de las viviendas de madera nos dijeron que las casas no tendrían por qué ser construidas solo 
de madera, sino que podrían emplearse otros materiales para darles otro tipo de terminación. 


En ese sentido, quiero saber en qué estamos en materia de políticas de vivienda, porque hay gente que quiere 
acceder a cooperativas de vivienda y está empeñada en hacerlo con este material. Me decía uno de estos 
empresarios que procesan madera y que exportan para construir viviendas, que tal vez lo que existe es un 
problema cultural, la creencia de que la vivienda de madera es endeble, que no resiste el paso del tiempo y 
que no duraría los veinticinco años, que es el plazo del crédito que otorga el Banco Hipotecario. 


Por lo tanto, en virtud de que la señora Ministra dijo que estaba muy interesada en este tema, quiero saber si 
desde su visita a la Comisión se ha avanzado en lo que hace a permitir que la vivienda de madera pueda ser 
asimilada a los sistemas de cooperativas de vivienda en Uruguay y si esa norma de precariedad se podría 
derogar o dejar de lado, ya que en muchos países no existe. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Con respecto a las dudas planteadas por el señor Diputado Edgardo Rodríguez, quiero decir que el 
proceso de las cooperativas de vivienda se ha optimizado en lo que tiene que ver con la generación del 
grupo cooperativo, con la aprobación del anteproyecto y del proyecto, y con las etapas de obra; se ha 
optimizado si partimos de la base de que se demoraba promedialmente ocho años, llegando inclusive 
hasta los catorce años, que era lo que teníamos antes de 2005 y 2006. 


De todas maneras, nos hemos planteado poner la lupa a los tiempos de obra, que hoy superan los veinticuatro 
meses. Pensamos que hay dos aspectos que nos permitirán mejorar esos tiempos. Uno es el mejor 
acompañamiento del proyecto social y el papel de la ayuda mutua durante la etapa de construcción, y el 
segundo es promover la innovación, la incorporación de tecnologías mixtas o alternativas a la tradicional que 
permitan acortar esos plazos de obra. Hay tiempos del sistema cooperativo que es imposible achicar y son los 
que necesita todo grupo humano para tomar decisiones en común y definir ese proyecto en común, los 
tiempos de consolidación de esa capacidad social, de esa capacidad de grupo. O sea que el lineamiento del 
Ministerio es trabajar desde el punto de vista del acompañamiento del proyecto social, fundamentalmente en 
el período de obra, apuntalándolo, e ir hacia la incorporación de nuevas tecnologías que permitan reducir los 
plazos de obra, siempre y cuando sean adecuadas para la producción cooperativa. 


Con respecto a la política de alquileres y su impacto en el interior, quiero decir que esto va a acompañado de 
la política de fortalecimiento del Ministerio y de una política no solo de mayor presencia institucional de las 
Direcciones del Ministerio, sino también en el sentido de generar capacidades de ejecución en la Agencia 
Nacional de Vivienda. Estamos pensando en transformar esas agencias que hoy son solo administradoras de 
crédito, porque derivan de la estructura del Banco Hipotecario del Uruguay, en instituciones que puedan 
acompañar la política de vivienda desde el punto de vista de la producción de nuevo "stock", la política de 
alquileres y la atención a la demanda. Pensamos que ese va a ser el camino que nos va a permitir acompañar 
con fuerza la maduración de estos programas en lugares donde no existe la institucionalidad necesaria. 


Para ser realistas, debo decir que no creemos que se pueda tener ese impacto antes del año 2012. En el 2011 
vamos a iniciar el proceso de gestión de la reestructura del Ministerio en el marco de los lineamientos que se 
van a definir para la reestructura del Estado, y hay tiempos que no podemos saltear. 


En cuanto al impacto del PIAI en los ciudadanos que viven en tierras formales, en este segundo clip del PIAI 
nosotros estamos impulsando un cambio en la concepción de su acción, en la cual pensamos integrar no solo 
la acción en el asentamiento informal, sino también en el área de influencia del asentamiento, en el entorno 
formal. A su vez, desde la política del Ministerio de mejora y de acción sobre el stock, estamos buscando 
integrar esfuerzos y acompañar cada una de las acciones del PIAI, de MEVIR y del BPS con políticas de 
acción sobre el stock que puedan generar mejoras a nivel de barrio, del área geográfica en donde estos planes 
estén implantados. 


Entonces, estamos totalmente de acuerdo con lo planteado y contemplamos esa necesidad de atención 
integral y de no focalizar el objeto de la política de vivienda solo en el irregular. Esta concepción está tomada 
desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente en la forma de integración de 
políticas sociales en el territorio, no solo focalizando en los asentamientos irregulares, sino también en los 
asentamientos formales que necesitan de un apoyo y de una atención integral. 


En cuanto al Plan Juntos, creo que vamos a necesitar de un espacio en el que lo podamos exponer y discutir 
individualmente. De cualquier modo, me permito anticipar que el Plan Juntos tiene tres líneas de acción 
claras y definidas. La primera línea es la generación de nueva oferta habitacional, de nuevo stock. La segunda 
línea es la mejora en cuanto a área y a calidad del stock de viviendas y, la tercera, es la dotación de 
infraestructuras y de servicios en aquellos lugares donde no existan o haya carencias y sea necesario articular 
estas prestaciones para mejorar la calidad de vida de la población. 


Por último, sobre las preguntas de la señora Diputada Montaner, quiero expresar que a corto plazo tenemos 
dos objetivos. Uno de ellos es laudar los protocolos generales para permitir la evaluación de distintas 
tecnologías. Desde el mes de marzo estamos trabajando junto a los Ministerios de Industria, Energía y 
Minería y de Ganadería, Agricultura y Pesca en el impulso a la cadena forestal tendiente a permitir la 
construcción de viviendas de madera. Al haberlo marcado como prioridad número uno del Ministerio 
pensamos que es el primer paso que vamos a dar dentro de la política de innovación de tecnologías. 


De todas formas, quiero hacer una reflexión al respecto. Una cosa es que tengamos una producción de 
madera de calidad y otra es que tengamos un sistema constructivo con una tecnología que garantice calidad. 
Nadie discute la calidad de nuestra producción; lo que tenemos que lograr es calidad en la producción de 
viviendas, y ahí es donde hay un salto que es el que esta política de calidad pretende avalar. 


De todas maneras, la respuesta es: se trata de uno de los objetivos prioritarios dentro de la política de 
promoción de la innovación. Quisiéramos poder dar una primera respuesta a fin de año y estamos trabajando 
con ese objetivo. 


SEÑORA MONTANER.- En su visita a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente la 
señora Ministra nos había planteado la intención de hacer dos programas como plan piloto, uno en 
Tacuarembó y otro en Rivera. No sé si sigue con esa intención o si se desestimó. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No, no está desestimado, pero hay una serie de acciones previas que debemos desarrollar para 
garantizar una producción de calidad y para no estigmatizar tecnologías. Estamos dando los pasos que 
nos permitan abrir las puertas a la producción en madera. 


Sobre los temas de gestión ambiental, me voy a referir a nuestra política con respecto a los nuevos 
emprendimientos. Estamos hablando básicamente de dos emprendimientos grandes en cuya evaluación 
estamos participando, que son los de Aratirí y Montes del Plata. Por supuesto que aprendimos mucho del 
proceso que se dio con la instalación de Botnia. La política busca que los temas de impacto territorial de 
nuevos emprendimientos sean respondidos adecuadamente por el inversor y que estén contemplados en el 
memorándum de entendimiento. Básicamente, estamos exigiendo la evaluación de impacto territorial y la 
mirada en lo que tiene que ver con las políticas habitacionales y las políticas de dotación de servicios e 
infraestructura para contener a la población que se afinque tanto durante los plazos de ejecución de obra, de 
instalación de la infraestructura necesaria, como en los plazos de producción. Tenemos la experiencia 
positiva de lo que significó la instalación de Botnia en cuanto a dar respuesta a las necesidades habitacionales 
y a la gestión ambiental del emprendimiento. 


En los dos aspectos estamos tomando previsiones. Creo que la política de regionalización que estamos 
planteando nos va a dar el marco para tener mayores capacidades de respuesta a los problemas que se 
generan en el territorio, fundamentalmente a los de carácter ambiental. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- En lo que hace a la gestión ambiental y lo que señalaba el señor Diputado Amarilla con 
relación a que no hay una presencia del monitoreo, debemos ser enfáticos: creemos que una de las 
políticas más exitosas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente ha sido 
precisamente la del monitoreo y el control del Río Uruguay y de la planta de Botnia -hoy UPM-, en 
Fray Bentos. Entre otras cosas, esto hizo que el fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya 
en lo que refiere a la no existencia de contaminación en el Río Uruguay haya estado avalado por este 
régimen de control y monitoreo que -reitero- exitosamente llevó adelante nuestra Dirección Nacional 
de Medio Ambiente. 


Si observamos la línea de base y los incrementos en el Presupuesto planteado, veremos que estamos 
reforzando las actividades existentes. No nos da para encarar nuevas actividades. Quiere decir que la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente no va a tener la posibilidad de desarrollar nuevas actividades, pero sí 
de consolidar y reforzar las que ha venido realizando, entre ellas, el control y el monitoreo de calidad de 
aguas. Desde ese punto de vista, en complementariedad con nuestro Ministerio de Relaciones Exteriores, 
como país, hemos superado el conflicto. El hecho de que otros actores sociales realicen acciones por su 
voluntad está por fuera de nuestra jurisdicción y alcance, e, inclusive, de los acuerdos que tan positivamente 
ha alcanzado nuestro país en la recomposición del relacionamiento con nuestros vecinos. 


En cuanto a las dificultades postobra, yo me preguntaba cuán difícil sería para nosotros prescindir de la 
instalación fabril que hoy está en Fray Bentos. ¿Qué sucedería allí si no existiera la planta de UPM? Si 
hacemos ese ejercicio, sabremos que son más los beneficios que las contrariedades que pueda ofrecer hoy en 
día, transcurrido un determinado período. Al respecto podríamos consultar al señor Diputado Mañana -a 
quién hoy vi en Sala- o al Intendente Lafluf, que seguramente será conteste en que es imposible pensar en la 
desaparición de este emprendimiento de tan importante porte. Además, debemos considerar lo que el aporte 
del canon significa en materia de recursos para el país; debe de ser la industria privada que aporta más por 
ese concepto. 


SEÑOR AMARILLA.- A lo mejor el señor Subsecretario no entendió bien el planteo. Yo aplaudo la 
política forestal del país generada a partir de 1986 y mantenida por los gobiernos anteriores con 
relación a emprendimientos industriales vinculados con la forestación, cuya consecuencia fundamental 
fue la instalación de Botnia. Eso lo aplaudo. Lo que digo es que, de alguna manera, tenemos que ver los 
impactos y las tensiones territoriales que se dan en la postobra, que es un debe, y a lo que apuntamos 
fue, no a la inversión en sí y a lo que ha generado, sino a los traumatismos posteriores. 


Tampoco cuestioné la política de monitoreo de aguas, sino que hablé de las tensiones territoriales y los 
impactos sobre el ambiente, precisamente pensando en ese problema que se ha generado a partir de la 
terminación de una etapa de construcción y el comienzo de otra industrial. Evidentemente, hay tensiones y 
problemas socioeconómicos vinculados con ese cambio de fase, y estoy pensando en lo que pasará 
seguramente en el oeste del país con la anunciada inversión minera y con alguna inversión portuaria 
relacionada con ella. No estaba atacando la inversión en sí ni la industrialización, sino las consecuencias que 
tal vez no habían sido amortiguadas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Lamento haber sido tan poco claro y que se me haya malinterpretado de tal manera. Yo 
daba por respondidos esos aspectos a través de la intervención precedente de la señora Ministra sobre 
todas las garantías que tiene nuestro país, desde el estudio de los impactos ambientales hasta la 
evaluación ambiental estratégica. Hoy en día, la diferencia de situación está determinada por la 
aprobación de la Ley N” 18.308, de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible, que incorpora 
estos elementos y establece necesarios procedimientos para la aprobación definitiva de cualquier tipo 
de emprendimientos en el Uruguay. Creía que ya estaba aclarado el tema, pero es válida la 
puntualización que hacía el señor Diputado Amarilla, con la cual todos estamos de acuerdo. 


En cuanto al planteo del señor Diputado Edgardo Rodríguez del artículo 576 relativo a la Unidad Ejecutora 
005, Dirección Nacional de Aguas y Saneamiento -que en este proyecto de ley de Presupuesto estamos 
proponiendo que se denomine Dirección Nacional de Aguas-, donde dice "Plan de Actividades 
Meteorología”, en la columna "Destino" del cuadro que allí aparece, se recoge la recomendación que hace el 
Sistema Nacional de Respuesta al Cambio Climático en su Plan Nacional sobre la creación de lo que dio en 
llamar Laboratorio Hidrometeorológico y Ambiental —1nclusive, nosotros lo habíamos manejado con otro 
nombre— y que entendemos como un espacio de interfase entre los conocimientos de la Academia y los 
servicios con que hoy en día cuenta el país, que presentan un desfase muy elevado. 


Desde el punto de vista académico, tenemos equipos y personas con una capacidad muy desarrollada, que nos 
permite tener un intercambio muy fluido con los principales centros del mundo en estos aspectos. Uruguay, 
por sus condiciones y características, es un usuario, un consumidor, de todo este tipo de conocimientos y 
políticas, pero ello no se ha acompasado con el desarrollo tecnológico de ciertas unidades, como la Dirección 
Nacional de Meteorología —que hoy en día está en el escenario público-, cuyos propios funcionarios 
reclaman por esa falta de "aggiornamiento" y de actualización con relación a las últimas tecnologías y, por 
supuesto, a la capacitación. 


En este sentido es que, como Ministerio, estamos proponiendo esta interfase imprescindible de 
relacionamiento entre el conocimiento académico y los servicios. Es una primera etapa, un primer escalón de 
desarrollo. Estos fondos están destinados precisamente a la capacitación, la interrelación y el desarrollo de 
algo que para el país es vital cuando hablamos de cambio climático, de adaptación, de mitigación y de 
variabilidad climática, fenómenos que tienen que ver con la hidrología, la meteorología y la climatología. En 
este campo, como país, tenemos un debe que intentamos empezar a solucionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Diputados: el tiempo se nos va. Tenemos dos audiencias en la tarde, 
una a la hora 14 y otra a la hora 16, y todavía no hemos ingresado a considerar el articulado, que nos 
va a llevar su tiempo. Hay un grupo de legisladores anotados, y, por tanto, solicito que seamos lo más 
concretos posible tanto en las preguntas como en las respuestas. 


SEÑOR ASTI.- Siempre ha sido motivo de preocupación para la sociedad lo relativo al stock de 
viviendas desocupadas, inclusive aquellas que están muy próximas a ser finalizadas y que durante años 
quedan vacías y sin terminar, con el consiguiente impacto territorial que esto tiene en distintos tramos 
urbanos. ¿Se ha hecho una actualización de los registros de viviendas desocupadas o sin terminar? 
Quiero saber si hay previstos desestímulos a la tenencia de viviendas desocupadas, terminadas y sin 
terminar. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- En su intervención la señora Ministra se refirió a la política nacional 
de alquileres para vivienda de interés social como uno de los lineamientos estratégicos. Se mencionó 
que uno de los objetivos es consolidar y expandir el sistema de garantía de alquiler del Ministerio de 
Vivienda a nivel de todos los departamentos del país. Se hizo referencia al Fondo de Garantía y a los 
subsidios. 


Asimismo, cuando se hace referencia a la gestión se dice que será articulada mediante acuerdos público- 
público y acuerdos público-privado. Me gustaría que se aclarara cómo se ejecuta esa política, porque se 
menciona que la meta son 5.800 soluciones con esa modalidad, y tengo entendido que ese es uno de los 
instrumentos fundamentales para resolver el problema de la vivienda. 


Dentro de los lineamientos estratégicos se habla de la política de incentivo a la inversión privada, apuntando 
a la definición de áreas de interés para la concesión de incentivos tributarios, promoviendo el desarrollo de 
obras nuevas, de refacción y de reciclaje. Particularmente, con respecto al reciclaje y a las viviendas que 
oportunamente pueden ofrecerse en alquiler, me gustaría saber si ha habido alguna política destinada a 
intensificar los controles por parte de las Intendencias, porque la demanda es enorme y sabido es que en todo 
el país, y, sobre todo, en aquellos lugares en los que hay una migración importante de la población uruguaya, 
se alquila cualquier cosa. Aquí se habla de que se coordinará con distintas entidades, entre otros, los 
Gobiernos Departamentales; por eso pregunto si hay una coordinación con la política municipal -porque eso 
no depende del Ministerio, sino de los Municipios- a la hora de habilitar las viviendas para alquiler. 
Entendemos que debe haber una serie de criterios. Si se dan los incentivos para reciclaje, si se dan subsidios 


para los alquileres, si se hace una política a través de un Fondo de Garantías, me gustaría saber si existe la 
posibilidad de coordinar alguna política con los Gobiernos Departamentales para que también contribuyan a 
este esfuerzo que hará el Gobierno Nacional, exigiendo a los propietarios. Digo esto porque la señora 
Ministra menciona también que se debe tener en cuenta fundamentalmente la responsabilidad social, tanto 
del arrendatario como del arrendador, porque suponen vertientes fundamentales para el objetivo. 


SEÑOR SANDER.- Saludo a la Ministra y a todo su equipo. 


En el Cuadro l, del Tomo l, con respecto al Inciso 14, Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, podemos ver el total y la desagregación en gastos corrientes e inversiones. En el Cuadro 1- 
4, Resúmenes, tenemos un global correspondiente al rubro "Vivienda". Los importes que allí figuran cierran 
con los $ 19.000.000.000 que figuran en el mensaje que acompaña al Presupuesto, en la página 31, donde se 
dice que la inversión a ejecutar será mayor que en el quinquenio anterior, llegando a la cifra de $ 
19.200.000.000 en el nuevo Período. 


Si comparamos el Cuadro 1, del Tomo 1, con el Cuadro 1.4, Resúmenes, vemos que los valores no son 
consistentes. Pasamos de una cifra de aproximadamente $ 15.000.000.000 a $ 19.000.000.000. No sé si el 
"Plan Juntos", que no tengo cuantificado, pueda hacer la diferencia; lo cierto es que no me cierran los 
números. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Diputado Sander. Tal vez, usted no estaba presente cuando lo 
dijimos, pero en este momento nos estamos refiriendo a la exposición de la señora Ministra. Todo lo 
que refiera al articulado o al planillado corresponde a una segunda etapa. 


SEÑOR SANDER.- Entonces, dejo mi intervención para ese momento. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ya lo anotamos para esa parte de la sesión. 


SEÑORA SANSEVERINO.- Agradecemos toda la información que nos han brindado la señora 
Ministra, el señor Subsecretario y todo el equipo de Directores y asesores. 


Quiero retomar muy brevemente el tema relativo al plan de integración socio-habitacional, "Juntos". Escuché 
las respuestas que dio la señora Ministra; para nosotros, en ese Programa es medular el rol del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Ese Plan es una línea estratégica que va hacia los 
sectores de exclusión social apuntando a su inclusión. Cuando tengan la oportunidad de informarnos más, a 
nosotros nos importa mucho conocer cómo está pensada la intervención del Ministerio intra-Direcciones, el 
tema ambiental y no solamente la vivienda, cómo se están trabajando en el gabinete social los aportes socio- 
educativos y socio-laborales, y si hay una mirada especial en cuanto a cómo dignificar el trabajo de los 
clasificadores de residuos domiciliarios -este es un fenómeno muy amplio, muy importante, muy amplio a 
nivel de la población de exclusión social-, ya que ello impacta en las condiciones de vida de esta población, 
que es muy joven; el promedio de edad de los clasificadores es de veintisiete años, así que vaya si tendremos 
que trabajar para mejorar y dignificar la vida de todos ellos. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Con respecto a las preguntas del señor Diputado Asti en cuanto a las viviendas desocupadas podemos 
decir que tenemos registros bastante actualizados en lo que tiene que ver con el "stock" público, es 
decir, viviendas desocupadas de la cartera social y viviendas sin terminar. Los datos con que contamos 
son del último censo. Se ha trabajado sobre esos datos, pero tenemos un cúmulo de dudas, y hasta que 
no tengamos procesada la información del próximo censo no podremos instalar con propiedad políticas 
que apunten a este problema. Sí podemos decir que este plan se apoya en lo que el Ministerio y su 
institucionalidad pueda generar, pero su éxito se apoya también en el fuerte vínculo con las 
Intendencias. Es responsabilidad de las Intendencias la promoción, por ejemplo, de políticas 
tributarias que busquen la puesta en función de estas viviendas desocupadas. 


Hemos venido trabajando fuertemente en la elaboración de este Plan. Ahora comienzan para nosotros tres 
meses de trabajo para elaborar, junto a los Gobiernos Departamentales, los planes por departamento, 


estableciendo líneas de acción en común para lograr el mejor éxito de cada uno de esos planes, de acuerdo 
con la realidad de cada departamento. Iremos con una canasta de propuestas y en este ida y vuelta vamos a 
pretender lograr la mejor articulación de esfuerzos. Cada uno de los planes conlleva una política concreta a 
impulsar desde los Gobiernos Departamentales para el mejor desarrollo de esas políticas, tanto desde el punto 
de vista de los planes de relocalización, que implican la planificación del territorio abandonado para que no 
vuelva a ser ocupado por viviendas, así como los planes de rehabilitación, que implican políticas de apoyo a 
las exoneraciones en las conexiones o de apoyo a la puesta en servicio de viviendas desocupadas, o políticas 
de acompañamiento de la puesta en gestión de los programas de rehabilitación de mejora del "stock", que 
también pueden contribuir a la vuelta al mercado de esas viviendas. 


Con respecto a la pregunta del señor Diputado Pérez González, y profundizando un poco más en los objetivos 
de la política de inversión privada, queremos decir que nosotros estamos promoviendo la inversión con 
destino al arrendamiento, pero también promoviendo exoneraciones al pequeño inversor que compre esas 
viviendas, generadas gracias a la política de inversión, con destino al arrendamiento. O sea que estamos 
pensando en esa política de construcción de stock, tanto a partir de densificación de predios, como de 
reciclajes, como de nuevos complejos, abriéndole las puertas al pequeño inversor que quiera comprar y 
destinarlo al arrendamiento, que va a tener un fuerte impacto impositivo. Estamos tratando de abrir las 
puertas al interés de inversión privada en todas sus escalas, ya sea del pequeño inversor que compre para 
arrendar, del inversor en gran escala que construya para arrendar, como del constructor que asociado a 
créditos de la banca, construya para vender. 


Voy a referirme ahora a la política de alquileres y a gestión de acuerdos público-público y público-privado. 
Cuando hablamos de acuerdo público-público, por ejemplo, en lo que refiere a la gestión hacia los pasivos, 
hay una asociación entre el BPS y la Contaduría General de la Nación para llevar adelante la política; lo 
mismo sucede con el Fondo de Garantía de Alquileres del Ministerio que está asociado a la gestión de la 
Contaduría para ese fin. La idea es potenciar todos los acuerdos para optimizar la institucionalidad que 
tenemos desplegada en el territorio y tener resultados a corto plazo. 


En cuanto a asociación público-privado, están los emprendimientos que queremos impulsar con tierras o 
estructuras del Estado, pero considerando esta amplia batería de asociación, que va desde el pequeño 
inversor, el pequeño propietario hasta el gran inversor. 


Se trata de una política nueva, y vamos a tener que establecer claramente cuáles son los mecanismos de 
asociación o de intervención del capital privado. Decimos que hay tres grandes criterios de evaluación. El 
primero de ellos es la calidad arquitectónica de lo que se produzca, su adecuación a las necesidades de la 
familia que toma el crédito o que arrienda. El segundo refiere al producto financiero, a cuánto arrendamos o 
con qué crédito o política de crédito permitimos el acceso. Y el tercer criterio es la política de consolidación 
urbana, o sea, ¿estos proyectos consolidan ciudad o generan más segregación? El Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Ministerio de Economía y Finanzas van a actuar 
conjuntamente en la evaluación de estos proyectos, tomando en cuenta estos tres parámetros de análisis. La 
evaluación o el laudar una exoneración implica necesariamente el acuerdo entre ambos Ministerios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos ahora a analizar el articulado. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Vamos a presentar algunas modificaciones al artículo 583, una sustitución en el artículo 588 y un nuevo 
artículo que tiene que ver con el Sistema Nacional de Areas Protegidas. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- A efectos de ordenarnos un poco, quiero señalar que lo que trajimos son simplemente 
modificaciones de sintaxis, de concepto o de agregado de elementos a los cuadros que faltaban, pero no 
son de importancia. 


Nos vamos a referir a los artículos 576 y 592, además de los que ya indicó la señora Ministra, 577, 583, 588 y 
uno nuevo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para que los señores legisladores tengan en cuenta, hay pequeñas 
modificaciones en los artículos 576, 577, 583, 588, 592 y uno nuevo. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO, TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Solicito que nuestro asesor legal, Diego Traversa, explique el alcance de cada artículo. 


SEÑOR TRAVERSA.- El artículo 572 es bastante sencillo; simplemente agrega al elenco de 
exoneraciones que hace el artículo 381, exoneraciones de tributos registrales, las inscripciones de los 
certificados de transferencia de dominio de inmuebles y/o créditos hipotecarios que realice la Agencia 
Nacional de Vivienda, en calidad de fiduciaria de los fideicomisos que ha generado la Agencia. 
Solamente se agrega una exoneración de tributos registrales. 


El artículo 573, básicamente, modifica una reglamentación existente y apunta a establecer un régimen de 
control acerca de la disposición y manejo de los inmuebles donde interviene MEVIR, tanto sean propiedad de 
este organismo o propiedad de las personas involucradas. En ese sentido, establece restricciones en cuanto a 
la enajenación, a la posibilidad que tienen las personas beneficiarias de gravar el inmueble, de darlo en 
arrendamiento, durante el pago del precio que tienen que realizar, como la disposición de los subsidios, que 
se hace en el plazo de veinte o veinticinco años, respectivamente. Asimismo, se establece en el artículo que 
pueden salirse de ese régimen de inhibición si cuentan con la habilitación de MEVIR. En el caso de que se dé 
esa autorización, se establece un sistema de preferencia a favor de MEVIR, que tiene la preferencia para la 
compra de esa vivienda. Por supuesto que en el caso de las enajenaciones, como la persona estaría 
percibiendo un beneficio por esa situación, se le van a descontar del precio de compra la totalidad de los 
subsidios que haya percibido por parte de MEVIR, 


Dentro del elenco de medidas de protección a esos inmuebles en los que interviene MEVIR, también se prevé 
que dichos inmuebles son inembargables. Los inmuebles que son propiedad de MEVIR a lo largo de la vida 
constantemente revisten esa condición, y en el caso de los inmuebles en los que haya intervenido MEVIR, 
cuando se termine de pagar el precio y descontar el subsidio, quedan liberados de este régimen. 


SEÑOR POSADA.- En el primer inciso del artículo que se sustituye, en el cual se hace mención a que " 
[...] no podrá ser enajenado, gravado, dado en arrendamiento, hipotecado, ni constituir sobre el mismo 
derechos reales menores a favor de terceros [...]", ¿a qué se quiere referir con la expresión de 
"derechos reales menores a favor de terceros"? 


SEÑOR TRAVERSA.- Por ejemplo, a otorgar el usufructo de esa vivienda. 


SEÑOR POSADA.- Creo que la calificación de menores da lugar a distintas interpretaciones. 
Considero que, en realidad, debería suprimirse ese término y expresar directamente: "[...] ni constituir 
sobre el mismo derechos reales a favor de terceros [...]'', en un sentido amplio, de forma tal de que se 
proteja lo que se quiere proteger. Pero el término "menores" calificando derechos reales es muy 
ambiguo como para ser utilizado en una ley. 


SEÑOR TRAVERSA.- Se trata de una terminología jurídica que hace referencia a esas situaciones en 
las que no se está hablando del derecho de propiedad sino de otros derechos reales menores como el 
usufructo o el uso de la habitación; se desgajan del derecho de propiedad otros derechos que afectan a 
la misma y se denominan de esa forma. 


SEÑOR BEROIS.- El inciso segundo de este artículo establece que: "En el caso de que dichas 
construcciones o mejoras se hubieran realizado en inmuebles propiedad del adjudicatario, [...]", pero 
¿qué sucede cuando eso se produce en terreno de MEVIR? 


El inciso tercero expresa que: "[...] MEVIR tendrá derecho de preferencia para adquirir los inmuebles por 
igual precio y plazo de pago, que los establecidos en la propuesta de compra [...]". Quisiera saber cuál es el 
plazo actual y qué es lo que pasa cuando esta operación no se concreta. 


El último inciso determina que: "Los bienes del patrimonio administrado por la Comisión Honoraria serán 
inembargables". Tal vez esto tenga algo que ver con lo que preguntaba el señor Diputado Posada en cuanto a 
derechos reales menores. En el caso de que se construya y se haga alguna mejora en una casa de MEVIR — 
lo que sucede a diario-, ¿qué pasa si el bien ya está hipotecado? 


Por otra parte, al hacer una construcción o una mejora y el bien se transforme inembargable, ¿en el futuro el 
productor va a quedar totalmente inhibido de actuar como sucede con frecuencia si, por ejemplo, tiene que 
hacer un laboreo o una compra de fertilizante, casos en los que suele dar en garantía o hipotecar el bien? Aun 
así, cuando se haya hecho un tambo que sea una parte, ¿ya ese bien queda totalmente inembargable y el 
productor no va a poder ponerlo como garantía de lo que naturalmente es la producción? 


SEÑOR TRAVERSA.- Con respecto a qué pasa en el caso de que el inmueble sea propiedad de 
MEVIR, el régimen de restricciones previsto en esta normativa permanece en forma constante. Hay 
que tener en cuenta que el inciso primero establece que todo este sistema es así, salvo autorización 
previa y expresa de MEVIR para poder retirarse o excepcionarse a él. La intención de este régimen es 
que MEVIR tenga un control mayor sobre la disposición y el manejo de los inmuebles en los que 
interviene, tanto productivos como para vivienda. 


Esto también lo relaciono respondiendo la última pregunta en cuanto a qué pasa si el productor quiere dar 
como garantía el inmueble en el que intervino MEVIR. Para poder entrar en ese régimen se deberá recabar la 
autorización de MEVIR. El productor ya sabrá al ingresar, que entrar en el régimen de MEVIR o recibir su 
colaboración o asistencia, lo inhibe después de utilizar como garantía ese bien, salvo que cuente con la 
autorización de MEVIR. Si estamos hablando de una inversión necesaria para el productor, no habrá 
inconveniente para excepcionarlo del régimen y permitir que afecte ese bien. 


En cuanto a qué pasa si el bien ya está hipotecado al momento de intervenir MEVIR, obviamente eso no 
afecta la garantía ya otorgada a ese bien. El artículo no prevé nada al respecto sino que está previendo hacia 
el futuro. 


SEÑOR BEROIS.- Entonces, claramente no hay previsión en caso de una hipoteca anterior. 


SEÑOR TRAVERSA.- Si hay una hipoteca anterior, este sistema no la afecta en lo más mínimo. En 
todo caso, será producto de un análisis de MEVIR definir si interviene o no en esa situación. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- El inciso tercero se refiere a adjudicar un plazo de sesenta días para 
concretar la venta. Es decir que cuando se autoriza la venta se establece un plazo pero quiero saber 
cuál es el plazo en el régimen actual. 


SEÑOR TRAVERSA.- Sinceramente, en este momento no recuerdo cuál es el plazo actual y no tengo la 
normativa como para poder responder. 


SEÑOR OTEGUI.- Quisiera hacer una reflexión y un par de preguntas. La reflexión es que, 
evidentemente, MEVIR, con más de cincuenta años de actividad en el país, con un desempeño muy 
loable y comparable o traspolable a las situaciones urbanas, se ha manejado con absoluta precisión y 
corrección. Además, en los términos de ejecución de obra, sin duda, se maneja con los plazos 
establecidos y los cumple correctamente, y quien no contribuye a que el plazo sea correcto y a la 
ejecución adecuada es retirado del sistema de acuerdo con la intervención de los asistentes sociales y 
los técnicos del área. 


Todo lo que estamos viendo aquí está en la normativa de MEVIR; hoy lo vamos a poner en la ley 
presupuestal y hay algunas modificaciones. Lo que no me queda claro es cuánto es el plazo de subsidio y el 
plazo del crédito. Aparentemente, habría dos términos: plazo de crédito y plazo de subsidio. Por lo que 
interpreto, cuando se junta el subsidio con el crédito, pasaría a ser propiedad del promitente comprador 
porque, en realidad, la figura es promitente comprador. 


La otra pregunta refiere más bien a la política del Ministerio. Tomando como base lo que planteaba el señor 
Diputado José Carlos Cardoso al comienzo de esta reunión, como la situación de movilidad se plantea a nivel 


de todo el país, pero muy especialmente en los MEVIR rurales -por un lado, tenemos una migración en las 
distintas zonas del país y, por otro, desarrollos productivos puntuales, zonales, y en término de tiempos 
acotados-, deseo saber si está prevista una flexibilización en los alquileres. Me consta que uno de los puntos 
de mayor inflexibilidad de MEVIR es el alquiler a terceros, cuando se produce la migración del promitente 
comprador o está trabajando en otro lugar, no necesariamente que haya abandonado la vivienda, y la alquila 
por un tiempo determinado, se ha gestionado el retiro de la vivienda. 


SEÑOR TRAVERSA.- Respecto de la primera pregunta, el régimen de precio y subsidio funcionan con 
dos plazos diferentes. El precio va a un máximo de veinte años y el subsidio funciona con un plazo de 
veinticinco años; o sea que ambas situaciones están descalzadas. Por eso, se recalca en la normativa: 
hasta que se pague la totalidad del precio y se descuente la totalidad del subsidio, porque el subsidio se 
otorga completamente y se va retirando en un plazo de veinticinco años. 


En cuanto al segundo punto que refiere a la política de alquileres respecto de las viviendas de MEVIR, no sé 
cuáles son las líneas del Ministerio. 


SEÑOR OTEGUL.- La pregunta refiere a la política. Acá hay una definición política que debe tomar el 
Ministerio y trasladar a MEVIR en una situación que es real, que es en todo el país y que en definitiva 
deberíamos tratar de transparentarla o de buscarle una solución. Pregunto sobre una definición 
política más que técnica. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La política que lleva adelante el Ministerio con respecto al manejo del stock de MEVIR es impulsar 
fuertemente la vuelta al control del stock por parte de MEVIR. Por eso, estamos proponiendo 
clarificar el relacionamiento legal entre el ciudadano que ha accedido a una de las unidades de MEVIR 
y las distintas formas de acceso, que tienen que ver con una intervención en una unidad productiva o 
un ingreso a través de la construcción de un complejo. No sé si le queda claro. En ese marco, venimos 
impulsando toda una serie de medidas a nivel jurídico que permitan a MEVIR reposicionarse en el 
control del stock. 


SEÑOR OTEGUI.- Me queda absolutamente claro. En las unidades productivas, supuestamente, como 
tales, en la medida en que el sistema productivo siga funcionando, eso se va a dar de esa manera. 


Lo que planteo es en los grupos habitacionales de los centros poblados donde se da esa situación que refería. 
Por ejemplo, una familia se traslada a trabajar a otro lado y su casa queda en una semiocupación, porque 
trabaja veinte días, un mes o tres meses en otro lado, y se da la situación de que gente que trabaja por allí va a 
la zona donde residía el promitente comprador y tiene necesidad de vivienda temporal, por un mes, dos 
meses o tres meses. Todos sabemos que esa situación se da y que hoy MEVIR la está ajustando. Entonces, en 
esa situación y con un promitente comprador con diez años de haber accedido a la vivienda y de estar al día 
con las cuotas, ¿la política del Ministerio es retirarle la vivienda? 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La política es que se pueda instrumentar un mecanismo de uso que contemple esta situación siempre y 
cuando tenga autorización expresa de MEVIR. Lo que estamos planteando en este articulado es dejar 
claramente establecido que el control lo debe tener centralmente MEVIR. A través de la política de uso 
y de aprovechamiento pleno del stock y tomando en cuenta la movilidad, estamos buscando distintos 
instrumentos que garanticen el uso apropiado. Cito como ejemplo la política por la que hemos 
permitido el arrendamiento a pasivos de viviendas de MEVIR. Pero lo que queremos es que haya 
respeto por la institución MEVIR y que no se siga dando el hecho de que dispongan del bien sin 
ninguna autorización y sin ningún contacto con MEVIR. Hacia eso vamos. 


SEÑOR OTEGUL.- Comparto plenamente. En definitiva, queda claro que la orientación política del 
Ministerio es establecer un control en esa gestión sin afectar los derechos del trabajador o de la familia 
que accedió a ese bien. Tal vez haya que buscar un mecanismo documental, legal para que los respalde 
a todos. 


La otra pregunta, que seguramente se va a repetir en otros artículos, es lo relativo a morosidad y al pago en 
MEVIR. Partiendo de la base de que el sistema es solidario y de que no hay repago, el que no paga tranca 
hacia adelante las cadenas. Entonces, creo que ahí sí debe haber una acción dura y firme, tanto en MEVIR 
como en las otras formas de autoayuda o autoconstrucción. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Ya lo expuse en las consideraciones generales. La devolución es un tema clave en la supervivencia de 
este sistema, y es una devolución considerando siempre la situación socioeconómica de la familia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 574. 


SEÑOR TRAVERSA.- Este artículo presenta una pequeña variante respecto al literal c) del artículo 
385 de la Ley_N” 18.362. La redacción es prácticamente idéntica a la actual pero agrega lo siguiente: " 
[...] con permiso de construcción o cuya entrega se hubiere otorgado con anterioridad a la 
promulgación de la presente ley". El artículo exonera del certificado especial de BPS. Ya preveía la 
exoneración a todas las situaciones que estaban en este artículo, pero quedaron algunos casos de 
viviendas que en su momento habían sido exoneradas del permiso de construcción. Entonces, como la 
condición que prevé el artículo era simplemente el permiso de construcción anterior a la promulgación 
de la ley, esas viviendas que no contaban con ese permiso porque habían sido exoneradas, no podían 
acceder a su vez a la exoneración del certificado especial que establecía esta norma. Por eso se hace el 
agregado "[...]con permiso de construcción o cuya entrega se hubiere otorgado con anterioridad a la 
promulgación de la presente ley". 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 575. 


SEÑOR TRAVERSA.- Este artículo interpreta el inciso segundo del artículo 21 de la Ley_N” 16.858, 
relativa al riego con destino agrario. Ese inciso prevé las facultades de control y, en caso de que se 
encuentren irregularidades en estas obras hidráulicas, la posibilidad de demoler las obras. Se han 
generado algunos problemas interpretativos respecto a lo que se podía hacer bajo la expresión 
"demolición de las obras", entonces se detectó la necesidad de interpretar esto y de ampliar y describir 
todas las acciones que se podían realizar, a los efectos de no generar problemas interpretativos y de 
aplicación de la norma cuando el Ministerio necesitara actuar. 


SEÑOR POSADA.- Sin perjuicio de compartir el alcance de la interpretación, hago notar que la 
facultad para la demolición de las obras refiere al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, por lo 
tanto, este artículo debería estar dentro del Inciso correspondiente. Se está interpretando que el 
alcance de la demolición de obras es una acción que está prevista en el inciso segundo como una 
facultad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR TRAVERSA.- Este tema ha sido una necesidad planteada desde la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente. Es correcta la apreciación que hace el señor Diputado Posada. Lamentablemente, el 
Director Nacional de Medio Ambiente no está presente en este momento pero me gustaría -él lo tiene 
más claro porque es su campo de actuación- que nos pudiera comunicar exactamente cuál fue la 
actuación concreta de la DINAMA que causó la necesidad de generar esta interpretación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según interpreté de las palabras del señor Diputado Posada, no hay ningún 
tipo de discrepancia en cuanto al texto del artículo 575; lo que él plantea es que debería estar en el 
Inciso correspondiente al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR OTEGUI.- Creo que si bien se hace referencia al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
el tema aguas pasa luego a la DINAMA. Acá estamos hablando de riego y lo que en definitiva 
puntualiza el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente es cuál es la 
determinación a los efectos de demoler. Allí se indica que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, la DINAMA, hará un informe previo y el Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas mandará a demoler. En definitiva, lo que se precisa son los términos de la demolición. 


Me parece que con eso estaría salvada esta dificultad y no creo que esté mal que esto figure en este 
Inciso. 


SEÑOR TRAVERSA.- Es correcta la apreciación. No me queda claro en este momento si todas estas 
competencias han pasado al ámbito del Ministerio en cuanto a la política de aguas, pero concuerdo con 
la interpretación y no habría inconveniente en que este artículo se encuentre en el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 576. Nos anunciaron que aquí existe una pequeña 
variante. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Quiero hacer simplemente un ajuste de terminología. Con relación a la Unidad 
Ejecutora 005, que corresponde a la DINASA, donde dice "Plan de Actividades de Meteorología", 
debería decir "Plan de Actividades en Hidrometeorología". 


A su vez, en ese mismo cuadro que figura en el artículo 576, el renglón que hace referencia a "Oficinas 
Regionales" y dice "002" está comprendido en la Unidad Ejecutora 001, que por consiguiente incluiría 
"Proyectos de Funcionamiento" y "Oficinas Regionales". 


SEÑOR POSADA.- ¿Sería la suma de ambas? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Sí, ambos ítems corresponden a la Unidad Ejecutora 001 y no a la Unidad Ejecutora 
002. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tienen la nueva redacción? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Tendríamos que presentar un nuevo cuadro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Lo tienen aquí? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- No en este momento. 


SEÑOR POSADA.- Para clarificar y que quede constancia en la versión taquigráfica, entonces 
figuraría así: "U.E. 001, Destino, Proyectos de Funcionamiento y Oficinas Regionales" y los montos 
correspondientes a los años 2011, 2012, 2013 y 2014 serían la suma de ambos renglones. 


(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo único que se elimina es "002". Hemos tomado nota, por lo tanto, no es 
necesario que nos remitan la nueva redacción del artículo. 


SEÑOR BEROJIS.- En cuanto a las oficinas regionales, me gustaría saber de qué se trata y cuáles son 
sus cometidos y funciones. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En la presentación inicial, que constó de tres módulos, el segundo tenía que ver con el fortalecimiento 
institucional. Fue entonces que presentamos la situación actual del Ministerio y la propuesta de 
generación de cuatro regiones -litoral, centro-norte, este y sur- con el objetivo de mejorar la presencia 
territorial del Ministerio y sus Direcciones 


El cometido de las regiones tendría que ver con la articulación de acciones del Ministerio en el territorio, 
como canalizar necesidades e iniciativas regionales, facilitar los ámbitos de trabajo con los técnicos 
departamentales, promover la participación pública, fortalecer a los Gobiernos departamentales y brindar una 
adecuada atención al ciudadano. O sea, una presencia de articulación a todos los niveles institucionales y 
sociales y a la interna del Ministerio. 


Nosotros definimos a la estructura como austera y mínima; estamos planteando un máximo por región de 
doce funcionarios y la estructura sería encabezada por un Director Regional y un responsable de ambiente, 


otro de vivienda y otro de aguas, actuando conjuntamente con su Director y con un pequeño "staff" de 
supervisores administrativos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 577. 


SEÑORA SIRI.- En este artículo, que refiere a las asignaciones presupuestales para los proyectos de 
inversión de las Unidades Ejecutoras, solo se agregaron los números de programas y de proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las modificaciones correspondientes están en la Mesa y serán distribuidas 
oportunamente, al igual que en el caso de los artículos 579, 583 y 588, como se había anunciado. 


En discusión el artículo 578. 


SEÑORA SIRI.- Este artículo refiere a la asignación presupuestal para la modificación de la estructura 
de puestos de las distintas Unidades Ejecutoras. 


SEÑOR BEROIS.- En el artículo figura que son puestos, pero ¿no se trata de cargos? 


SEÑORA SIRI.- Se estableció "puestos" por sugerencia de la Oficina Nacional del Servicio Civil, en 
virtud de que Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente también formará 
parte de la reforma del Estado. 


En principio, se trata de puestos, que podrán ser cargos o funciones, conforme a lo que se resuelva en la 
reforma del Estado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 579. 


SEÑORA SIRI.- Este artículo contiene una modificación mínima, y es que la asignación presupuestal 
será anual. 


SEÑOR MUJICA.- ¿La cifra que se establece es la que estará disponible hasta 2014? 


SEÑORA SIRI.- Exactamente, la asignación presupuestal del 2011 hasta el 2014 será de $ 120:000.000 
anuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir, hay que agregar "anuales para los Ejercicios". 
En discusión el artículo 580. 


SEÑOR TRAVERSA.- Este artículo crea el cargo de Director de Vivienda Rural, en la órbita de la 
Dirección Nacional de Vivienda y se establece que será ejercido por quien presida la Comisión 
Honoraria Pro Erradicación de la Vivienda Rural. 


SEÑOR BEROIS.- El artículo establece que el Director de Vivienda Rural será el Presidente de la 
Comisión Honoraria de MEVIR, cargo que actualmente es honorario. En definitiva, se transformará el 
cargo del Presidente de MEVIR, lo que representa un cambio importante en la historia de MEVIR. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
También es un cambio importante en la historia de las políticas públicas de vivienda. 


Estamos incluyendo las políticas dirigidas a la vivienda rural, explícitamente dentro de las políticas a definir 
en la DINAVÍI. 


En principio, estamos planteando que la misma persona participe tanto en las discusiones como en la 
generación de las políticas integrales de vivienda, desde la óptica de la vivienda rural, en el Ministerio. El 
objetivo final es lograr que las políticas de vivienda se integren a las políticas del Ministerio y sean 
contempladas, no solo desde la DINAVI, sino también de las políticas de ordenamiento, del manejo de agua y 
saneamiento y de ambiente. 


Consideramos que ese nexo es indispensable para lograr una promoción integral y un mayor vuelo e 
integración de las políticas desarrolladas por MEVIR. 


También estamos contemplando una situación, a la que pensamos que debemos dar respuesta, que tiene que 
ver con el hecho de que el cargo del Director de MEVIR sea honorario. Creemos que este cargo se ejercería 
mejor, por su nivel de exigencia, si contara con una retribución apropiada. 


Quiero dejar bien en claro que el objetivo es integrar las políticas de vivienda rural a la generación de 
políticas desde el Ministerio y el otro objetivo secundario es contemplar una retribución para salir de la 
situación actual de cargo honorario. 


SEÑOR BEROJIS.- No quiero que se tome como un ataque a la gestión del Ministerio, pero creo que lo 
importante en este caso es cómo ha venido cumpliendo su función MEVIR. 


Creo que es importante que el Estado esté presente. MEVIR ha sido fundamental en esta área, precisamente, 
porque el Estado estuvo supervisando, pero sin meterse del todo. Si el Estado interviniera más, creo que 
estaríamos burocratizando a MEVIR y eso sería peligroso. Deberíamos dejar actuar a MEVIR como lo hizo 
históricamente, es decir, con esa integración. Entiendo que ese fue el éxito de MEVIR. Simplemente alerto en 
ese sentido. 


Me parece bien que el Estado siga supervisando y compaginando la política de vivienda rural, pero creo que 
es un peligro que intervenga más en algo que funcionó bien. Si hubiera funcionado mal, estaría de acuerdo 
con cambiar. 


No quiero que se tome esto como un ataque a la gestión de este Ministerio, sino que es un alerta. 


SEÑOR OTEGUI.- En la misma línea del comentario del señor Diputado Berois, creo que en este 
artículo se establece un cambio estratégico. 


Sin duda, la propuesta original del doctor Alberto Gallinal, que contó con el apoyo del sistema político en su 
conjunto, estableció que este objetivo fuera gestionado por una ONG, como si fuera, en una mala 
comparación -reitero que es una mala comparación-, FUCVAM u otra organización de ese tipo. Hasta ahora 
el Presidente de la Comisión Honoraria era designado con el respaldo del Ejecutivo nacional, pero era 
honorario. Por lo tanto, si bien era de la confianza del Poder Ejecutivo, no estaba sujeto a jerarquía del 
Ministerio. Según este proyecto, pasaría a depender de la jerarquía del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. 


Por otra parte, me gustaría saber si se ha buscado la opinión de la Comisión Honoraria, que, hasta donde yo 
sé, está integrada también por otras personas. Pregunto si fueron consultadas y si hay consenso en ese 
sentido. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Comparto la idea planteada por los señores Diputados Berois 
y Otegui. 


Ayer el debate de la Comisión estuvo muy centrado en la creación de cargos de particular confianza y en la 
asignación de recursos. En el debate presupuestario de este mes, el tema de los cargos de particular confianza 
y de sus salarios va a sobrevolar la discusión y en algunos momentos va a aterrizar y vamos a discutir esta 
cuestión. 


Yo creo que el Presidente de MEVIR no tiene por qué ser honorario. Si alguien trabaja a tiempo completo, si 
alguien dedica su esfuerzo -y tengo para mí que el actual Presidente de MEVIR, como casi todos, trabaja, y 
duro, en la actividad-, debe recibir una remuneración. Yo estoy dispuesto a votar un salario para el Presidente 
de MEVIR. Estoy dispuesto a votar una asignación presupuestal que signifique una dieta para el Presidente 
de MEVIR, pero no creo que esta sea una buena solución. 


Comparto los niveles de coordinación entre MEVIR y el Ministerio; por supuesto que los comparto. Muchas 
de las cosas que se plantearon en los temas generales de vivienda también involucran a MEVIR. Por lo tanto, 
los niveles de coordinación entre MEVIR y el Ministerio tendrán que ser altos. Pero poner al Presidente de 
MEVIR debajo de la línea de mando del Ministro, en un cargo dentro del Ministerio, definitivamente es 
someter a la Comisión Honoraria de MEVIR a algo que no puede pasar. 


Entonces -es una opinión que tiene todo el Partido Nacional- nosotros estamos dispuestos a votar una dieta 
para el Presidente de MEVIR; que la Comisión Honoraria tenga recursos para pagar un salario a quien 
trabaja, y me consta que el Presidente de MEVIR lo hace. El actual Presidente también trabaja; lo conozco, lo 
he visitado algunas veces en su despacho, y bien temprano que trabaja, porque siempre me convoca 
temprano. Pero el camino no es incluirlo en la plantilla de funcionarios del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. No es ese el camino. Eso es un error que, como se ha dicho acá, 
afecta inclusive la historia del organismo, que siempre ha marcado mucha independencia en su 
funcionamiento. 


SEÑOR PARDIÑAS.- En primer lugar, debemos conceptualizar que la obra de MEVIR no se ha dado 
por arte de magia y no se ha caracterizado por un Estado prescindente en ninguna de sus etapas. El 
Estado siempre estuvo brindando recursos a la obra que ha permitido cristalizar la Comisión 
Honoraria a través de todos sus programas a lo largo y ancho del país. Por lo tanto, es parte de una 
política pública. MEVIR misma es una Comisión Honoraria que tiene un contenido de acción, y esa 
política no solamente integra los recursos del Estado central sino también los de los Gobiernos 
Departamentales. Hay numerosos ejemplos de intercambios y convenios con que los Gobiernos 
Departamentales, que integran las políticas públicas de este país, apoyaron el desarrollo y la 
concreción de la obra de MEVIR. 


Yo creo que no hay que visualizar que todo lo que ha logrado MEVIR en este tiempo fue porque estuvo en la 
órbita privada y no fue pensado desde la construcción de las políticas públicas. A su vez, creo que en el 
anterior y en el actual Gobierno se hizo una priorización de esa política pública, dotando a MEVIR de más 
recursos. Eso lo podemos visualizar teniendo presente lo que hizo MEVIR en los cinco años anteriores y lo 
que está proyectado que hará en el próximo quinquenio: es más de un tercio de la obra que ha hecho en 
cincuenta años. Entonces, si eso no es priorizar desde la política pública la vivienda rural, no sé qué es. Esto 
no surge por la donación privada de estos recursos. Hay una norma que vuelca recursos a esto y es fruto de 
que el Estado, en su momento, definió de dónde surgen esos recursos. 


Creo que es bueno que esto se integre dentro del Plan Quinquenal, porque no son obras aisladas de un 
proyecto país en cuanto a qué hacer con la vivienda. Hasta el propio señor Diputado Otegui hablaba recién de 
la posibilidad de integrar las viviendas de MEVIR al plan de soluciones de alquiler. ¿Y no lo contemplamos 
dentro de la política pública global? ¿Para algunas cosas sí y para otras no? 


Para el tema del saneamiento es importantísimo conceptualizar el tema de los núcleos habitacionales de 
MEVIR ubicados en muchas poblaciones del interior menores a dos mil habitantes, donde las soluciones de 
agua y saneamiento se logran -como ha sucedido, y hay algunos ejemplos- utilizando y vinculando el sistema 
MEVIR al resto del pueblito. Creo que esta es una integración más. 


Se propone que el Presidente -que ya es designado por el Poder Ejecutivo- sea pago como un cargo de 
confianza, por lo que sin duda tiene que estar dentro de un Inciso, pero eso no significa una intervención ni 
una burocratización. No le estamos agregando funcionariado ni normativas de la burocracia estatal. Al 


contrario: se está diciendo que habrá un nexo mayor entre el Ministerio y MEVIR, cuyo Presidente va a 
recibir un salario que va a depender del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 
No da para extrañarse de que se llegue a este tipo de avances en la consolidación de un proyecto. 


Era la constancia que queríamos dejar. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Cedo la palabra al señor Subsecretario y luego quisiera agregar algún comentario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Esta discusión me motiva alguna reflexión. 


La creación de MEVIR es fruto de la inspiración del doctor Alberto Gallinal Heber, que en base a su 
sensibilidad, ejerció una especie de mecenazgo, por definirlo de alguna forma acorde a lo que fue la 
expresión. Es decir: tenía las posibilidades económicas y la sensibilidad como para impulsar un programa de 
este tipo. Ahora bien: la Presidencia de esta Comisión Honoraria no puede estar ligada a la posibilidad de 
tener esas dos condiciones: el tiempo y el dinero suficientes, y la voluntad y la sensibilidad para hacerlo. Esa 
es una primera limitante a la cual no podemos estar sometidos. La segunda limitante, que es la más 
importante, precisamente, por su origen, es la conformación de la Comisión Honoraria, que, como su nombre 
lo indica, es una comisión honoraria de personas y de instituciones -que tienen representantes en su ámbito- 
que, de buena voluntad, de buena fe, trabajen para ella. Pero si buscáramos una alternativa eso implicaría 
cambiarle la condición de comisión honoraria, por lo que en lugar de crear un cargo, estaríamos creando 
doce. 


Eso fue lo que desde un principio nos llevó a pensar -como bien expresó la señora Ministra en su 
intervención inicial- que la política de vivienda rural no es un elemento aparte de la política nacional de 
vivienda en su conjunto, de la misma manera que no lo es la política de vivienda con relación a los 
asentamientos irregulares, que requieren a su vez la consideración no solo social, sino espacial desde el punto 
de vista de su implantación en el territorio. 


En definitiva, se está tratando de darle un corpus armónico a la política nacional de viviendas, que incluye a 
operadores tales como MEVIR, el PIAI, el Banco Hipotecario del Uruguay, la Agencia Nacional de Vivienda, 
así como la parte de infraestructura que nos da la OSE, además de lo que significan la DINOT, la DINASA, 
la DINAMA y la DINAVI al interior de nuestro Ministerio. Ese era el objetivo inicial. Por eso, en vista de las 
dos restricciones que teníamos previamente, que era la consideración de la obligatoriedad de ser honorario 
tanto en la conformación de la Comisión como de la Presidencia, lo veíamos como una limitante para la 
posibilidad de transformar esa situación. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Hay un lineamiento político de este Gobierno que tiene que ver con el afincamiento de población en el 
territorio rural. Otro lineamiento está vinculado con el desarrollo agroproductivo. Nosotros 
necesitamos crear en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente el espacio 
para la discusión y generación de políticas integrales hacia la vivienda rural, con la visión de diseñar 
programas que avalen o acompañen estas políticas demográficas y productivas que son ejes del trabajo 
de este Gobierno. 


Hemos definido una institucionalidad que centra en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente el cometido del diseño de políticas y tenemos patas ejecutoras en la Agencia Nacional de 
Vivienda, en MEVIR, en el PIAI. Tal vez con una intención muy austera, definimos crear un solo cargo 
dentro de la DINAVI, buscando solucionar esas dos necesidades: la de generar un espacio de reflexión y 
articulación de políticas desde el Ministerio hacia la población rural y la vivienda rural, y la de dar respuesta 
a la situación del Presidente de MEVIR. Creemos que esta es la mejor forma de solucionar este intríngulis, 
que a su vez es un problema clave en el desarrollo de líneas estratégicas del país. 


Estamos abiertos a discutirlo. No es nuestra intención mellar la independencia de producción de MEVIR, 
sino al revés: queremos darle mucho más vuelo y generar una producción articulada con estas políticas de 
Estado. Si en el correr de la discusión surgen alternativas que nos permitan canalizar estas dos necesidades, 


bienvenidas sean. No estamos planteando algo cerrado. Las razones son estas: la necesidad de contar dentro 
del Ministerio con personal especializado en la gestión de estas políticas y con esa visión de políticas de 
Estado; y, por otro lado, que nos parecía que la forma más racional era articularlo con los valores y las 
capacidades que tenemos instalados hoy en MEVIR, 


SEÑOR BEROJIS.- Comparto gran parte de lo que se ha dicho. El tema central es que MEVIR ha sido 
un ejemplo de funcionamiento. Hay muchas cosas que han funcionado mal y que habría que corregir, 
estoy de acuerdo, pero MEVIR no. Y el Estado nunca estuvo alejado. Es más: todos los presidentes de 
MEVIR, aunque sean honorarios, han sido elegidos por el Poder Ejecutivo, porque no hay que olvidar 
que MEVIR se financia con aportes del Estado y de los productores rurales. Quiere decir que los 
mismos productores ayudan a la financiación de esto, y las Intendencias hacen lo que tienen que hacer: 
a veces, donan el terreno -a veces, no- y aportan toda la infraestructura cuando se constituye un 
pueblo, que es lo que les corresponde. 


Otro ejemplo que creo que hay que copiar es el de cómo se adjudican las viviendas. La ayuda mutua, el 
hecho de que todos estén trabajando y no sepan cuál va a ser su vivienda, la transparencia del sorteo, en todo 
eso, MEVIR ha sido un ejemplo de funcionamiento que hubiéramos querido ver en otros emprendimientos. 
De esa forma se ha desarrollado la vivienda rural en el país. Entonces, cuando uno ve un modelo que no 
funciona, está bien que le haga correcciones. Pero este no es el caso. El Estado no ha sido prescindente; por 
el contrario, estuvo presente, y tiene que estar, pero que se quiera tener, ya no solamente un pie sino todo el 
cuerpo, es algo que puede ser problemático. 


Comparto lo que se ha dicho sobre la población de la campaña y creo que MEVIR ha desempeñado una 
función fundamental. Creo que, justamente, lo que hizo fue aglutinar a la gente que vive en campaña, que 
muchas veces se quiere mantener allí pero no cuenta con la infraestructura necesaria. Quien vive en campaña 
también tiene derecho a acceder a internet, a tener televisión, pero viviendo aislado, viviendo en el lugar o en 
el predio, no se puede conseguir. Eso se ha logrado e implica una mejor calidad de vida. Los medios de 
transporte actuales no son los mismos que hace cuarenta años. El trabajador rural puede perfectamente vivir 
en MEVIR, ir a trabajar a otro lugar y tener mejor calidad de vida, con acceso a la información y a la 
educación acordes con el mundo en que vivimos. 


Esto da para mucho más; sé que estamos apurados, pero quería dejar esta constancia porque me parece que 
este ha sido un ejemplo, que no tiene color político, que no es fruto de políticas de gobierno, sino de Estado, 
que todos tenemos la responsabilidad de consolidar y no estar poniendo piedras en el camino. Simplemente, 
quería dejar esta constancia sobre algo que ha servido a tantos uruguayos. 


(Diálogos) 


SEÑOR OTEGUI.- Creo que está claro el punto, que fue suficientemente debatido, y entendí que la 
señora Ministra no tiene problemas en estudiar el tema. Comparto la opinión del señor Diputado José 
Carlos Cardoso, de que está bien que se faculte a la Comisión Honoraria para que le pague al 
Presidente. Así mantenemos cierta independencia, más allá de que el Ministerio pueda tener toda la 
información de MEVIR para lo que planteaba la señora Ministra. 


Pedí la palabra porque no me respondió la pregunta acerca de si consultaron a la Comisión Honoraria y cuál 
fue su opinión. 


SEÑOR ASTI.- No estamos comprendiendo el alcance de esta disposición. Se ha hecho una serie de 
argumentaciones con respecto a lo bien que ha funcionado MEVIR y creo que eso no está en discusión. 
No hay ninguna norma que esté modificando su funcionamiento. Tal como lo dijeron otros señores 
Diputados, el Poder Ejecutivo tiene la potestad de nombrar al Presidente de MEVIR, y así lo ha hecho 
en los distintos períodos de Gobierno. En este caso, el Ministerio podría haber creado el cargo de 
Director de Vivienda Rural como forma de priorizar la política de integración de la vivienda rural al 
resto de la problemática de la vivienda, y luego designarlo como Presidente de la Comisión Honoraria 
de MEVIR. Acá explicitó transparentemente que lo va a hacer; no se trata de que el Presidente de 
MEVIR sea honorario o no, sino de que haya una integración de políticas. El Poder Ejecutivo ya está 
definiendo a quién le va a corresponder ese cargo, porque va a tener en el Ministerio la coordinación 


necesaria como para evaluar todas las políticas que el Estado está llevando adelante con respecto a 
vivienda y, en particular, a vivienda rural. 


Todo lo que aquí se objeta creo que debería celebrarse: que exista esa coordinación y se dé esa prioridad de 
crear una Dirección específica dentro del Ministerio para abordar ese tema. 


SEÑOR AMARILLA.- Quiero hacer tan solo una consideración sobre este punto. 


Hay un elemento que también puede arrojar luz, y es preguntarse sobre las consecuencias jurídicas que puede 
tener la relación que va a haber con un presidente de una comisión honoraria, que es una persona pública no 
estatal al día de hoy, cuando pase a confundirse con un funcionario de la Administración Central. Cuando 
escuchaba las diferentes posiciones yo estaba razonando sobre los efectos jurídicos que puede tener esto en 
los actos que firme el Presidente de la Comisión Honoraria de MEVIR, que pasan a ser actos administrativos 
de la Administración Central, con todos los efectos que ello tiene... 


(Interrupciones) 


__ ¡Cómo que no!, en los recursos administrativos. Si firma el funcionario que tiene el cargo de la 
Unidad Ejecutora, es el soporte de un órgano jurídico que corresponde a la Administración Central, y 
yo, como abogado, le hago a mi cliente el recurso de revocación y jerárquico correspondiente ante la 
Administración Central. Digo esto porque va a haber un cambio que puede generar confusiones, que 
luego tendrá que resolver el TCA. En definitiva, me parece que a partir de esto se genera una suerte de 
confusión en los actos administrativos que firme el Presidente de la Comisión Honoraria; no sabemos 
si ese soporte lo hace como Presidente de la Comisión Honoraria, comprometiendo la decisión de dicha 
Comisión, o como Director de Vivienda Rural del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, porque es la misma persona. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En cuanto a la pregunta de si el artículo estaba en conocimiento de MEVIR, quiero decir que fue 
promovido por MEVIR. Sinceramente, no tengo acá el documento inicial como para contestar 
claramente si fue a través de su Presidente o de la Comisión Honoraria, pero sí es claro que la 
propuesta viene de MEVIR. 


Si me permiten, quisiera ceder la palabra al doctor Traversa para que conteste la duda planteada con respecto 
al perfil jurídico del tema. 


SEÑOR TRAVERSA.- Con respecto a la duda planteada, creo que es clara la diferenciación entre los 
órganos concretos que actúan en cada caso y aquellos que soportan o actúan dentro de ellos. En este 
caso no hay ninguna confusión. Si la persona actúa como Presidente de MEVIR lo hará en esa órbita, y 
en caso de que realice actos en el ámbito del Director de Vivienda Rural -cargo que se crea- será 
responsable por esos actos y manifestará la voluntad de dicho órgano, o estará funcionando en esa 
órbita, y ahí disparará los mecanismos adecuados, ya sean administrativos o los que correspondan. 


En todo caso, la inquietud podrá atender concretamente al ejercicio específico y a no confundir en ese 
ejercicio específico cuándo se está actuando bajo una u otra órbita, pero eso no empaña la creación de este 
cargo. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Aquí se crea una Dirección de Vivienda Rural. Lo que dice y reafirma la norma 
es que quien ejerza esa Dirección presidirá la Comisión Honoraria de MEVIR, que es otra institución, 
otra entidad. 


Con todo respeto -yo soy ingeniero agrónomo, no abogado-, creo que el razonamiento que hacía el señor 
Diputado no es correcto. Me parece que si yo fuera el Presidente del Naranjo Fútbol Club de mi ciudad y 
firmara algo en representación de ese club, no harían un recurso administrativo porque soy legislador de este 
Parlamento. Creo que está muy claro en representación de qué va a actuar cada uno. No confundamos las 
cosas, no generemos falsas contradicciones, porque la normativa es clara. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 581. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Por el artículo 581 se aprueba el Plan Quinquenal tal como lo establece la Ley de Vivienda N* 13.728. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ya dijimos, cursamos el Plan Quinquenal de Vivienda a la Comisión de 
Vivienda, Territorio y Medio Ambiente, la que oportunamente nos informará. Si es necesario, haremos 
las consultas del caso. 


En discusión el artículo 582. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
El artículo 582 refiere al control de los IAT, cuya responsabilidad ejerce el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y establece las causales para disponer la suspensión de la 
personería jurídica de estos Institutos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero hacer una consulta con respecto al artículo 581. A través de este artículo 
se aprueba el Plan Quinquenal en su conjunto. Dentro del Plan Quinquenal, en "Lineamiento 
Estratégico 2", que refiere a la rehabilitación y consolidación urbano-habitacional, una de las líneas de 
acción, la del punto 1.4, es la construcción de los conjuntos habitacionales para el BPS. La señora 
Ministra informó que en el quinquenio se aspira a contar con 1.290 unidades nuevas y 290 a recuperar. 
En otra parte del documento, dentro de "Lineamiento Estratégico 4", relativo a la política nacional de 
alquileres para vivienda de interés social, también se enumera como objetivo la solución habitacional 
para jubilados y pensionistas del programa del BPS. 


En los cuadros se nos indican los desembolsos y las soluciones que se logran en cada año, tanto para el plan 
de rehabilitación como para el plan de alquileres. Me gustaría saber si en estos montos adjudicados se 
encuentra contemplado el Fondo de vivienda para los jubilados, o si esta es una financiación aparte de la 
ejecución del Fondo Nacional de Vivienda, que la señora Ministra dijo que iban a ejecutar alrededor de $ 
85:000.000 en el año. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quiero hacer una precisión con respecto al Fondo. A partir de la aprobación del nuevo sistema 
tributario se elimina el aporte a cargo de trabajadores, pasivos y jubilados. Por lo tanto, el Fondo 
Nacional de Vivienda pasa a constituirse a partir de lo que se defina a nivel central, en el Presupuesto. 


Por lo tanto, nosotros no tenemos identificado claramente por ley el monto atribuido a los pasivos. Sí 
tenemos identificado el monto no ejecutado cuando rigió el impuesto, hasta el año 2007, cuando comienza el 
nuevo sistema tributario. Nosotros disponemos un uso de los fondos del FONAVI que contempla la situación 
de activos, de pasivos, de jóvenes, de toda la gama de demanda. En el Plan 2 está contemplado el uso de esos 
recursos del FONAVI para atender el problema habitacional de los pasivos. De manera que sí está 
contemplado y es parte de esos fondos que hoy por hoy no tienen una definición en cuanto a montos, sino 
que hay un monto global que la política del Ministerio asigna de acuerdo a prioridades. Nosotros tomamos el 
compromiso de casi duplicar la respuesta a la situación de los pasivos y de ejecutar todos los recursos 
retenidos. 


De manera que están contenidos, y yo lo detallé cuando hablé de la gama de acciones que no apuntaban solo 
a la vivienda nueva, sino también a la política de alquileres. 


Precisamente, en lo que tiene que ver con políticas de alquileres, está contenido el Fondo de Garantía de 
Alquileres. Este Fondo tiene una asignación presupuestal que, de acuerdo a estudios, permite multiplicar por 
cuatro la atención que brinda hoy. Por eso no estamos disponiendo el crecimiento de ese Fondo. Además, a su 
vez, tiene una gestión superexistosa con un nivel de morosidad mínimo. Si le sumamos el aporte que hace el 
que arrienda al momento de entrar, vemos que es un fondo vivo y autosustentable, tal como hoy está 
funcionando. Si fuera necesario agregarle más fondos porque la demanda así lo exigiera, no tendríamos 


inconveniente en hacerlo, pero hoy estamos aspirando a llegar a 8.000 garantías en el quinquenio con los 
mismos fondos que tiene hoy. 


SEÑOR OTEGUI.- Quisiera saber qué remanente queda del Fondo no utilizado. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Nosotros estamos pidiendo una auditoría interna para tener claramente establecido ese monto. La cifra 
que nosotros disponemos es la que nos ha comunicado el Ministerio de Economía y Finanzas y creo que 
ronda en los US$ 65:000.000. 


SEÑOR VIERA.- Este tema ha sido objeto de muchas discusiones. 


Queremos que en adelante se tenga la certeza de los resultados que anteriormente fue complicado obtener, y 
por eso, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente está planteando, para la 
cristalinidad del caso, hacer una auditoría externa para tener esa certeza que nosotros requerimos. 


De acuerdo con las cifras que provienen del Ministerio de Economía y Finanzas y con cálculos que hemos 
tratado de realizar, a la fecha en que se menciona esta situación, el Fondo de pasivos podría estar en el orden 
de los US$ 110:000.000 y el de activos estaría superando los US$ 40:000.000. Sin embargo, cuando nos 
situamos en un determinado momento, pueden surgir dudas por lo que recién refería la señora Ministra. 
También, es de interpretación dudosa si los recursos a partir de 2007 se tienen que desglosar en recursos de 
activos y en recursos de pasivos, porque a partir de ese año los recursos no provienen de retenciones de 
aportes a pasivos y a activos, sino que provienen, entre otros motivos, de una subvención basada en el 
promedio de los treinta y seis meses anteriores de la ley sobre reforma tributaria. Por lo tanto, se hace difícil, 
engorroso establecer claramente un resultado. Eso es lo que me parece del caso aclarar en esta instancia, sin 
perjuicio de que este tema, vuelvo a repetir, es de difícil interpretación y de que la firme determinación del 
Ministerio es encarar una auditoría externa para que lo aclare en beneficio de todos. 


SEÑOR SANDER.- Quiero señalar que cuando se marca el Inciso 14 y distribuimos los gastos 
corrientes y los gastos de inversiones, cuando vamos al resumen en el Tomo I, en el Cuadro 1.4, 
llegamos a los $ 19.000:000.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor Diputado. Sinceramente, me siento muy mal en 
interrumpirlo, pero estamos analizando artículo por artículo. Estamos en el artículo 581. Cuando 
terminemos de analizar el articulado, como siempre, nos abocamos al planillado. 


SEÑOR SANDER.- Discúlpeme, señor Presidente, me falta experiencia. Entendí que mi pregunta era 
pertinente en esta situación. 


SEÑOR OTEGUI.- De acuerdo con lo manifestado por los representantes del Ministerio, se maneja el 
subsidio, que en lugar de ser una retención de aportes de trabajadores y jubilados, pasa a ser del IRPF 
que, en definitiva, es una distribución de la recaudación nacional. 


Quiero pedir a la señora Ministra que cuando tenga el resultado de la auditoría, lo haga llegar a la Comisión 
de Presupuestos. 


SEÑOR ABDALA.- Me voy a referir concretamente al punto que se estaba analizando. 


Si no entendí mal, la cifra de US$ 110:000.000 o esa estimación que manejaba el economista Viera tiene que 
ver con la actualización de los aportes formulados históricamente por los pasivos que no fueron invertidos y 
que, por lo tanto, se supone están a disponibilidad o integrarían, aunque fuera ficticiamente, la conformación 
de ese Fondo. 


Quisiera saber, en primer lugar, cuánto es lo que el Ministerio está proyectando invertir en función de lo que 
la señora Ministra anunció, concretamente con relación a las viviendas de los pasivos, en los dos 
componentes, construcción y subsidio de arrendamiento en los cinco años. En segundo término, 


complementando lo que preguntaba el señor Diputado Otegui, quisiera saber cuándo podría tener el 
Ministerio y, por lo tanto, nosotros, la información proveniente de esa auditoría que se está practicando. 


SEÑOR GLOODTDOFSKY.- Simplemente, quiero establecer una observación al criterio de trabajo. 


El artículo 581 reza: "Apruébase el Plan Quinquenal de vivienda". Más allá de que el planillado esté al final, 
entiendo que si uno va a argumentar a favor o en contra de la aprobación de un plan quinquenal de vivienda, 
debe referirse a datos concretos que hagan que su posición sea sostenible y esta no es otra que la de los 
números que surgen del planillado. De lo contrario, me pregunto qué discusión vamos a dar para aprobar un 
plan quinquenal de vivienda si no nos referimos estrictamente a lo que los números y las planillas indican. 
No quiero alterar el orden de trabajo de la Comisión, pero siento que la aprobación, reitero, de un plan 
quinquenal de vivienda, implica necesariamente la discusión de los alcances de dicho plan. Por lo tanto, es 
inevitable que cuando tratemos este artículo debamos referirnos a los números, a las planillas y a los alcances 
de dicho plan. Lamento tener que hacer esta precisión, pero creo que es de orden que la discusión de este 
artículo nos remita a los números y a las planillas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que menos queremos es polemizar sobre este tema. Además, los señores 
Legisladores deben tener en cuenta que dentro de treinta y cinco minutos tenemos otra delegación. 


Nosotros planteamos que íbamos a tratar el Plan Quinquenal cuando recibiéramos el informe de la Comisión, 
pero no hay problema, avisaremos al Canciller que no venga o que venga más tarde. 


SEÑOR SANDER.- Quisiera saber por qué no cierran los $ 19.000:000.000, que están en el resumen 
del Mensaje, en la página 31, Tomo I, Cuadro 1.4. Me gustaría saber si esa cifra incluía algo más que el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


La otra inquietud que quiero plantear -que ya se la había expresado a la señora Ministra cuando estuvo aquí 
en otra oportunidad- refiere a la posibilidad de que se entreguen viviendas que están vacías a los policías y 
soldados que se encuentran en una situación de carencia. Y como hay un montón de planes de 
relocalizaciones, de rehabilitaciones, pienso que dentro de alguno de ellos podría estar contemplado ese tema. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
En los dos cuadros se establecen dos cosas diferentes. El primero de ellos tiene que ver con la 
asignación presupuestal al Ministerio y, el segundo, con el concepto de área programática, donde está 
lo que se va a ejecutar o el aporte a la política de vivienda de otros Incisos. Por ejemplo, está la 
Contaduría General de la Nación y su área Alquileres y su aporte concreto a la política de vivienda, 
por eso se da la diferencia entre los montos. Uno se refiere exclusivamente a lo asignado al Inciso y otro 
es esa articulación de recursos hacia la política de vivienda. El hecho de contemplar situaciones críticas 
es el objetivo de la declaración de emergencia habitacional, y somos muy conscientes de la situación de 
policías y militares. La política tiende a la inclusión, tratando de contemplarlos, pero no generando 
guetos de policías o militares. 


SEÑOR SANDER.- Quisiera saber si podrían entrar en algunos de esos planes. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
La respuesta es que dentro de las acciones que el Ministerio va a encaminar hacia los sectores en 
emergencia vamos a contemplarlos. Las otras vías de entrada tienen que ver con políticas de alquileres 
y políticas de acceso al crédito. 


SEÑOR ABDALA.- Realicé una pregunta en cuanto al fondo de vivienda para pasivos. Básicamente 
pregunté, en función de las estimaciones del economista Viera, cuánto es lo que hoy está 
presupuestando el Ministerio para los dos componentes: construcción y subsidio de alquileres. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL, Y MEDIO AMBIENTE.- 
El dato fue presentado en una de las planillas. 


En pasivos tenemos 320 soluciones comprometidas, que suman 353,8 millones de pesos. Hay 257,8 millones 
de pesos destinados a administración de pasivos, y ahí contemplamos las políticas de acceso mediante el 
subsidio al alquiler y la mejora de la vivienda, y dentro de las nuevas soluciones a generar, 970 soluciones a 
construir, que suman 952,9 millones de pesos. Además, tenemos el compromiso del Ministerio de Economía 
y Finanzas de ir descongelando durante el quinquenio los fondos retenidos. Esto se irá asumiendo en las 
sucesivas Rendiciones de Cuentas. 


Por otro lado, teniendo en cuenta la necesaria transparencia en la ejecución de los fondos, quiero decir que 
estamos haciendo un trabajo interno de auditoría y en cuanto lo tengamos lo vamos a poner a disposición de 
ustedes y también del conjunto de los jubilados con los cuales trabajamos en la Comisión que funciona en la 
órbita del BPS. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 582. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
El artículo 582 tiene que ver con el manejo o control de los Institutos de Asistencia Técnica, que son los 
que gestionan el apoyo técnico del programa cooperativo. 


SEÑOR TRAVERSA.- Como dice el acápite, esta norma sustituye el artículo 161 de la ley que establece 
el sistema cooperativo. 


En líneas generales mantiene el sistema actual con algunas modificaciones que atienden, fundamentalmente, 
los problemas a que se ha enfrentado el Ministerio de Vivienda a la hora de suspender o inhabilitar la 
personería jurídica de algunos IAT, sobre todo, frente al Registro de Comercio. Entendemos que el artículo, 
en la redacción que tenía y que proponemos modificar, era claro en cuanto a las potestades de inhabilitar, 
suspender o quitar las personerías jurídicas de todos los TAT, más allá de la forma societaria que admitieran; 
el Registro de Comercio presenta dificultades para registrar esas pérdidas de la personería jurídica, lo que 
inclusive ha llevado al Ministerio a algunos contenciosos registrales que todavía están en curso. A los efectos 
de evitar esa problemática y dejar claro que alcanza a todos los IAT -más allá de la forma societaria que 
asuman-, se establece eso claramente indicando que el Registro Público correspondiente debe proceder a su 
inscripción sin más trámite, inclusive alcanzando a las situaciones de inhabilitación o pérdida de la personería 
jurídica anteriores a la presente ley. Básicamente esa es la innovación de este artículo, más allá de algunas 
cuestiones puntuales. 


SEÑOR POSADA.- Previamente, necesitaría que se me respondiera cuál es la naturaleza jurídica de 
los Institutos de Asistencia Técnica. 


SEÑOR TRAVERSA.- La ley no restringe y pueden funcionar bajo diferentes formas jurídicas; 
pueden adquirir diferentes formas societarias e, inclusive, hasta podrían ser cooperativas. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Podrían ser SRL. 


SEÑOR TRAVERSA.- Sí; sociedades anónimas, SRL, cualquier forma societaria. El problema se ha 
dado, sobre todo, con las sociedades comerciales, y ahí el Registro es el que ha presentado dificultades 
para eso. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Berois) 


SEÑOR POSADA.- La duda que me surge es respecto a lo planteado en el primer inciso del artículo 
161 actual, que expresa que: "El Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
podrá solicitar ante los organismos competentes la suspensión o retiro de la personería jurídica [...]". 
En realidad, el artículo tiene una contradicción, y me imagino que ese debe ser uno de los aspectos que 
motiva al Ministerio a plantear esta modificación, porque más adelante, en el inciso siguiente expresa 
que: "Cuando se configure alguna infracción, el Ministerio indicado tendrá las más amplias facultades 
de investigación, pudiendo disponer la suspensión de la personería jurídica por un plazo que no 
excederá de un año y, en función de la gravedad constatada, podrá disponer el retiro de la personería 


jurídica sin perjuicio de la aplicación de las multas que en función de dichos hechos resulten 
aplicables". Es evidente la contradicción entre el acápite y lo que se establece en este segundo inciso. 
Supongo que por aquí vendrá la motivación del Ministerio. 


La pregunta que me surge es si, en definitiva, la disposición de suspender o retirar la personería jurídica en 
carácter general es una facultad que tiene el Ministerio de Vivienda o es de otros órganos dentro del Estado. 
Claramente aquí se puede entrar en colisión con otras leyes. 


El señor Diputado Cardoso me señala, por ejemplo, el caso de las organizaciones no gubernamentales o de 
las asociaciones civiles sin fines de lucro, donde está claro que quien concede, deniega o suspende la 
personería jurídica es el Ministerio de Educación y Cultura a través de la Dirección respectiva. 


La duda se me plantea en cuanto a la operatividad, es decir en cuanto a que proceda que sea el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente quien pueda establecer la suspensión de la personería 
jurídica. Creo que la idea contenida en el artículo vigente, aún cuando está en contradicción, en principio, 
plantea que esta situación deba ser procesada a través de los organismos competentes. Entiendo 
perfectamente cuál es la motivación del Ministerio, pero me parece que debiera profundizarse en cuanto a 
cuál es la verdadera legislación aplicable en lo que refiere a la suspensión de la personería jurídica. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- La normativa respecto de las personerías jurídicas se 
concentra en la Dirección de las Asociaciones Civiles y Fundaciones que radica en el Ministerio de 
Educación y Cultura. En algunos casos, se ha intentado dar intervención a otros organismos, como por 
ejemplo al Ministerio de Deporte y Juventud porque los clubes de fútbol tienen un estatuto que 
aprueba dicho Ministerio, cuando en realidad la competencia y la vigilancia la debiera hacer otro 
Ministerio. Esta es una discusión jurídica que se ha dado, si esto se puede descentralizar a otros 
organismos. 


El razonamiento que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente hace acá es el 
lógico; quien debe fiscalizar y regularizar a estas instituciones es el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, que las conoce en su operativa y funcionamiento. Ahora podría haber -habría 
que hacer un chequeo- una contienda de competencias respecto a quién determina la suspensión de la 
personería jurídica. Además, Asociaciones Civiles y Fundaciones, que es dentro del Ministerio de Educación 
y Cultura la que aprueba, con la firma del señor Ministro, la personería jurídica, es competente para la 
aplicación de los estatutos. Por eso, ir por la vía del Ministerio, por ejemplo, a tratar de frenar una institución 
que está cometiendo una tropelía, no se logra; el Ministerio no logra frenarla porque la competencia del 
Ministerio refiere a la aplicación de sus estatutos. Ya lo hemos vivido en innumerable cantidad de 
experiencias. Y el Ministerio termina diciendo: "Vayan por la vía civil; vayan por la vía penal; busquen otra 
vía para establecer una contrariedad contra esa institución, pero no la del propio Ministerio". 


Así que comparto lo que plantean en cuanto a que el Ministerio asuma la competencia. El tema es que no 
vaya a haber una especie de gris en el medio que no se sepa bien después quién puede hacer efectivamente la 
suspensión o no. 


Por otra parte, quiero preguntar si el Ministerio está dispuesto a incorporar un último inciso que dijera que el 
Ministerio remitirá al Parlamento una vez al año la información de las sanciones aplicadas. 


SEÑOR ABDALA.- Cuando la señora Ministra compareció en ocasión del tratamiento de la Rendición 
de Cuentas, hablamos de este tema que, según tengo entendido, en todo o por lo menos en muy buena 
parte está referido a los núcleos básicos evolutivos. En ese momento, hablamos de la situación de 
conflictividad que el Ministerio enfrenta con respecto a estos institutos. Según lo que la señora 
Ministra trasmitió, se trata de una situación considerablemente grave. En aquel momento, inclusive, 
quedó pendiente la posibilidad de que el Ministerio remitiera información al Parlamento. Yo creo que 
sería muy importante tenerla; si no puede ser a partir de una intervención inmediatamente posterior 
de la señora Ministra o de la delegación, se nos puede hacer llegar aquel detalle que solicitamos en 
aquel momento en cuanto a, por ejemplo, cuál es la relación de juicios que hoy tenemos y por qué 
montos, y cuántos incumplimientos se han dado, porque me parece que es muy ilustrativa y muy 
relevante a la hora de disponer modificaciones legales de estas características que implican un 


agravamiento de la sanción e, inclusive, como aquí se ha debatido, una cierta innovación jurídica en 
cuanto al otorgamiento y a la suspensión de la personería jurídica. Así que, en ese aspecto, solicito 
información al Ministerio que podrá ser proporcionada hoy o nos podrá llegar en el curso del análisis 
del presupuesto. 


SEÑOR ASTI.- Con una ley tan compleja como la Ley _N* 13.728, que fue la que creó la figura del 
Instituto de Asistencia Técnica, no podemos tratar de dilucidar si el Ministerio, con las competencias 
actuales, puede disponer por sí solo de la suspensión de la personería jurídica. Obviamente, se trata de 
un análisis que corresponde al Derecho Administrativo. Lo que sugiero, a fin de avanzar en esta 
tramitación, es que en el artículo 161 que se pretende modificar, donde dice "pudiendo disponer la 
suspensión", se establezca "pudiendo tramitar la suspensión". Entonces, si tiene la facultad, lo hace 
dentro del Ministerio, y si no la tiene, lo solicita al Ministerio que corresponde. 


(Diálogos) 


SEÑOR TRAVERSA.- Respecto a quién tiene las facultades para disponer la suspensión o el retiro de 
personería jurídica de los IAT, la interpretación sobre la norma existente es que el Ministerio es el que 
está habilitado. En ese sentido, cuando la ley regula el tema de cooperativas, concretamente, da esta 
competencia al Ministerio porque es un área específica. Así da al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente la competencia para regular y quitar la personería. Lo 
que se está planteando sobre el conflicto o posible distorsión en cuanto a competencias, es un tema de 
materia legal. No es una materia constitucional. Nada obsta que una ley pueda disponer esto en un caso 
específico como este. Y si existen otros regímenes que están en contraposición con respecto a este caso 
particular, se van a ver excepcionados y van a funcionar por este mecanismo. 


Entiendo y comparto lo que planteaba el señor Diputado Posada en cuanto a que la redacción actual de este 
artículo genera una distorsión entre el inciso primero y el inciso segundo. Eso fue lo que generó las 
dificultades administrativas que hoy nos llevan al problema con el Registro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- Quiero hacer una aclaración. En realidad, el inciso segundo del artículo 161 de la Ley N* 
18.407 refiere al Ministerio indicado, porque cuando se analizó la ley marco general de cooperativas, 
estaban las cooperativas de producción, financieras, etcétera. O sea que había muchos Ministerios que 
tenían competencia sobre estos temas. Es por eso que aparece esta supuesta contradicción, porque este 
artículo no solamente se está refiriendo a las sanciones que pudiera poner el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente sobre los Institutos de Asistencia Técnica sino que al 
existir la configuración de una serie de elementos, también se entendía en su momento -y quizás 
desafortunadamente en cuanto a su redacción- que este artículo podía ser extensivo a las otras 
cooperativas que tenían otro tipo de relación como podían ser las de producción. 


SEÑOR BERNINI.- Creo que todos estamos de acuerdo con lo que queremos hacer. Entonces, además 
de los aportes que nos pueda hacer el propio Ministerio, la Comisión puede hacer una consulta de 
asesoramiento con respecto a las competencias para que no colidan unas con otras. Si seguimos dando 
vuelta, no creo que podamos aclarar el tema. 


(Apoyados) 


SEÑOR OTEGUI.- Quiero hacer una pregunta concreta: si en las formas societarias están establecidas 
o aceptadas las sociedades de hecho. En el caso de que así sea, ¿cómo funciona el control y la 
desvinculación con una sociedad de hecho? 


SEÑOR TRAVERSA.- Necesitaría chequear ese tema concreto respecto a las sociedades de hecho. No 
lo tengo claro; no tengo acá la ley de cooperativas para verificar cuál es el alcance general de ese 
artículo, que si bien antes enuncié en forma genérica tiene un amplio alcance por lo que no me 
animaría a decir que abarca a las sociedades de hecho sin tener el texto delante. De todas maneras, los 
podremos informar después sobre este asunto. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
No tenemos ningún inconveniente con respecto a la solicitud de un inciso que defina la remisión al 
Parlamento de la información. Inclusive voy a chequear qué pasó que no les contestamos con respecto 
a los juicios y a las actuaciones que tenían que ver con Cooperativa Franja 1, que es el programa donde 
tenemos concentrados los problemas con los IAT y la irresponsabilidad con respecto a lo pautado con 
el Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 583. 


SEÑORA SIRI.- Este artículo contiene las asignaciones presupuestales del Plan Quinquenal de 
Vivienda y Urbanización. Aquí se introduce una modificación -ya fue entregada- que es el agregado de 
un cuadro que especifica los montos anuales de los proyectos de inversión. 


SEÑOR VIERA.- El inciso segundo del artículo 583 plantea un ajuste en el plazo de los créditos 
presupuestales, que en este momento es cuatrimestral y que pasaría a ser bimestral. Esto corrige un 
problema de larga data que tiene que ver con lo que hace un rato estuvimos hablando porque generaba 
una acumulación de recursos del Fondo que eran indisponibles para el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y generaban esos fondos acumulados. 


El tema es así. El artículo 335 de la Ley N* 17.930, establece: "Declárase que el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tendrá la titularidad y disponibilidad de la totalidad de los 
recursos destinados al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización". El artículo 405 de la Ley_N* 17.296, 
declara: "Los créditos de inversiones financiados con cargo al Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización se 
ajustarán cuatrimestralmente en función de la recaudación de los ingresos previstos en el artículo 81 de la 
Ley N? 13.728 [...]", que es la que dio lugar a la creación del Fondo 


Quiere decir que un Ministerio puede tener la titularidad de los recursos de un Fondo, pero no la 
disponibilidad. Si no tiene crédito presupuestal, el Ministerio no puede gastar esos recursos y si el crédito 
presupuestal se ajusta con cierto retraso, por ejemplo, cuatrimestralmente, y el tercer ajuste cuatrimestral -el 
que recogía el último cuatrimestre del año- se hace en abril o mayo del año siguiente, cuando ya está rigiendo 
un nuevo crédito presupuestal, entonces no habría forma de que el Ministerio pudiese ejecutar los recursos 
que se iban recaudando a partir del Fondo. Quiere decir que ahora hay dos muy buenas noticias. Una, que se 
corrige este problema por si en adelante volviera a ocurrir esta situación, porque al bajar de cuatro a dos 
meses daría tiempo para que se hicieran los ajustes dentro de los plazos razonables. La segunda buena noticia 
es que quizás no haya necesidad de aplicar esto porque los recursos que en acuerdo entre el Ministerio de 
Economía y Finanzas y el Poder Ejecutivo se remiten ahora al Ministerio de Vivienda Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente van a superar lo que significa la recaudación del Fondo 


Por lo tanto, lo que estamos diciendo es que en el caso de que el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización 
tuviese una recaudación muy superior a la que se está previendo en este momento y recogiendo en los 
créditos presupuestales, ya tendríamos un elemento de ajuste plasmado en la ley que aseguraría que no se 
reiterara la situación que antes ocurrió y que causó un problema que, en definitiva, es un problema político 
para el país. 


Quería aclarar esto porque me parece que esta redacción es un sustancial avance; puede aparecer un poco 
perdida pero está en la base de los problemas que hemos tenido desde hace quince años a la fecha. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 584. Cuando tengamos todos los artículos sustitutivos 
serán distribuidos a los señores legisladores. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Este artículo establece lo siguiente: "A partir del 1” de enero de 2012 la realización de los proyectos o 
programas a cargo del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y MEVIR, 
financiados por el Fondo Nacional de Vivienda y Urbanización, estará supeditada a la aprobación por 
parte de los Gobiernos Departamentales de los instrumentos de ordenamiento territorial que 
correspondan, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley_N” 18.308 del 18 de junio de 2008, modificativas y 
concordantes". Esto tiene que ver con la consolidación de los instrumentos de ordenamiento previstos 


en la ley de ordenamiento territorial y desarrollo sustentable y con la necesidad de que empecemos a 
andar por el camino de inversiones, siempre en un marco de planificación integral del territorio. Así lo 
estamos pidiendo e impulsando en materia de instalación de inversiones y planteamos que sea 
preceptivo a partir del 1” de enero de 2012. 


Hay un camino hecho desde 2008. Muchos Gobiernos Departamentales han comenzando a andar por el 
difícil camino de articular distintas visiones o proyectos en el territorio y de laudar ese acuerdo departamental 
con respecto al uso del suelo y la vocación de cada una de las áreas que componen el territorio de un 
departamento. Nosotros estamos impulsando fuertemente esto a través de la DINOT,; en este Plan se le 
asignan a la DINOT todos los recursos necesarios para impulsar el acompañamiento de estos procesos a nivel 
de los Gobiernos Departamentales en lo que tiene que ver con capacitación, con manuales y, concretamente, 
a través de convenios, con cada uno de los Gobiernos. 


También hay otro nivel de trabajo que tiene que ver con la generación de las directrices nacionales y de las 
directrices regionales, que el Ministerio está comprometido a concretar a corto plazo. 


Con esto tenemos un panorama de un Gobierno que se impone la concreción de estos acuerdos, de estas 
visiones estratégicas de territorio a largo plazo para ir consolidando modelos productivos, modelos de 
inversión y también modelos de generación de vivienda y de hábitat, en el marco de una planificación y de un 
uso adecuado y sostenible de los territorios. Tomamos como base las experiencias que nos preceden en el 
continente -por ejemplo, de Colombia y Brasil-, en lo que respecta a planificación del territorio, que 
impusieron en forma mucho más dura la generación de instrumentos. 


En el caso de Brasil, fue con la sanción de la ley. Nosotros hemos optado por un camino de apoyo, de 
reconocimiento de las carencias y la necesidad de tratar que este proceso se haga con las fortalezas que da 
generar la visión común a nivel de sociedad con respecto a la perspectiva del uso del territorio. 


Nos parece una norma importante y quiero resaltar que atrás está el compromiso de todo el Ministerio para 
que estén todos estos instrumentos y tengan la profundidad adecuada a fin de que no se genere un obstáculo 
para la inversión, sino que, por el contrario, sea lo más provechosa posible. 


Ese es el espíritu de la norma. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Quiero reafirmar el planteamiento de la señora Ministra en el sentido de 
que el país desde 2008, año de entrada en vigencia de la ley, decidió de alguna manera transitar por la 
senda de la planificación en la ordenación del territorio. 


Este artículo refuerza el planteamiento de la ley y establece de manera muy particular que los fondos que 
provengan del Ministerio no sean localizados en actividades o actuaciones que generen efectos no deseados. 


Esa es la justificación. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Quiero reafirmar la significación e importancia que tiene este aspecto, y creo 
que el Ministerio en este sentido tiene que generar, más allá de las sinergias con los Gobiernos 
departamentales, cierto liderazgo en la formación. En el interior existe una debilidad muy grande al 
respecto, y algunos casos realmente nos preocupan como, por ejemplo, que la certificación de un 
cambio de titularidad en el uso del suelo demore más de un año, y eso -concretamente en Cerro Largo- 
está impidiendo que MEVIR ejecute un plan, para el que hace tiempo que se han destinado los 
recursos. 


Entonces, me alegra que se haya avanzado, y en este sentido creo que el Ministerio tendría que liderar el 
proceso de trabajo generando las capacidades locales en los Gobiernos departamentales para que sea viable y 
no sea visto, como dijo la señora Ministro, como una traba o un escollo más. 


SEÑOR ABDALA.- Pedí la palabra por una cuestión de orden. 


La bancada del Partido Nacional propone, a efectos de economizar, considerar en bloque los artículos 585 a 
588, inclusive, que refieren a medio ambiente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 585, 586, 587 y 588. 


SEÑOR RUCKS.- El artículo 585 se refiere a las autorizaciones y actos administrativos relacionados a 
los regímenes de evaluación de impacto ambiental, derivados de la Ley de Evaluación de Impacto 
Ambiental, en lo que hace, por ejemplo, a la autorización ambiental previa o a las clasificaciones A, B o 
C, según el carácter de impacto que tenga una iniciativa, y que no tenían, en la forma que se manejó 
anteriormente, la responsabilidad de fijar plazos para el cumplimiento de las indicaciones de la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


En ese sentido, se busca dejar claro que debe tener un plazo definido, porque se dan casos y situaciones en 
que se demora la iniciativa del proyecto y cambian las condiciones ambientales donde se inserta y, por lo 
tanto, no se cumple con ciertos aspectos de protección del ambiente. 


Por lo tanto, se fija un plazo máximo de dos años y que perderán vigencia aquellas autorizaciones que no 
tenían plazo fijado al 31 de diciembre de 2011. 


Este artículo tiende a fortalecer el proceso de seguridad en las autorizaciones ambientales. 


Por su parte, el artículo 586 tiene que ver con las zonas francas y con el manejo de los residuos y sustancias. 
Tradicionalmente, existe una responsabilidad del propietario o de quien ha generado esos residuos, pero hay 
una incertidumbre con respecto a la responsabilidad de la zona franca. Se han dado situaciones difíciles de 
resolver con los residuos que permanecen en zonas francas. 


En ese sentido, se plantea que, más allá de los propietarios o de los tenedores, la propia zona franca, como 
ente depositario o administrador, será la responsable del manejo seguro de esos residuos. 


El artículo 587 es básicamente una interpretación en cuanto a las prohibiciones del uso del suelo rural. El 
artículo 39 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Sostenible indica qué tipo de construcciones 
se habilita a realizar en suelos rurales, y deja claro que existen situaciones que deberían ser viabilizadas en 
áreas rurales, por sus características, como por ejemplo las plantas de tratamiento y disposición de residuos - 
que muchas veces son incompatibles con zonas urbanas o suburbanas-, los parques de generación de energía 
eólica, cementerios parque o los silos, es decir, actividades vinculadas a la producción rural que construyen el 
equipamiento necesario para desarrollarse. 


Ante incertidumbres que pudieron haber planteado en algún momento, a título interpretativo, se quiere dejar 
claro con este artículo que, precisamente, este tipo de actividades es compatible con suelos rurales e 
incompatible con las zonas urbanas. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿Por qué se incluye a los cementerios parque que están más vinculados a un 
conjunto urbano? 


SEÑOR RUCKS.- Precisamente, la incertidumbre en estos casos se presentaba ante situaciones que, 
por el uso poco intensivo del suelo, como los cementerios parque, tienden a ubicarse en áreas alejadas 
de las ciudades. Tradicionalmente los cementerios estuvieron vinculados a las zonas urbanas, pero las 
localizaciones que se proponen básicamente para cementerios parque se desvinculan de las áreas 
urbanas por esas características. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 588. 


SEÑORA SIRI.- Este artículo refiere al Programa 380 de Gestión Ambiental de la Dirección Nacional 
de Medio Ambiente. 


En el artículo figuran los totales para todos los proyectos de inversión de la DINAMA referentes a este 
Programa. Se incluye un cuadro, donde se discriminan por Proyecto los montos y las financiaciones para 


cada Ejercicio. Esa modificación ya fue entregada. 


También estamos solicitando la inclusión, dentro del área ambiental, de un artículo por el que se pretende 
utilizar la denominación "Área Natural Protegida" exclusivamente para lo que refiere a la Ley N* 17.234. Es 
un artículo que no tiene costo y que determina que la denominación de Área Natural Protegida -o cualquiera 
de las categorías correspondientes a las mismas- solo pueda ser utilizada para designar las áreas, calidades y 
actividades que se realicen en aplicación de la Ley N* 17.234, quedando prohibido cualquier uso diferente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 589 a 592. 


SEÑOR GENTA.- Los artículos 589 y 590 corresponden a un cambio en el nombre de la Dirección 
Nacional de Aguas y Saneamiento por Dirección Nacional de Aguas. Cuando se creó esta Dirección en 
el Presupuesto anterior, estaba relacionada casi exclusivamente a las políticas en agua potable y 
saneamiento, pero en el transcurso de la votación en el Parlamento de la ley concerniente a la Política 
Nacional de Aguas, se ampliaron sus competencias. Consideramos que no es razonable mantener la 
temática de saneamiento en forma específica y dejar la generalidad para las competencias que se 
tienen a través de la ley relativa a la Política Nacional de Aguas. La nueva denominación sería 
Dirección Nacional de Aguas y Director Nacional de Aguas. 


El artículo 591 incluye la posibilidad de utilizar las multas en términos de título ejecutivo, que es un 
procedimiento común dentro del Ministerio para el resto de las multas. Al pasar las competencias del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente debíamos contar con esta posibilidad. 


Para el artículo 592 estamos planteando un texto alternativo, más simplificado. Si bien ya estaba elaborado, 
en la última redacción no quedó el que correspondía. Este artículo tiene que ver con el aspecto de la 
servidumbre forzosa que está manejado fundamentalmente en el Código de Aguas. Este artículo busca 
complementar lo que también está planteado en el artículo 360 del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, en el sentido de promover las obras societarias, asociativas, en el desarrollo de una gestión eficiente 
del agua. 


Lo que proponemos es lo siguiente: "Será procedente la imposición de Servidumbre Forzosa de Apoyo de 
Presa y/o de Inundación previstas por el Decreto-Ley N* 14.859, de 15 de diciembre de 1978 (Código de 
Aguas), en los proyectos de obra hidráulica multipredial o multipropósito con destino a riego u otros fines, 
que formen parte de Planes Nacionales, Regionales o de Cuenca". 


Lo que se busca es integrar los aspectos planteados en la ley relativos a la Política Nacional de Aguas con 
relación al uso eficiente de las aguas al concepto de servidumbre forzosa. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- El artículo 588 cambia sustancialmente. Los US$ 6:000.000 
que venían previstos en el artículo original refieren a la Dirección Nacional de Medio Ambiente en su 
globalidad e incluyen todos los Programas de la Dirección, como Consolidación de Indicadores, 
Gestión Integrada, Sistema de Información Ambiental. Ya no es más para el Proyecto 750 sino para 
toda la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


SEÑORA MINISTRA DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Exactamente. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- En términos generales, la presentación de este Ministerio nos 
pareció muy adecuada, más allá de que tenemos algunas diferencias concretas. Parece ser un plan 
ambicioso que alienta algunos cambios que todos esperamos que efectivamente funcionen. 


El Ministerio ha traído un presupuesto acorde a lo que se espera. Deseamos que la señora Ministra tenga 
éxito en la aplicación de este Presupuesto que mayoritariamente vamos a votar, con algunas excepciones, y 
no solamente por el cariño que tenemos a este Ministerio, que creamos en el Gobierno del Partido Nacional y 
con el que siempre tuvimos una muy rica y buena relación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la señora Ministra, al señor Subsecretario y a sus asesores. 


A la hora 15 recibiremos a las autoridades del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

Se pasa a intermedio. 

(Es la hora 14 y 15) 

(ngresan a Sala el señor Ministro de Relaciones Exteriores y asesores, integrantes de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, de la Contaduría General de la Nación y de la Oficina Nacional del Servicio 
Civil) 

———Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 14) 


Damos la bienvenida al señor Ministro de Relaciones Exteriores, doctor Luis Almagro; al Jefe de 
Gabinete del señor Ministro, señor Embajador Francisco Bustillo; a la Directora General para Asuntos 
Técnicos Administrativos, psicóloga social Silvana Guerra; al titular de la Dirección Financiero 
Contable, contador Hugo Causade; a la Directora de Asuntos Jurídicos, doctora Mary Luz; a la 
Subdirectora de Asuntos Institucionales, doctora Pamela Vivas, y al Director General de Integración 
MERCOSUR, Embajador Álvaro Ons. Además, damos la bienvenida a los delegados de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, señora Susana Yakes, economista Ana Laura García y contadora María 
Noel Hernández; de la Contaduría General de la Nación, las contadoras Yeannette Mailhe y Mariel 
Olivera; de la Oficina Nacional del Servicio Civil, las señora Mabel Carro y Graciela Kamrat, y del 
Ministerio de Economía y Finanzas, la economista Paola Pittini. 


Los artículos que corresponden al Ministerio van del 305 al 334. 


Los señores legisladores saben que a la hora 17 asistirá el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca; 
corrimos una hora esa cita. 


Cedemos la palabra al señor Ministro de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Queremos poner en conocimiento de la 
Comisión que a la hora 17 firmaremos el acuerdo con el MERCOSUR para la interconexión eléctrica, 
con fondos del FOSEM. Entonces, vamos a tener que salir un poco antes de esa hora. 


Si se me permite, comenzaré con una fundamentación general bastante breve y luego haré un repaso del 
articulado. 


Como es de su conocimiento, durante las últimas décadas ha habido una ampliación muy significativa de las 
relaciones internacionales de nuestro país, tanto en los foros internacionales como en las instancias bilaterales 
de negociación o en los mecanismos de integración. En estos últimos veinte años, el MERCOSUR ha ido 
creciendo sistemáticamente, a partir de grupos de alto nivel, grupos especializados, grupos ad hoc, comités 
técnicos, reuniones especializadas, reuniones de Ministros, etcétera. Hoy el Uruguay integra muchos más 
foros que hace veinte o treinta años, algunos en la región y otros a nivel internacional. Las negociaciones 
comerciales y las de medio ambiente, en sus diversas áreas y niveles de especialización, son cada vez más 
frecuentes y obligan a un esfuerzo más duro e intenso y con mayores niveles de especialización por parte del 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 


El objetivo estratégico de este Ministerio para los próximos cinco años consiste en cumplir plenamente sus 
cometidos esenciales y hacerlo con la idoneidad que se requiere. Para eso debemos mejorar en diversos 
aspectos. Debemos mejorar los recursos humanos y materiales de nuestra Cartera. Debemos mejorar en la 
gestión. Debemos mejorar en la coordinación con los organismos públicos. Debemos mejorar el papel del 
Ministerio en la inserción comercial internacional, en la capacitación y en la carrera funcional. 


La dotación de recursos del Ministerio no ha acompañado la multiplicación de actividades que se han 
desarrollado en este tiempo. En el año 1991 eran doscientos noventa y siete funcionarios del Servicio 
Exterior; en la actualidad son doscientos setenta y cuatro. Los recursos presupuestales asignados muestran 
una disminución del 9%. Vemos que en materia de inversión el Ministerio ha gastado un 1% de lo asignado. 
En materia de recursos humanos tenemos deudas grandes en cuanto a capacitación de funcionarios y a 
condiciones de especialización e idoneidad técnica. 


Hemos quedado atrás en algunos puntos en los que el Ministerio presentaba condiciones de excelencia en el 
pasado, como ser derecho internacional público, medio ambiente o especializaciones por países. Tenemos 
que mejorar esta visión estratégica. Tenemos que fortalecernos interinstitucionalmente. Tenemos que trabajar 
adecuadamente en la plataforma de inserción comercial internacional, en nuestra coordinación con Uruguay 
XXI, como mecanismo de promoción de exportaciones y atracción de inversiones. Tenemos que tener 
programas de capacitación continua. Todos estos objetivos son los que buscamos alcanzar a partir del 
articulado que vamos a presentar. 


El articulado plantea puntos que quizás les parezcan obvios en algún sentido, pero son fundamentales a la 
hora de brindar mejores condiciones para los funcionarios, no solo para un mejor ambiente de trabajo sino en 
general, tratándose de una carrera que debe atender -aparte de lo ya mencionado- nuevas responsabilidades 
institucionales, como ser nuestro vínculo con los uruguayos en el exterior. 


Hay algunos aspectos que hemos tenido que ajustar. El comienzo del artículo 305 refiere concretamente a 
eso. Para un funcionario de Servicio Exterior con dedicación total en el exterior es muy difícil hacer sus 
trámites y, a la vez, estar trabajando hasta el último día. Esto implicaba que el servicio se viera afectado. Por 
lo tanto, les estamos dando quince días para que pudieran realizar las diversas gestiones que implican su 
retorno a la República. En el artículo 306 hemos ajustado algunos aspectos relativos a las acreditaciones de 
Jefes de Misión. En la normativa vigente se señala que pueden ser acreditados como Jefes de Misión aquellos 
funcionarios que tuvieran rango de Embajador, Ministro, Ministro Consejero o Consejero, y se establece una 
serie de excepciones que afectaron seriamente las posibilidades del Servicio Exterior en la acreditación de 
funcionarios como Jefes de Misión en el exterior. Por lo tanto, estas excepciones han sido eliminadas y se 
mantienen solo para el Consejero en lo que tiene que ver con título universitario y ascenso por concurso. 
También se mantiene la limitante para aquellos funcionarios que cometieron faltas administrativas graves 
constatadas a través de un procedimiento disciplinario. 


La eliminación de las mencionadas excepciones nos permite no estar tan acotados, ya que su número no era 
adecuado para las necesidades del Servicio. Por eso hubo que hacer un ajuste en la redacción que se había 
introducido en la Ley de Presupuesto anterior. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Quiero hacer una pregunta de carácter general sobre la 
presentación del señor Ministro, que tiene que ver con la inclusión de metas y parámetros indicadores 
de gestión, aunque me parece que es una falencia general del Presupuesto, ya que en todos los 
organismos pasa lo mismo. Lo estuve revisando especialmente en la educación y no aparece ninguna, y 
acá tampoco. 


Se habla de metas, de objetivos, se piden recursos, se amplían las capacidades de los organismos pensando en 
determinadas metas y en determinado desarrollo de gestión, pero no están establecidos los indicadores de 
gestión, no se sabe cuál es el piso, cómo se comienza. Entonces, dado que a partir de hoy se asignan recursos 
en función de una meta, ¿cómo vamos a medir en el Parlamento si esa meta se alcanzará? 


Por lo tanto, quisiera saber si en algún momento se va a establecer eso y si ustedes van a remitir al 
Parlamento los indicadores de gestión y las metas a alcanzar después de aprobado el Presupuesto. Supongo 
que ahora no lo tienen; si no, ya lo habrían presentado. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Los indicadores de gestión están 
determinados y fueron remitidos a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, y están coordinados con 
esta. No se incluyeron en la presentación del articulado por una cuestión de espacio, pero los podemos 
entregar a la Comisión. 


SEÑOR GANDINL.- Tengo algunas dudas en relación al artículo que estamos considerando. 


Primero que nada, veo una rebaja de requisitos para acceder a estos cargos que se determinan en el 
artículo 17. Me queda la duda de si se están eliminando los incisos finales de la redacción original, que 
establece que cuando el funcionario acreditado como Jefe de Misión tenga el cargo presupuestal de 
Consejero, deberá haber accedido a ese cargo mediante concurso de oposición y méritos. Esto no viene 
y se establece una excepción en los que siguen. No sé si se quiso eliminar, si solo se quiere modificar los 
primeros incisos o yo estoy confundido. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES. Para los cargos de Ministro Consejero a 
Embajador se eliminan las condiciones que se establecían en cuanto al ingreso por concurso y los 
requisitos de ascenso por concurso. Se hizo esto porque la norma adolecía de cierto problema de 
inconstitucionalidad, ya que estábamos pidiendo a alguien que había ingresado por concurso que 
tuviera título universitario, cuando en el momento en que ingresó a la carrera no se le exigía este 
requisito. Entonces, exigirle esto treinta años después es verdaderamente contrario a la lógica general 
del derecho, ya que implicaba introducir nuevas condicionantes que no existían cuando el funcionario 
ingresó a la carrera. Por lo tanto, la norma sería inaplicable para ese funcionario, que no puede volver 
para atrás para dar el concurso e ingresar. 


Por eso se plantea la eliminación de esos requisitos para los cargos de Ministro Consejero hacia arriba. 


Para los cargos de Consejero se mantiene el ingreso y el ascenso por concurso, y una antigiiedad mínima en 
la carrera, porque esos funcionarios, antes de 2005, no podían ser Jefes de Misión. Entonces, hubo una 
apertura a un grado más del escalafón para que pudieran ser Jefes de Misión. Por lo tanto, les podrían ser 
aplicables los requisitos de ingreso por concurso y de título universitario, que nos parece que contribuyen 
esencialmente al fortalecimiento de la profesionalización de la carrera. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, según lo que se me está contestando, se eliminarían los últimos incisos 
establecidos en la redacción actual del artículo 17 del Decreto-Ley N” 14.206. Por tanto, a los requisitos 
que se establecían se eliminaría la excepción que podía hacer el Poder Ejecutivo de hasta diez 
funcionarios de carrera. 


Es más: mirando con atención el artículo 17 vemos que en la redacción original se establecía que los 
funcionarios de carrera referidos —es decir, estos cuatro que aquí se nombran— debían haber ingresado al 
Escalafón M - Servicio Exterior, por concurso de oposición y méritos y no registrar sanciones. 


Es decir que los antecedentes en los legajos se mantienen y desaparece el requisito de haber ingresado al 
Servicio Exterior por concurso. O sea: se elimina el concurso; digamos las cosas como son. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- No es así. 


SEÑOR GANDINI.- Entonces, que se nos aclare, porque no parece ser esa la interpretación lógica que 
surge para los que no estamos en el tema. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 306 establece: "Artículo 17.- Los 
funcionarios de carrera del Servicio Exterior solo podrán ser acreditados como Jefes de Misión 
permanente, cuando posean cargo presupuestal de Embajador, Ministro, Ministro Consejero o 
Consejero.- Los funcionarios mencionados no deberán registrar en su legajo personal antecedentes de 
sanciones aplicadas por haber incurrido en faltas administrativas graves, debidamente comprobadas 
mediante el correspondiente procedimiento disciplinario. [...]". 


Este artículo refiere a la acreditación de los Jefes de Misión. En general, los funcionarios que están siendo 
acreditados como Jefes de Misión tienen más de treinta años de carrera. Por lo tanto, ingresaron al Servicio 
Exterior cuando no existía concurso. Entonces, aplicarles la norma implicaba un problema que ellos no 
podían resolver. Quizá, si hubiera habido concurso hace treinta o treinta y cinco años, lo podrían haber dado 
y salvado, y no tendrían necesidad de una norma de excepción. Por el contrario, una norma superviniente les 
está creando una condición que ellos no tenían al momento de ingresar. Me refiero a estos funcionarios que 
se desempeñan en el Servicio hace treinta o treinta y cinco años. Si nos fijamos bien, para los cargos de 


Consejero dice: "[...] deberá además tener, al momento de otorgársele el destino, título universitario, y una 
antigiiedad mínima de dieciocho años en el Escalafón M - Servicio Exterior, incluyendo un mínimo de cuatro 
años en ese grado presupuestal. [...]". Esto implica que estos Consejeros pueden estar comprendidos en esa 
misma condición. 


No obstante, el concurso de ingreso se mantiene en todos sus términos. Esto solo es aplicable desde los 
cargos de Consejero hacia arriba, y para aquellos funcionarios que ingresaron cuando no existían estas 
condiciones, es decir, cuando no existía el requisito del concurso; de lo contrario, lo habrían dado, como 
sucedió a partir de que se estableció el procedimiento. Además, en el articulado que presenta el Ministerio 
figura un artículo especial con respecto al concurso de ingreso. 


SEÑOR POSADA.- La propuesta del Ministerio elige una solución, que es eliminar la referencia a la 
exigencia del concurso a fin de que queden habilitados para ejercer los cargos de Jefe de Misión los 
funcionarios que no concursaron al momento de su ingreso en el Ministerio porque no se utilizaba esa 
modalidad. Esa fue la explicación que dio el Ministro. 


Sin embargo, la opción pudo haber sido diferente. Se podrían haber mantenido las exigencias que figuran en 
la redacción actual del artículo 17 y establecido una excepción para aquellos funcionarios que no ingresaron 
al Ministerio por concurso porque no existía esa posibilidad. Entendemos que esto también solucionaba el 
problema que hoy se plantea. ¿Es así? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Esa podría haber sido una solución, y 
también hubiera sido razonable. Pero prácticamente no tenemos funcionarios que no hayan ingresado 
por concurso después de que se estableció esta modalidad, ya que es obligatorio. Sería tautológico 
plantearlo en esos términos, pero esa podría ser la redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 307. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este artículo establece ajustes al sistema de 
ascensos, estableciendo que todos se harán por concurso. 


Además de los dos tercios de las vacantes que se provean de acuerdo al concurso que se realice en ese 
momento, habrá un sistema de acumulación en el tiempo. Se estableció este mecanismo para solucionar una 
situación que se repite en el Ministerio y que reviste cierta injusticia. Sucede que algunos funcionarios 
quedan en la puerta para ascender en dos o tres concursos. Por ejemplo, hay cuatro vacantes, y quedan 
quintos porque pierden por medio punto. Al año siguiente, hay cinco vacantes y quedan sextos porque 
pierden por uno o dos puntos. Y así sucesivamente. 


Entonces, se intenta crear un sistema que permita el ascenso de aquellos funcionarios que tengan una 
antigiiedad mínima en el cargo de ocho años, que hayan dado concurso al menos tres veces durante el período 
y hayan obtenido un puntaje de, por lo menos, el 70%. 


Ese es el esquema que estamos proponiendo, que fue aprobado por la Asociación de Funcionarios del 
Servicio Exterior. Creemos que humaniza y soluciona los problemas que se planteaban en este sentido. 
Mantenemos el concurso y su importancia, pero tratamos de eliminar una condición injusta para los 
funcionarios que quedan en puerta para ascender dos o tres años seguidos, estableciendo un sistema de 
acumulación que les permita finalmente ascender. 


Para las categorías superiores se establecen requisitos mayores con relación al tiempo y al número de 
concursos a dar. 


SEÑOR ABDALA.- Advierto una primera diferencia con el régimen vigente en cuanto al tenor del 
Decreto-Ley del año 1974; parecería que hoy el sistema fuera que todos los funcionarios ascienden por 
antigúedad calificada. Aquí se hace un corte, una discriminación, en el sentido de que dos tercios lo 
harían por antigúedad calificada y el resto por el mecanismo que se consagra en los incisos siguientes. 
Me gustaría confirmar si esto es así. 


También querría saber cómo se determina quiénes van por un camino y quiénes por otro. A lo mejor esto lo 
define específicamente la antigiedad de los funcionarios que tienen vocación de ascenso al grado 
correspondiente. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Concurso va a haber siempre. El sistema 
prevé que el concursante pueda ascender directamente por concurso o según este esquema, por el cual 
se podrán ocupar las vacantes de Secretario de Segunda y de Secretario de Primera, con una 
antigúedad mínima de ocho años y un puntaje promedio de 70% luego de haber dado tres concursos. 
El tercio máximo de vacantes para Consejero y Ministro Consejero requiere una antigiiedad mínima 
de doce años, haber dado cuatro veces el concurso y haber obtenido el 70% del porcentaje máximo. 


Ese es el esquema que se prevé. 

SEÑOR GANDINL.- ¿Podría explicar cómo es ahora? 
(Diálogos - Hilaridad) 

SEÑOR ASTI.- No entiendo cuál es la inquietud de los colegas. 


Está claro que se están revalorizando los concursos, no solo para quien ocupa el primer lugar, sino para 
quienes por puntaje ocupan lugares cercanos al primero. El criterio del concurso sigue vigente; simplemente 
se amplía la cantidad de personas que ingresan por un concurso determinado o por la acumulación de cuatro 
concursos en los cuales hayan tenido buen puntaje. 


No veo por qué el tema resulta jocoso. 


SEÑOR GANDINI.- Prefiero que me explique el señor Ministro; el señor Diputado Asti no está 
calificado para hacerlo. No le preguntamos a él porque no es Ministro. 


Pedimos una vez más paciencia al señor Ministro. Nada más queremos entenderlo. No estamos a favor ni en 
contra de esto—otro día vamos a votar-, pero queremos saber cómo funciona el mecanismo hoy. A quienes no 
somos expertos en la materia confunde lo de la antigúedad calificada. No es fácil entenderlo y aquí estamos 
para eso. No es algo jocoso. 


SEÑOR BERNINI.- Se decía jocoso por la hilaridad que provocó en Sala. 


Se pidió al señor Ministro que no explicara más porque estaba sobreabundando y no se entendía, y cuando el 
señor Diputado Asti trata de explicar, tampoco sirve. 


Vamos a empezar de nuevo porque creo que se trata de un problema de respeto entre todos. ¡Vamos a 
respetamos! 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Creo que el problema de comprensión 
radica en que no se entiende que el concepto de antigitedad calificada parte de tres puntos: antigiedad, 
calificación y concurso. Dos tercios ascienden por antigitedad, calificación y concurso; la suma de esos 
tres conceptos. 


¿Quedó claro hasta ahí? 


(Apoyados) 


Reitero que dos tercios ascienden sumando la antigiiedad, la calificación y concurso. Creo que 
hasta ahí no debería haber ningún problema. 


Un tercio va a ascender ahora para las vacantes de Secretario de Segunda y Secretario de Primera por la suma 
de tres concursos con un puntaje de al menos un 70% y ocho años de antigijedad en el cargo. 


Para Consejeros y Ministros Consejeros se necesitarán doce años de antigúedad en el cargo y haber dado el 
concurso en cuatro ocasiones obteniendo un puntaje mínimo del 70%. Este será un tercio de Consejeros y 
Ministros Consejeros que se suma a los dos tercios que ascendían por antigúedad, calificación y concurso. 
Esta es la desagregación de los elementos de la antigúedad calificada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 308. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este artículo elimina para el Servicio 
Exterior el límite de edad de sesenta y cinco años; pasa a setenta años la edad máxima para el 
desempeño de tareas en el Escalafón M. 


Por otra parte, aquellos que en este período hayan caído en el Escalafón R por no haber ascendido a 
Consejeros antes de los sesenta y cinco años, se reincorporan al Escalafón M. Ese es el concepto del nuevo 
sistema. Se procura humanizar la carrera, tratando de evitar que exista un Escalafón R que, en la práctica, 
funciona como "fracasados del Servicio Exterior". Intentamos que no sea así y que esto contribuya a la unión 
de los funcionarios del Servicio Exterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 309. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- De Consejero hacia arriba se pueden 
otorgar dos rangos protocolares más. Quiere decir que si alguien tiene rango presupuestal de 
Consejero, puede ser acreditado a efectos protocolares como Ministro Consejero o Ministro del 
Servicio Exterior, es decir, dos rangos más. Eso contribuye a que, sin mayor desembolso, la misión 
tenga un nivel de representatividad más alto. Este artículo extiende eso a todos los rangos del Servicio 
Exterior. En la práctica hemos constatado que las categorías que más necesitan el "upgrade" son las 
menores, las de Secretario de Primera, Secretario de Segunda o Secretario de Tercera. 


Este mecanismo va a permitir a nuestras misiones alcanzar un nivel de representación mayor sin que los 
funcionarios reciban la paga presupuestal correspondiente. De esta forma se apunta a lograr mayores niveles 
de representatividad del Ministerio. No es algo de este Ministerio ni de Uruguay, sino que prácticamente es 
aplicado en todos los servicios exteriores del mundo. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Esto no le da al funcionario ningún derecho a concursar por un grado superior? 
Supongo que es meramente protocolar, lo que significa que, siendo Secretario de Segunda, el 
funcionario se podrá presentar como Consejero, mejorando la presencia de Uruguay en una 
representación. ¿Esa es la única consecuencia? ¿No es presupuestal ni a los efectos de la carrera 
funcional? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Es así. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 310. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este artículo prevé soluciones para destinos 
especiales que son considerados de condiciones difíciles o muy diferentes a Uruguay y que han 
presentado problemas para ser ocupados por funcionarios del Servicio Exterior. Creemos que con el 
pequeño estímulo de una rotación luego de determinado período habrá más funcionarios disponibles 
para atender algunos de estos destinos que presentan condiciones de vida especiales, por lo cual pasar 
cinco años allí puede resultar muy complejo ya que altera demasiado las condiciones de vida; en 
cambio, tres años sí son factibles de aceptar. Entonces, tener a los funcionarios durante tres años en 
esos lugares y luego hacer una rotación automática en forma inmediata hacia un destino clase a o b es 
un estímulo para cubrir destinos especiales. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- ¿Eso es para completar los dos años restantes o se reinicia el 
ciclo de cinco años? 


MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Los límites de cinco años no se modifican. Este caso 
son tres años en un destino y dos año en otro. 


El artículo 311 prevé la creación de cinco cargos de Embajador con la denominación de "Embajador 
Itinerante" a los efectos de cumplir Misiones Especiales, conforme a la Convención de Nueva York sobre las 
Misiones Especiales, de 1969, ratificada por Uruguay a través de la Ley N* 15.072, de 1980. 


Estos cargos servirán para actividades de promoción comercial puntual, negociaciones específicas o para 
atender aquellos casos en los que Uruguay no tenga embajada pero sí representación de algún tipo, por 
ejemplo, las Misiones de Paz. Este sería uno de los casos que atenderían los Embajadores Itinerantes. 


También hay un ajuste respecto al pago de los funcionarios: durante quince días cobrarían viáticos y luego se 
aplicarán coeficientes a su sueldo de acuerdo con el país en que se encuentren. 


Con relación al artículo 312 —como señalaba al principio—, el Ministerio de Relaciones Exteriores tiene la 
menor cantidad de funcionarios de su historia en momentos en que la cantidad de compromisos 
internacionales es mucho más elevada que en cualquier otra época de la historia del país. Actualmente, en las 
Naciones Unidas hay cien países más que en 1970, exportamos diez veces más que en aquella época, 
mantenemos relaciones bilaterales con más países y debemos atender más Foros regionales e internacionales 
y negociaciones puntuales en diversas áreas, ya sea sobre medio ambiente, salud o laborales. 


Este artículo procura mínimamente resolver algunos de los problemas estructurales que tenemos en el 
Servicio Exterior respecto a la cantidad de funcionarios, y por esos motivos solicitamos ensanchar la 
pirámide del Servicio Exterior con dos cargos de Embajador, tres cargos de Ministro, cuatro cargos de 
Ministro Consejero, siete cargos de Consejero, tres cargos de Secretario de Primera, tres cargos de Secretario 
de Segunda, y tres cargos de Secretario de Tercera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señores Diputados: si no hay inconvenientes y de acuerdo con el artículo 126 
autorizamos a la señora Diputada Alonso a hacer uso de la palabra. 


SEÑORA ALONSO.- Quisiera saber si los cargos que se están creando en el Escalafón M a través del 
artículo 312 se van a reservar a funcionarios de carrera o si también serán cargos políticos. Pregunto 
esto por lo que el señor Ministro mencionaba que revestía cierta injusticia. Estamos hablando de los 
dos cargos de Embajador, Grado 07, y de los tres cargos de Ministro, porque sabemos que quienes 
vienen abajo necesitan concursar para ascender. 


Esto también tiene que ver con el artículo 311, porque estamos hablando de la creación de cinco cargos de 
Embajadores Itinerantes —cinco cargos políticos-, que serían ex Presidentes o funcionarios que hayan 
desempeñado otras tareas. Así lo he escuchado de parte del señor Ministro. 


Por lo tanto, la duda que me genera ese ensanchamiento es si esos cargos estarán reservados a funcionarios de 
carrera, porque esto generaría un corrimiento en la pirámide y, por lo tanto, la motivación de los funcionarios 
de carrera para cubrir vacantes que muchas veces —como mencionaba el señor Ministro- genera esa 
injusticia. 


También escuchamos decir al señor Ministro, cuando concurrió a la Comisión de Relaciones Exteriores de 
esta Cámara, que en la Cancillería se iban a procesar algunos cambios, y uno de ellos era la limitación de la 
cantidad de cargos políticos en 10 o 12; actualmente estamos por encima de ese número, y esto llevaría a un 
exceso. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Son cargos para el Servicio Exterior. En 


ninguna parte hemos aumentado el número de designaciones políticas. Los tres cargos de Ministro y 
los dos de Embajador son, esencialmente, para el Servicio Exterior. 


SEÑOR GANDINLI.- Quiero repreguntar sobre este asunto para ver si lo entiendo bien. 


A través del artículo 311 se crean cinco cargos de Embajador y en el artículo 312 se crean dos cargos de 
Embajador, tres cargos de Ministro, etcétera. Este es un tema, el otro es cómo se ocupan, y supongo que se 
debería hacer siguiendo la norma general, es decir, si alguno de estos se ocupa como cargo político, será parte 
del cupo total que tiene el Ministerio. Puede ocuparlos de una o de otra manera, pero lo que está agrandando 
es la cantidad de cargos de Embajador. 


El Ministerio tendrá siete cargos más de Embajador, que se podrán ocupar con funcionarios de carrera, o no, 
hasta tanto se utilice el cupo disponible para quienes no son de carrera. ¿Es así? ¿Entiendo bien? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Los cargos que se crean en el artículo 312 
estarán sujetos a la norma general. Los dos cargos de Embajador y los tres cargos de Ministro 
ensanchan la pirámide y son para el Servicio Exterior. 


Los cargos de Embajador Itinerante o Embajador para Misiones Especiales que prevé la Convención de 
Nueva York, son para misiones puntuales, que directamente no ensanchan la pirámide funcional. 
Simplemente es una designación aparte de Embajador Itinerante para que tengan acreditación como tal y 
puedan representar al país con esa denominación, y apunta -tal como mencionaba la señora Diputada Alonso- 
a que funcionarios del más alto nivel, ex Presidentes o ex Ministros de Relaciones Exteriores, fortalezcan 
políticamente alguna actividad de promoción o el nivel de representación del país para atender casos 
concretos y puntuales. 


SEÑOR GANDINLI.- Lamento insistir. Eso lo entendí, pero si nombran a un ex Presidente —que no 
integra el Escalafón M—, ¿cómo llega a ese lugar? Tiene que haber un cupo disponible 
correspondiente a cargo político. También se puede nombrar a un funcionario de carrera integrante 
del Escalafón M para esa misión especial, y en este caso toma a disposición a un funcionario que está 
en condiciones de cumplir con esa tarea. Si tuviera que hacerlo de la otra manera, debe haber cupo. 
¿Esto agranda el cupo? Creo que hay 10 o 15, no sé cuántos son. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Son veinte y no agranda el cupo. 
SEÑOR GANDINI.- O sea que es uno de esos. Quedó claro. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 313. 


Está repetido pero hay un sustitutivo. 
Léase. 
(Se lee:) 


"Inciso 06 'Ministerio de Relaciones Exteriores'- Regularización.- Transfórmase en el Inciso 06 'Ministerio de 
Relaciones Exteriores' Unidad Ejecutora 001 'Ministerio de Relaciones Exteriores' Programa 480 'Ejecución 
de la Política Exterior', los siguientes cargos: 1 cargo de Asesor VIII, Serie Licenciado en Relaciones 
Internacionales, Escalafón A, Grado 04, en 1 cargo de Asesor III, Serie Licenciado en Relaciones 
Internacionales, Escalafón A, Grado 14; 1 cargo de Asesor VIII, Serie Ingeniero en Computación, Escalafón 
A, Grado 4 en 1 cargo de Asesor III, Serie Ingeniero en Computación, Escalafón A, Grado 14; 1 cargo de 
Asesor VIII, Serie Licenciado en Informática, Escalafón A, Grado 04, en 1 cargo de Asesor III, Serie 
Licenciado en Informática, Escalafón A, Grado 14; 1 cargo de Asesor VIII, Serie Escribano, Escalafón A, 
Grado 04, en 1 cargo de Asesor III, Serie escribano, Escalafón A, Grado 14; 1 cargo de Técnico Ill, Serie 
Técnico, Escalafón B, Grado 12, en 1 cargo de Asesor III, Serie Abogado, Escalafón A, Grado 14; 6 cargos 
de Especialista XIII, Serie Informática, Escalafón D, Grado 01, en 6 cargos de Especialista IV, Serie 
Informática, Escalafón D, Grado 10; 1 cargo de Especialista XIIl, Serie Telefonista, Escalafón D, Grado 01, 
en 1 cargo de Especialista VIII, Serie Telefonista, Escalafón D, Grado 06; 1 cargo de Especialista XIII, Serie 
Archivólogo, Escalafón D, Grado 01, en 1 cargo de Especialista IV, Serie Archivólogo, Escalafón D, Grado 
10". 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Les debe constar la comunicación del 
Ministerio señalando un error cuando se trasmitió el articulado del Ministerio de Relaciones 
Exteriores al Parlamento. 


El artículo 313 sustitutivo refiere a la regularización de carrera, Tiene en cuenta determinados cargos de 
asesores técnicos profesionales y cómo se les regulariza la carrera puntualmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 314. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Esta es una solución que esperamos que sea 
definitiva para algunos problemas que tiene el Ministerio de Relaciones Exteriores con la gestión de 
recursos humanos. Todos los asesores pedidos para estos cargos apuntan a fortalecer la gestión de 
recursos humanos en el Ministerio y los criterios posteriores de evaluación por gestión y resultado. Por 
eso, se solicitan estos cargos profesionales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 315. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- En este caso, se está solicitando una partida 
a los efectos de fortalecer ciertas áreas profesionales en las que el Ministerio tiene dificultad para 
encontrar a su interna niveles de especialización adecuados. Debemos complementar esto con el 
artículo referido a capacitación. Esperamos formar a los funcionarios del Servicio Exterior en el 
mediano y largo y plazo y ojalá que en cinco años tengamos parte de estos temas solucionados. En este 
momento es acuciante tener un abogado para la Dirección General de Integración y MERCOSUR. Es 
acuciante tener expertos en algunas áreas puntuales de medio ambiente como ser cambio climático o 
bioseguridad. Es fundamental contar con expertos en Derecho internacional público, con respecto a lo 
cual no hubo recambio generacional en un Ministerio que siempre tuvo excelencia en esta área. 


También nos están faltando algunos expertos por países. Si, en este momento, yo necesito un interlocutor en 
el Ministerio para hablar de China, no lo tengo. Si quiero interlocutores en el Ministerio para hablar de 
Estados Unidos, probablemente solo cuente solamente con aquellos que están en las misiones. Entonces, esto 
apunta a fortalecer técnicamente al Ministerio y crear una base estable de elaboración en los temas técnicos 
específicos que aborda el Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 316. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- En este artículo se está estableciendo una 
prima por productividad como incentivo a la evaluación de gestión, a los efectos de que la carrera no 
sea algo que se ejerce solamente sentado y el sueldo llega a fin de mes, sino que el funcionario deba 
hacer algo para obtener una remuneración. Esto es un elemento esencial para la evaluación por gestión 
y por resultados. 


SEÑOR ABDALA.- Parece bien interesante. Advierto que es un instrumento nuevo por la forma en 
que está concebido el artículo. 


Sin perjuicio de que aquí se establece que la reglamentación definirá las condiciones para percibir esta prima 
por productividad, mi pregunta es si el Ministerio ya maneja criterios o indicadores objetivos. Supongo que 
de lo que se trata en estos casos es de definir parámetros que con absoluta objetividad y previsibilidad 
permitan en cada caso determinar cuándo hay derecho a esa prima y, al mismo tiempo, mensurarla. No sé si 
el Ministerio puede adelantarnos algo; capaz que el tema está demasiado verde, pero sería interesante saberlo. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Esa fue la pregunta que hizo el señor 
Diputado José Carlos Cardoso al comienzo y nosotros ya hemos informado acerca de los lineamientos 
de evaluación por gestión y de los lineamientos de gestión para su consideración que, inclusive, 
formaban parte de los fundamentos del articulado. Procuramos ser tan objetivos como se pueda, y en 
eso le va la suerte al Ministerio, o sea, en tener criterios de evaluación que verdaderamente recojan 
estos lineamientos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 317. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este también es un aspecto clave y está 
vinculado al punto anterior. Se procura instrumentar, ejecutar y evaluar permanentemente el proceso 
de mejora continua de gestión, consolidando una organización cuya gestión esté fundada en el 
compromiso y la obtención de resultados. 


Fundamentalmente, apunta a estos objetivos y por eso se pide una partida para esta consultoría. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 318. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Aquí estamos fortaleciendo los rubros de 
inversión del Ministerio en equipamiento y mobiliario de oficina, informática e inmuebles. Como 
señalé al principio, en los últimos veinte años el Ministerio ha gastado prácticamente el 1% de lo 
asignado en el rubro inversiones. Tenemos casi el mismo mobiliario desde hace veinte o veinticinco 
años. 


Del mismo modo, tenemos cierto atraso en los temas informáticos. Cuando me encontraba en el exterior eran 
permanentes los problemas con el servidor del Ministerio. 


Debemos fortalecer el rubro inmuebles. La sede del Ministerio es prácticamente un Frankenstein al que se 
han ido agregando oficinas con mamparas a gusto. Tenemos que buscar una racionalización general del 
Ministerio. 


Vamos a firmar un comodato con el Ministerio de Defensa Nacional para el edificio Pérsico, que está a dos 
cuadras del Ministerio, a fin de instalar ahí la academia diplomática. Eso va a ser un gran desahogo, pero va a 
ser muy importante renovar, y estas cifras renuevan muy parcialmente el mobiliario y el equipamiento, 
incluso en el área informática. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 319. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este artículo refiere a la prima por 
eficiencia y no tiene costo para el Ministerio. 


En este momento, a los efectos de la jubilación de los funcionarios se computa el Fondo de Compensación y 
se está pidiendo que se compute también la prima por eficiencia. El artículo 320 tiene que ver con el 
programa de formación y capacitación. De hecho, ahí nos jugamos la calidad del Servicio Exterior en los 
próximos años. Iniciamos un proceso a largo plazo, con una visión estratégica y con la idea de que nuestros 
funcionarios no pierdan actualización, idoneidad académica, ni idoneidad en la formación para su gestión. Es 
un elemento sustancial de nuestro proyecto. 


SEÑOR GANDINI.- Nos fueron repartidos unos artículos nuevos, que supongo habrá traído el 
Ministerio. Uno de ellos no sé si está incluido -no debe estarlo, por algo lo presentaron-, pero por lo 
menos parece ser complementario. Quizás podríamos tratarlo ya, porque tiene que ver con la 
formación académica del escalafón "A" Técnico Profesional. Solicitaría abordar este nuevo texto 
propuesto y ver si es un inciso del que estamos tratando. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- La idea es que esa propuesta sea 
incorporada a este artículo. Cuando hablamos del Instituto Artigas del Servicio Exterior nos estamos 
refiriendo siempre a la formación de Servicio Exterior. Queremos que ese concepto sea más amplio y 
comprenda a otros escalafones del Ministerio, empezando por el Técnico Profesional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, esta propuesta, que dice: "Los funcionarios integrantes del 
escalafón 'A' Técnico Profesional del Ministerio de Relaciones Exteriores recibirán formación 
académica de su especialidad con el propósito de la mejora del servicio. A tales efectos el Instituto 
Artigas del Servicio Exterior del Ministerio de Relaciones Exteriores tendrá a su cargo la 


programación, organización y puesta en marcha de cursos o seminarios de especialización", iría a 
continuación del artículo 320. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Perfectamente podría ser un segundo inciso 
del mismo artículo 320. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 321, que no nos había llegado, por omisión del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este artículo refiere fundamentalmente a la 
regularización de carreras de los funcionarios Manuel Vieira, Nelson Chabén, Jorge Collazo y Omar 
Mesa. Se trata de recursos que perdió el Ministerio contra concursos anteriores. Obviamente, estos 
funcionarios siguieron ascendiendo y diez años después les llega la noticia de que el Ministerio pierde el 
recurso en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Por lo tanto, en aplicación de esta ley se crean 
los cargos a estos funcionarios para regularizar su situación funcional. Son funcionarios de carrera del 
Servicio Exterior. 


SEÑOR GANDINI.- En todo caso, habría que sacar del texto del artículo el costo final, que supongo es 
una información y no parte del artículo, aunque sí lo parece. Lo mismo con respecto a su título. Más 
allá de esto, no tengo más remedio que señalar -después la Comisión verá- que la creación de cargos 
requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Constitucionalmente, el Poder Ejecutivo tuvo plazo hasta el 31 
de agosto, y no envió este proyecto. Puede optar por el recurso, previsto constitucionalmente, del 
Mensaje complementario, que podrá usar en la Cámara de Diputados o durante los primeros treinta 
días de tratamiento en la Cámara de Senadores. Si bien otros artículos que el Poder Ejecutivo envía 
después de haber iniciado el tratamiento del Presupuesto pueden tomar estado parlamentario, esto no 
es posible en aquellos casos con respecto a los cuales específicamente la Constitución de la República 
establece que son de iniciativa privativa del Poder Ejecutivo, y el plazo venció el 31 de agosto. 


La Comisión luego considerará este tema, pero no quería dejar de marcar una situación de esta naturaleza. 


SEÑOR ASTI.- Simplemente, atendiendo la particularidad de que fue el propio Ministerio de 
Economía y Finanzas el que envió esto y que seguramente la bancada de Gobierno lo va a considerar, 
vamos a proponer que sea un "Facúltase al Inciso 06, Ministerio de Relaciones Exteriores" para la 
creación de estos cargos. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Esa podría ser una solución, pero la 
creación de estos cargos está facultada legislativamente. El artículo 21 de la Ley_N” 16.736 prevé la 
creación de estos cargos en estas situaciones. Por eso se hace esta propuesta, sin perjuicio del problema 
que se generó en función de la omisión del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR GANDINLI.- Quiero señalar al señor Ministro que tenemos la mejor buena voluntad para 
resolver esta situación, pero debemos marcarla, porque hay otras situaciones a consideración de la 
Comisión. Vamos a analizar este caso con la mejor buena voluntad; hay disposición para que esto se 
resuelva, así que vamos a encontrar una solución, pero tampoco queremos generar antecedentes que 
nos lleven a otras situaciones. No somos partidarios del "Facúltase' porque nos ha traído algunas 
dificultades. Delegar atribuciones no es posible cuando la Constitución atribuye determinadas 
funciones al Parlamento. Este sería uno de esos casos, salvo que, como dice el señor Ministro, haya una 
disposición legal que comprenda esta situación. Reitero que lo estudiaremos con la mejor buena 
voluntad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión considerará este asunto en su momento. 


Tengo entendido -habrá que confirmarlo en su oportunidad- que estas partidas ya están incluidas en los 
planillados; lo que faltó fue el texto. 


En discusión el artículo 322. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Se trata de la salida de los funcionarios 
administrativos al exterior, de acuerdo con las necesidades básicas del Servicio, de las cuarenta y siete 
misiones más los Consulados Generales que tenemos en el exterior. Definitivamente, estamos subiendo 
el número de funcionarios administrativos que pueden salir, de quince a veinte. 


SEÑOR ABDALA.- En el mismo sentido de lo que planteaba el señor Diputado Gandini 
anteriormente, la segunda propuesta referida al escalafón "A", del personal Técnico Profesional, 
habilitando a cumplir tareas de asesoramiento técnico en el exterior -nosotros compartimos esa 
solución-, en función del desarrollo conceptual del Presupuesto, presumo que se puede intercalar en 
este artículo. Hago la consulta en tal sentido. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Sí, perfectamente podría serlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito al señor Diputado Abdala que reitere su propuesta. 


SEÑOR ABDALA.- Estaba consultando si esta es la instancia presupuestal y jurídica correcta, en el 
Inciso 06, de intercalar la segunda propuesta referida al escalafón "A" que el Ministerio acaba de traer 
y que tiene que ver con la posibilidad de habilitar a los funcionarios de dicho escalafón a cumplir 
tareas de asesoramiento técnico en el exterior, propuesta que nosotros compartimos. La pregunta es si 
este es el lugar específico en que debería ir, dentro del Inciso, es decir, a continuación del artículo 322, 
que refiere a la salida de los funcionarios administrativos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que el señor Ministro dio su asentimiento. Sería el artículo 322 a), luego 
lo numeraríamos. 


En discusión el artículo 323. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- En el artículo 323 se incrementa el Fondo de 
Actividades Culturales en el exterior en $ 2:944.950. Es absolutamente necesario. El Ministerio ha 
estado muy involucrado en la promoción de actividades culturales en el exterior. Creo que esto nos da 
un desahogo muy grande, nos permite atender no solamente los grandes casos de promoción cultural, 
sino aquellos puntuales que no necesitan tantos recursos pero que también son importantes para la 
promoción de estas actividades. Esto es fundamental para nosotros, así como también otras medidas 
que vamos a tomar de forma interinstitucional, en procura aunar los fondos del Ministerio de Turismo 
y Deporte y del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 324. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 324 refiere concretamente al 
concurso de ingreso al Servicio Exterior como Secretario de Tercera y se mantienen los requisitos 
anteriores. Simplemente, aquí incorporamos no solo los títulos previstos de Licenciado en Relaciones 
Internacionales, economista o abogado, sino otras carreras universitarias, que creo podrían ser muy 
importantes para los niveles de especialización en el Ministerio en el futuro. Me estoy refiriendo, por 
ejemplo, a áreas de agricultura, de veterinaria, de ciencia y tecnología. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 325. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 325 es de procedimiento y refiere 
a la venta de los bienes muebles que se desafecten para la compra de nuevos bienes muebles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 326. 
SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 326 trata de resolver algunos 


temas de presión en el área financiero contable, y se evalúa la rendición de cuentas de los gastos 
relacionados con la mudanza. Estamos creando un sistema que ya existe en otros países -en Argentina, 


en Chile-, por el cual se calcula el sueldo por un coeficiente determinado y se abona esa cifra al 
funcionario para su traslado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 327. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 327 establece la misma situación, 
es complementario del anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muy bien. 
En discusión el artículo 328. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 328 trata de las actividades 
relacionadas con la promoción de la candidatura de Uruguay al Consejo de Seguridad. Esta 
candidatura implica un esfuerzo especial del país para buscar apoyo a los efectos de tener esa 
participación en el Consejo de Seguridad para el período 2016-2017. 


SEÑOR ABDALA.- Por supuesto que nadie duda de la importancia de Estado que representaría 
alcanzar el objetivo contenido en este artículo. Simplemente, a modo de ilustración, pediría al señor 
Ministro que nos describa de forma muy somera en qué consisten esas actividades vinculadas con esta 
promoción, qué tareas concretas o materiales traducen lo que aquí se propone. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Se trata fundamentalmente de misiones 
especiales para buscar apoyos de grupos regionales o de países, concretamente, así como el 
fortalecimiento de capacidades dentro del Ministerio para atender los temas del Consejo de Seguridad. 


Definitivamente, el Consejo de Seguridad va a insumir un esfuerzo muy especial en cuanto a conocimiento 
técnico y a profundidad en el manejo de las relaciones internacionales, pero en el esquema actual no existen 
los recursos suficientes para eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 329. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 329 establece partidas para 
eventos protocolares especiales. El Ministerio de Relaciones Exteriores, obviamente, es el responsable 
de atender las conferencias internacionales que se organizan en el país. Este año ya hemos tenido 
varias; próximamente tendremos la Conferencia Mundial Antitabaco, y previstas para los años 
siguientes tenemos conferencias mundiales en materia medioambiental, en temas de seguridad, en 
temas de Naciones Unidas, desarme, etcétera, lo cual hace que en vez de estar pidiendo puntualmente 
dinero al Ministerio de Economía y Finanzas pidamos una partida global que permita soluciones más 
generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 330. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 330 está referido también a la 
prima por eficiencia. Trata de los cargos para abonar la prima por eficiencia relacionada con su 
imputación a la jubilación, como señalé en un artículo anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 331. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 331 se refiere a la creación de la 
Comisión Interministerial para Asuntos de Comercio Exterior, que tiene el cometido de coordinar las 
diferentes acciones del país en temas de inserción comercial internacional, negociación internacional, 
promoción comercial y captación de inversiones. Creo que es el mecanismo interinstitucional más 
importante que tiene el país en el contexto del Gabinete Productivo y se refiere concretamente a su 
integración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 332. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- El artículo 332 se refiere a que la CIACEX 
será la que en el futuro se comunicará con el Poder Ejecutivo en los temas del Instituto Uruguay XXI. 


SEÑOR GANDINL.- ¿Esta es una Comisión nueva? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Es una creación legal ahora, pero ya había 
sido creada por decreto en el año 2006. 


SEÑOR GANDINI.- Quisiera saber si esto sustituye, coordina, complementa con el Instituto Uruguay 
XXI, porque de aquí se desprende que hay tareas muy similares. ¿Es otro organismo más? ¿Es 
complementario de ese? ¿Cómo funcionan ambos? 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Es una instancia de coordinación porque 
estos Ministerios ya integran el Directorio del Instituto Uruguay XXI. Simplemente, los temas del 
Instituto Uruguay XXI, en vez de ser referidos al Ministro de Relaciones Exteriores como Presidente 
del Instituto son coordinados en un ámbito más amplio y que comprende a otros Ministerios, 
concretamente, los Ministerios sectoriales y el de Economía y Finanzas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 333. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES. El artículo 333 refiere al Consejo de 
Dirección del Instituto Uruguay XXI, y a los representantes de los Ministerios que lo integran. Aquí se 
da una particularidad y es que en el Directorio del Instituto Uruguay XXI, por ejemplo, tenían voz 
pero no voto los Ministerios sectoriales. Este el tema que queremos resolver a través de este artículo. Se 
daba la paradoja de que, por ejemplo, la ARU tenía voto, pero no lo tenía el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, o que la Cámara de Industria tenía voto, pero no así el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. Entonces, simplemente se trata de una tarea que apunta a hacer más prolijo el 
trabajo institucional. 


SEÑOR ABDALA.- Entiendo el sentido de lo que acaba de expresar el señor Ministro en cuanto a 
contemplar la presencia institucional de las Secretarías de Estado que se incorporan, en la medida en 
que de eso se trata la reformulación o concepción de esta Comisión que se crea. Pero se reformula 
también la participación del sector privado y en ese sentido advertiría -por lo menos prima facie- 
algunas dificultades a la hora de designar la representación respectiva. Se incorpora a los trabajadores, 
a las cooperativas, a las pequeñas y medianas empresas y se mantienen también las delegaciones 
previstas en la redacción anterior, es decir comercio, industria, agro y servicios, que parecería claro son 
los candidatos naturales, en una labor que se supone es de promoción del comercio exterior; estarán 
representados en este ámbito. Va a ser difícil para el Poder Ejecutivo contemplar a todos estos 
colectivos con cuatro posiciones, salvo alternándolos, y no sé cómo tiene pensado hacerlo. Además, en 
otros ámbitos de este Parlamento hemos comprobado que las Cámaras empresariales hoy exhiben una 
gran diversificación desde el punto de vista institucional, no como en otros tiempos en los que había 
una institucionalidad que en algún sentido representaba a todo el sector privado. Me parece que eso 
agrega una dificultad adicional teniendo en cuenta, además, que parece claro que industria, comercio, 
agro y servicios son los sectores que uno entendería que deberían estar representados en forma 
permanente y activa en la Comisión. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Nosotros compartimos lo expresado por el 
señor Diputado Abdala. Estimamos que sería suficiente con el funcionamiento de Uruguay XXI -esto 
no lo hemos alterado-, que prevé titulares y alternos en esta representación del sector privado. Son 
ocho representantes en la cuenta final del sector privado, por lo que alcanzaría bien, pero tampoco nos 
oponemos a que esto se amplíe. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a referirnos al último artículo que es el 334. 


SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES.- Este artículo también apunta a hacer más 
interinstitucional la designación del Director Ejecutivo de Uruguay XXI, permitiendo que tenga una 
instancia de coordinación en el ámbito que integran los Ministerios sectoriales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la visita al señor Ministro y a toda la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación del Ministerio de Relaciones Exteriores) (Ingresan a Sala el señor Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca y asesores) 


———Continúa la sesión. 


(Es la hora 17 y 12) 


La Comisión de Presupuestos da la bienvenida al ingeniero agrónomo Tabaré Aguerre, Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, al ingeniero agrónomo Daniel Garín, Subsecretario de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, al doctor Alberto Castelar, Director General de Secretaría, al ingeniero agrónomo 
Inocencio Bertoni, a la ingeniera agrónoma Marina Hill, al doctor Francisco Muzio, a la doctora 
Cecilia Riera, a la contadora Nancy Tesoro, a la contadora Alejandra Musacchio, a la ingeniera 
agrónoma Jacqueline Gómez, al contador Raúl Assandri y al doctor José Olascoaga. 


En una primera etapa, el señor Ministro va a hacer una exposición y luego pasaremos al articulado. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Esta ocasión de discutir el 
Presupuesto nos parece una buena oportunidad para hacer una puesta a punto general de las 
características estructurales y coyunturales del sector agropecuario y también para hacer una 
descripción, somera por cierto, de las actividades que, histórica y actualmente, lleva adelante el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. A su vez, en función de las características y de nuestra 
visión de cuáles son los problemas a resolver, diremos cuáles son las propuestas en materia de políticas 
públicas agropecuarias hacia el futuro, que dan sustento y relación de causalidad a algunas de las 
propuestas que ustedes, como legisladores, tendrán que discutir de cara al Presupuesto. 


El título de la presentación es: "La dinámica estructural agropecuaria y agroindustrial. Oportunidades y 
desafíos". 


Nos gusta hablar de agroindustrial porque, en realidad, en casi todos nuestros rubros productivos el concepto 
de cadena de valor, de cadena de suministro, en algunas más desarrolladas y en otras menos, nos parece el 
desafío impostergable para un país agropecuario moderno e insertado en el mundo. 


Voy a hacer un poco de historia: del estancamiento a la dinámica estructural más reciente. 


En la primera gráfica pueden ver la evolución de la superficie agrícola: de 600.000 hectáreas a 1:800.000 
hectáreas en la actualidad; una producción de granos de 1:000.000 de toneladas en la década del ochenta a 
casi 5:500.000 o 6:000.000 de toneladas en la actualidad; un rendimiento promedio de 1.500 o 1.600 kilos a 
3.500 kilos; una producción de carne, en toneladas exportadas, que estuvo estacionada por décadas entre 
600.000 y 800.000 toneladas y que de 2002 a la fecha llegó a 1:200.000. La flecha para abajo en la punta 
obedece a la sequía de 2008-2009. Los números actualizados suben nuevamente y superamos las 1:200.000 
toneladas. El cuadro amarillo es el indicador de kilos de carne por hectárea. Estuvimos históricamente en el 
eje de los 70 kilos de carne por hectárea a excepción del año noventa cuando sufrimos las consecuencias de 
la seca de 1988-1989, y de nuevo, de 2002 a la fecha estamos en más de 90 kilos. Si corregimos esa caída 
que hay por efecto de la sequía, seguramente, este año estaremos llegando a los 100 kilos de carne por 
hectárea. 


Esa es la explicación por la cual, a pesar de tener menos hectáreas en ganadería, producimos más, porque lo 
que ha habido es un aumento importante en términos de productividad. 


La misma tendencia existe en la producción de leche. En la gráfica se pueden apreciar los valores de remisión 
de leche a planta. En 1990 teníamos 800.000 litros diarios y hoy estamos casi en 1:600.000. Abajo 


corresponde a la evolución de la productividad. En la década del noventa estábamos en 1.000 litros de leche 
por hectárea; hoy estamos en 2.300 o 2.400 y es uno de los rubros donde tenemos un potencial magnífico 
para desarrollar. 


En materia forestal, se pueden ver los suelos definidos de prioridad forestal por la ley de 1987. En épocas en 
las que se empieza a manejar frecuentemente el concepto de ordenamiento territorial, es bueno recordar que 
el mejor ejemplo que Uruguay tiene en esta materia es la ley forestal. 


La forestación, que fue y es muy discutida en muchos aspectos, tuvo desde el principio una ley que estableció 
cierto ordenamiento territorial en base a los niveles de productividad de los suelos. Eso hoy nos lleva a tener 
970.000 hectáreas de bosques plantados, 750.000 hectáreas de bosques naturales, a ser uno de los países más 
forestados de América Latina y a tener un balance negativo en términos de emisión de anhídrido carbónico, 
precisamente por tener un millón de hectáreas plantadas. Este es el lado bueno del tema. Hasta acá fue la 
descripción de algunos rubros que han tenido indicadores positivos, muy buenos, y que han tenido un 
impacto importante en el crecimiento económico del país. Hay más ejemplos pero tomé estas cadenas. 


Si vamos a la evolución del mercado de tierras, en el cuadro de arriba se puede observar, en columnas verdes, 
las superficies vendidas; en los años 2004, 2005 y 2006 fue del orden de 700.000 a 800.000 hectáreas 
vendidas por año y la línea amarilla corresponde al precio. Se puede apreciar que el precio promedio no para 
de subir. 


En el cuadro de abajo vemos que la curva más oscura corresponde al precio medio de la tierra y la curva 
celeste al PBI agropecuario. Se puede apreciar que históricamente fueron en paralelo, luego se empezaron a 
acercar las curvas y en estos últimos años el crecimiento del valor de la tierra es superior a la tendencia de 
crecimiento del valor de los productos que salen de la tierra. Esto nos explica por qué están pasando algunas 
cosas en términos de escala y de concentración, y nos obliga a pensar en los impactos que podría llegar a 
tener esta tendencia desde el punto de vista de los sistemas productivos y de los sistemas sociales en el agro 
Uruguayo. 


Voy a hacer referencia —simplemente como ejemplo- a la dualidad en sistemas de producción, sistemas 
agrícolas que se intensificaron conjuntamente con la ganadería versus sistemas de producción tradicionales o 
de la granja, también conocidos como hortifruticultura, que no han tenido el mismo dinamismo que el resto 
de los sectores. Esta es una descripción de la tendencia veloz por la cual estamos perdiendo productores en el 
área hortifrutícola, un sector que tiene poco excedente exportable y tiene un negocio con un mercado interno 
cuasi cautivo. 


Lo más importante, además de los recursos naturales, es que en Uruguay hay más de 52.000 productores, de 
los cuales 32.000 y fracción —63%- son productores familiares. ¿Qué son productores familiares por la 
definición del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca? Son productores de menos de 500 hectáreas de 
índice CONEAT 100, que ocupan dos o menos de dos empleados permanentes y que viven en el predio o a 
50 kilómetros. Esos productores corresponden a las dos terceras partes de la población de empresas rurales y 
ocupan algo así como el 15% de la superficie, 2:522.000 hectáreas, en tanto los medianos y grandes ocupan 
el 85% de la superficie explotable del país. 


Los rubros donde es más importante el ingreso proveniente de la agricultura familiar sobre el ingreso total, 
obviamente, son la horticultura y la fruticultura. El 52% de la horticultura está en manos de agricultores 
familiares, el 38% de la fruticultura también, como asimismo el 22% del ingreso de la producción de carne y 
lana del país. Es decir, de los 33.000 agricultores familiares que hay en Uruguay, 24.500 son ganaderos 
familiares, que tienen menos de 500 hectáreas. 


¿Cómo han evolucionado los sistemas productivos que tuvieron más dinamismo? La columna verde 
corresponde a explotaciones de más de 1.000 hectáreas. Se puede apreciar cómo desde el 2000 al 2008 es el 
segmento que más creció. El crecimiento de la agricultura en Uruguay ha estado asociado a un proceso de 
aumento de la escala, de tecnificación, de incorporación de tecnologías modernas, de tercerización de 
servicios, de incorporación de tecnologías de la información y de la comunicación, pero también de un 
proceso de concentración, cuya contracara ha sido la exclusión o expulsión de una parte de productores, 
sobre todo aquellos que padecen las asimetrías más importantes en términos de escala, de capital, de 
capacitación, de habilidad. 


Esto es importante, porque los sectores que ofrecen a Uruguay el mayor crecimiento potencial, sin duda, son 
los sectores de producción animal. A nuestro entender y según la gente que nos asesora y los estudios que se 
llevan adelante, tanto en el Ministerio como en organismos internacionales, los mercados de la carne y de la 
leche son en los que Uruguay prácticamente estará, hablando en términos futbolísticos, "jugando muy 
desmarcado", por lo menos en los próximos cinco años. Hoy en nuestro país existe abundante conocimiento 
científico y tecnológico como para encontrar una sinergia inteligente entre la producción agrícola y la 
ganadera. 


La línea azul que se observa en esta planilla corresponde a la producción de carne y la roja a la superficie 
dedicada a la producción de carne. Se puede apreciar cómo el área dedicada a la ganadería disminuye, pero la 
producción de carne no para de crecer. 


El coeficiente de extracción vacuno es el porcentaje de animales que se faena sobre el total de existencias y 
está en una tasa de crecimiento sostenido. 


¿Cuál es el desafío del Uruguay productor de carne? Tal vez dentro de cuatro o cinco años pasar a faenar 
3:000.000 de cabezas en vez de 2:000.000. Esto supone una extracción de 3:125.000 animales, un 25% de 
coeficiente de extracción, pasar de tener 200.000 en engorde intensivo a por lo menos 600.000 y un consumo 
de 325.000 granos para la producción de carne. Estamos diciendo que un quinto de los novillos que se faenan 
en nuestro país serán de producción intensiva, que otra parte serán producidos a campo y muchos de estos 
últimos tendrán fases de suplementación estratégica que mejorará el dinamismo del proceso productivo. Es 
una excelente oportunidad para que esos 24.000 ganaderos familiares puedan participar de esta modalidad. 


Uno de los grandes desafíos de la sociedad uruguaya, que deseamos encarar desde el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, es trabajar para generar mecanismos en términos de políticas públicas 
agropecuarias que permitan corregir aquellas asimetrías que han determinado procesos de concentración en 
otros rubros, y si no actuamos proactivamente -porque no se trata de prohibir, sino de generar sinergias- 
lograremos estos objetivos, pero concentrados en un menor número de empresas, de mayor escala, con un 
nivel de encadenamiento a lo largo de la cadena de carnes, que no permita que las buenas señales comerciales 
del mercado internacional lleguen a los primeros eslabones de la cadena. 


Estos son los grandes desafíos y los grandes problemas que tenemos hoy y que debemos encarar. No me 
quiero extender más en este punto. 


La siguiente presentación muestra en qué lugar se encuentra actualmente Uruguay en el mundo 
agroalimentario. Somos sextos en carne bovina, sextos en arroz, séptimos en soja, octavos en ovinos, pero si 
separamos la producción de carne ovina, somos terceros y segundos en producir "tops" de lana. 


Este proceso se ha dado en un período de apertura de la economía. Si sumamos las exportaciones más las 
importaciones estamos con un grado de apertura del orden del 60%, proceso que se intensificó desde el 2002 
o 2003. Esto fue asociado a un flujo de inversión extranjera directa fuerte, que explica 4% o 5% de inversión 
en el PBI y a la salida de un estancamiento histórico de baja inversión sobre el PBI. Hoy Uruguay ostenta 
19,5% de inversión sobre el PBI. Buena parte de esa inversión extranjera directa estuvo asociada al sector 
agropecuario y a las características del sistema productivo que ya planteé. 


Uruguay es cada vez más intensivo en el uso de recursos naturales. Si en 1985 hubiéramos analizado el 
porcentaje de nuestras exportaciones en rubros intensivos de recursos naturales, habríamos sabido que era del 
58%, en el 2007 fue del 77% y se está terminado un trabajo ahora que seguramente demostrará que estamos 
por encima del 80%. 


Esto es importante, porque veremos en detalle que uno de los aspectos más importante de nuestras políticas, 
que debe ser transversal a todas las políticas del Ministerio, tiene que ver con sustentabilidad en el uso de los 
recursos naturales. Nuestro modelo de crecimiento y de desarrollo no será sustentable en el largo plazo, si no 
hacemos un uso sustentable de los recursos naturales. 


En realidad, esto nos lleva a la siguiente pregunta: ¿qué es la competitividad? Históricamente, la 
competitividad la encaramos como una cuestión de producir y comercializar a costos más bajos que nuestros 
competidores, donde obviamente las variables clave eran los bajos salarios, el tipo de cambio, la presión 
tributaria o la buena dotación de recursos naturales de nuestro país. El Ministerio entiende que el concepto de 


competitividad debe apuntar a la construcción de nuevas capacidades en recursos humanos, en infraestructura 
y en tecnología, al aumento de la productividad y de capital humano y social, a la inversión en investigación 
y desarrollo, siempre manteniendo estabilidad en las reglas de juego. Modernamente lo que importa, además 
de la productividad, es la calidad y la diferenciación de productos. 


Además de la competitividad tenemos otra línea que tiene que ver con el concepto de integración social. Es 
decir, en un enfoque amplio de la competitividad debemos preguntarnos si un país sin integración social y sin 
un entramado rural estable es realmente competitivo. No existe competitividad genuina si el modelo no 
fomenta la integración; en todo caso, sería un modelo que fomentaría el crecimiento y nunca el desarrollo. 


Queremos referirnos a la capacitación de recursos humanos. Existe un trabajo muy bueno de una Matriz de 
Contabilidad Social, trabajo público-privado presentado hace dos meses, donde se analiza el sector 
agropecuario con el resto de la economía del Uruguay, y así vemos que en el sector agropecuario hay 7% de 
trabajo poco calificado, mientras que el resto de la economía tiene 13%; 15% de trabajo no calificado y el 
resto de la economía 7%, y en cuanto a remuneración de capitales el sector agropecuario remunera 37% y el 
resto de la economía 23%. La capacitación es clave para poder continuar creciendo, y también forma parte de 
algunas de nuestras políticas transversales. 


Otra característica del Uruguay agropecuario es que somos productores a la intemperie, a excepción de las 
cuatrocientas o quinientas hectáreas de tomates y morrones que tenemos en el norte. Esa es la variabilidad de 
nuestro clima. Lo que ven en pantalla como un electrocardiograma de un Ministro que come mal, es la 
variabilidad de nuestro período de lluvia en distintas localidades. En Uruguay no hay un año que sea igual al 
promedio de noventa años. En ningún mes ha llovido como el promedio de los últimos noventa años. Eso no 
existe. Lo que sí existe es esa variabilidad que, lamento decirles, es creciente, y está demostrado es uno de los 
impactos del cambio climático. Los que son de afuera saben que en Uruguay tuvimos una sequía grande en el 
año 1918, otra en 1942, otra en 1963 y una muy grande en 1988-1989. En una disertación que hice hace unos 
días en ADM presenté este tema. 


Todo lo que está en rojo en los mapas que aparecen en pantalla son zonas del país que están con déficit 
crónico de agua. Y pueden ver que en lugar de tener una sequía cada veinte años, en los últimos diez años 
tuvimos tres sequías importantes: la del 2000, la del 2005 y la del 2008-2009. Por lo tanto, la adaptación al 
cambio climático es otro eje estratégico de nuestras políticas. 


¿Cuáles son las prioridades estratégicas en las políticas públicas agropecuarias? Con ese marco introductorio 
de dónde estamos parados, de cuál es nuestra materia de trabajo, nosotros pensamos impulsar cinco líneas 
estratégicas que son transversales a las políticas del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y que son la 
columna vertebral de las políticas públicas a impulsar. 


La sustentabilidad en el uso de recursos naturales está debidamente explicitada. Estamos planteando un 
fortalecimiento importante de la Dirección de Recursos Naturales Renovables, la DRENARE, conocida 
antiguamente como Unidad de Suelos y Aguas. Para un país que históricamente tuvo una capacidad analítica, 
programática de control y de estudio, como era la Dirección de Suelos, no tenemos nada; hemos perdido lo 
que alguna vez fue un ejemplo en política y en materia de suelos, por lo menos a nivel continental. Estamos 
decididos a recrear esa capacidad porque todo nuestro crecimiento económico agropecuario está basado en un 
uso intensivo de recursos naturales, y no tener políticas públicas en esa materia sería estar condenándonos a 
un crecimiento económico efímero, solamente sostenible en términos de corto y mediano plazo y no 
sustentable y mantenible en términos de largo plazo. 


Una segunda línea estratégica es una política de inocuidad por toda la problemática del uso de productos 
químicos. La intensificación de los procesos productivos nos ha llevado a una utilización masiva de 
moléculas cada vez más modernas y efectivas, que no necesariamente es adecuada. Los que son o viven en el 
interior entienden perfectamente a lo que me estoy refiriendo. Diariamente enfrentamos problemas y 
denuncias, a veces fundadas y otras veces no; muchas veces se demoniza a los modelos de producción 
agrícola intensivos, cuando en realidad eso no ocurre. 


¿Cuál debe ser la respuesta pública? Debemos arrojar claridad, identificar los problemas, saber medirlos, 
responder rápido y tener una capacidad de respuesta y de propuesta. Además, tenemos el interesante desafío 
de transformar ese problema en una oportunidad de diferenciación comercial de nuestros rubros. Como todos 
saben bien, el 80% de la leche de nuestro país se exporta, así como el 95% del arroz, el 100% de la soja y el 


70% de la carne. En realidad, si apostamos a la calidad y a la diferenciación comercial de nuestros productos 
en los sectores o en los nichos de mercado que mejor pagan en el mundo, no tener una política muy intensa y 
muy constante en materia de inocuidad alimentaria sería una muy mala estrategia. 


Por otra parte, debemos preocuparnos de la inocuidad de los alimentos que se consumen en nuestro país y de 
la inocuidad que los procesos productivos tienen con el medio ambiente. Ahí hay una propuesta fuerte de 
reformulación, modernización y fortalecimiento de la Dirección General de Servicios Agrícolas. El 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene una potente Dirección de Servicios Ganaderos, que es el 
50% de la Cartera y el reflejo de un país que exportaba especialmente productos animales. Después de 
cuatrocientos años, si empezamos en Hernandarias, o de doscientos años, si empezamos con la Revolución 
Libertadora, recién hoy Uruguay exporta más productos vegetales que productos animales. Hoy tenemos más 
volumen y mayor facturación en los productos vegetales que en los productos animales, y debemos preparar 
nuestros recursos técnicos e institucionales para dar respuesta a esa realidad. 


La tercera línea estratégica es todo lo que tiene que ver con la adaptación al cambio climático. Hoy ya nadie 
discute el cambio climático y todos los modelos nos dicen que Uruguay camina hacia un proceso de 
tropicalización en el norte, con un aumento de las temperaturas mínimas nocturnas -es decir, va a hacer 
menos frío-, pero con un agravamiento en la frecuencia donde no hay lluvias. Es decir, vamos a tener más 
lluvias y más intensas, pero menor número de episodios a lo largo del año. En los sistemas productivos, ya 
sea animal o vegetal, sin riego suplementario, el agua que los cultivos forrajeros, cerealeros u oleaginosos 
tienen para utilizar es la que está almacenada en el perfil del suelo. Por lo tanto, si lo que tenemos por delante 
es un período de más días entre lluvia y lluvia, nuestros sistemas productivos están amenazados. Eso tiene 
que ver con la investigación científico-tecnológica, con el mejoramiento genético, con la biotecnología, con 
avanzar en riego, sobre todo en riego estratégico y suplementario, pero también con empezar a construir 
algún instrumento que nos permita ayudar a los sectores productivos a amortiguar los efectos negativos de un 
clima adverso. 


Esa es otra de las líneas que estamos trabajando: la construcción y el fortalecimiento de un Sistema Nacional 
de Información Agropecuario que nos permita relevar absolutamente toda la información de los distintos 
sistemas productivos y predios productivos para poner a la investigación científico-tecnológica, a desarrollar 
los modelos que nos permitan predecir los efectos adversos de determinados eventos climáticos negativos 
para llegar a tener algún día -ojalá podamos-, en algunos rubros, instrumentos de gestión de riesgo como 
pueden ser los seguros. La cuarta línea importante tiene que ver con el desarrollo rural. Históricamente, el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca cumplía funciones de control, de autorización, de fiscalización 
y de autoridad sanitaria competente. Es decir, la media res que se exportaba tenía un proceso de certificación, 
el contenedor que salía con arroz tenía una supervisión y un sello del Ministerio y se realizaban controles de 
todo tipo. Desde la Administración anterior, el Ministerio empezó a llevar adelante acciones en desarrollo, 
continuando, inclusive, algunos proyectos que venían de antes, que fueron el proyecto Uruguay Rural con 
financiamiento del programa FIDA, el Programa Ganadero con financiamiento del BID, y el Programa de 
Producción Responsable con financiamiento del Banco Mundial. 


La Dirección de Desarrollo Rural es una nueva Dirección que se institucionaliza y tiene como cometido 
llevar adelante una serie de políticas diferenciadas y direccionadas, sobre todo a ese tipo de agricultores 
familiares que veíamos en el primer cuadro; son las dos terceras partes de productores agropecuarios de este 
país. La lógica que se maneja es la de mejorar capacidades, ayudarlos en las inversiones productivas, ya sean 
de cursos de agua, riego estratégico, manejo de efluentes en tambos, manejo de campo natural, mejora de la 
calidad de vida, fortalecimiento institucional de las gremiales de productores, etcétera; es una larga lista. 


Esa es otra línea, transversal a las políticas del Ministerio, que apunta a corregir aquellas asimetrías -que 
pueden ser de escala, capital, tecnología, capacitación, localización geográfica, integración social, 
conocimiento- que pueden atentar contra la estabilidad de esos productores en los sistemas productivos. Y 
deberíamos, sobre todo en la producción ganadera, generar las condiciones para que esos productores puedan 
involucrarse y colgarse a cadenas de valor ya constituidas y competitivas, por cierto. En materia lechera, 
deberíamos hacer lo mismo. Y en materia granjera, deberíamos contribuir a que, por lo menos en algunos 
rubros de la granja nacional, este deje de ser un país de producción para el mercado interno para ser un país 
con algunos rubros de granja hacia el mercado externo. Claro está que la apertura hacia el mercado externo es 
una de las razones que dinamizó a las cadenas que hoy son reconocidas como exitosas. 


Entonces, están la apertura externa, inversión, tecnificación y crecimiento, como una gran oportunidad; la 
concentración y exclusión, como una amenaza, y políticas públicas orientadas al desarrollo rural para 
compensar los efectos adversos de un modelo de acumulación, sin perder los beneficios que ese modelo le 
puede dar a los pequeños productores. 


La quinta política que es transversal tiene que ver con todos los esfuerzos necesarios para articular la 
institucionalidad pública agropecuaria. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene un presupuesto 
que es menor a la suma de los presupuestos de los institutos públicos no estatales. Si sumamos los 
presupuestos del INIA, del INASE, del INAVI y del INALE, veremos que hay más dinero que en el 
presupuesto del Ministerio. Y está bien. Lo que no deberíamos hacer sería volver treinta años atrás. En algún 
momento se entendió que había funciones que era más eficiente que las desarrollaran institutos públicos no 
estatales en lugar del Poder Ejecutivo, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca o el Gobierno central. 
Lo que se busca es que las acciones de esos institutos estén orientadas y coordinadas con los mismos 
objetivos de las políticas públicas agropecuarias. En esa lógica es que estamos poniendo el máximo esfuerzo 
de articulación para que los programas de investigación del Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria 
tengan en cuenta algunas de estas líneas estratégicas; para que las políticas de transferencia de tecnología del 
Plan Agropecuario estén alineadas con los objetivos de capacitación y transferencia de tecnología para el 
sector ganadero; para que las políticas que lleva adelante el Instituto Nacional de Semillas estén de acuerdo 
con la lógica de un país agroexportador abierto al mundo, con el aprovechamiento de las tecnologías y, por 
ejemplo hablando de transgénicos, con un marco de bioseguridad que nos dé garantías a nosotros, como 
consumidores y habitantes, pero que además nos dé la posibilidad de exhibirlos en el mundo como un país 
que goza hoy del concepto de la coexistencia regulada de eventos transgénicos y eventos no transgénicos. 


Mañana viajará al Paraguay el Presidente del INIA y Presidente de la Comisión de Bioseguridad a ayudar a 
ese país, que está enfrentando un problema político y técnico muy grande con el tema de los transgénicos. El 
mes que viene recibiremos una demanda del Gobierno de México. Nos parece que hay mucho esfuerzo, 
mucho camino andado y, necesariamente, debemos articular los esfuerzos con el resto de la institucionalidad, 
y así lo estamos haciendo. 


Por último, un país abierto al mundo tiene que tener una actitud de inteligencia comercial en todos los 
jugadores del equipo y en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, también. Es decir, inteligencia 
comercial es que los productores de este país, del rubro que sean, puedan tener una oficina -como ya tienen, 
la Unidad de Asuntos Internacionales- donde establecer el contacto. Acceder a un mercado implica, antes que 
nada, habilitarlo desde el punto de vista sanitario, proceso que lleva tiempo. En el citrus, vamos en el año 
diecinueve y todavía no logramos el ingreso a Estados Unidos; estamos cerca, pero todavía no lo logramos. 
Tiene que haber alguien del otro lado del teléfono que reciba la posible futura demanda de quien va a tener 
que vender, para empezar a trabajar y abrir esos mercados desde el punto de vista sanitario. 


Ustedes verán que en algunos de los artículos se crean cargos. Está, por ejemplo, el cargo de Agregado 
Agrícola Itinerante; un Agregado Agrícola Vegetal y un Agregado Agrícola Animal. Cuando se está en el 
proceso de negociación de la apertura de un posible mercado, hay un período final en el que hay que estar en 
el lugar, momento en el que la Cancillería sola, Uruguay XXI solo o el Embajador solo no es suficiente 
porque es un tema específicamente técnico. Sería demasiado costoso tener Agregados Agrícolas en todos los 
posibles mercados que Uruguay tiene en el mundo -más de cien-, por lo que pensamos poner figuras ágiles en 
ese sentido. 


Entonces, sustentabilidad, inocuidad, inteligencia comercial, adaptación al cambio climático, desarrollo rural 
como un componente fundamental para transformarlo en una generación de oportunidades y articulación 
institucional, son los ejes transversales por los cuales va a transitar la construcción de las políticas públicas 
agropecuarias de este Ministerio en los próximos cinco años. 


Con esa introducción, que lo que pretende es dar elementos de reflexión más globales, sin restringirlos 
exclusivamente al articulado, queríamos empezar nuestra participación de hoy y estamos a las órdenes. 


SEÑOR BEROIS.- Damos la bienvenida al Ministro y a sus asesores. 


Fue muy interesante la exposición del Ministro, marcando las líneas de acción del Poder Ejecutivo en lo que 
respecta a la política agropecuaria, fundamental y clave del crecimiento económico del país; de eso no hay 


duda. Yo voy a hacer algunas puntualizaciones para que el señor Ministro se pueda extender en lo que a mi 
entender son líneas muy importantes del desarrollo agropecuario. 


El señor Ministro habló de 24.000 ganaderos familiares y de la cantidad de novillos que se iban a engordar en 
procesos intensivos, y expresó que la apuesta estaba en procurar que estos productores familiares se 
incorporen a estos procesos. Y esto es clave y fundamental, pero detrás de esto es necesario mucho dinero, 
porque estos procesos intensivos son buenos, pero los puede hacer aquel que tiene un respaldo económico. 


Las cadenas de los productores son muy importantes en estos procesos así como su nivel asociativo, que es 
otro de los problemas de nuestro sector agropecuario: no hay una conciencia asociativa en el productor rural. 
Eso no es de ahora, sino que toda la vida se ha venido intentando. Creo que la transferencia de 
conocimientos, la capacitación, ha incidido en la conciencia de lo buena que es la asociación, así como 
también dio otra visión de los resultados porque el productor ve resultados y se da cuenta. 


La primera pregunta para el señor Ministro es cuál sería la línea de acción para tratar de incorporar en los 
procesos intensivos a esta cantidad de productores, que es fundamental. 


Por otro lado, creo que la integración social es genuina, pero la competitividad del país está asociada a una 
cantidad de cosas que vienen atrás, como la política tributaria y, sobre todo, con la baja de los costos de 
producción por hectárea, ya que los costos actuales no lo hacen tan competitivo en la región. 


El otro gran problema de nuestro país son los déficit crónicos de agua, porque producimos a cielo abierto y 
esto tiene grandes riesgos. No sé si hay un estudio exacto de qué cantidad de agua se escurre en el país; este 
es un problema de larga data. Cuando entré a la Cámara de Diputados ya se trataba de estudiar; fue cuando 
estábamos viviendo el proceso de aquella seca enorme, por los años 1989 o 1990. Y estos son asuntos que se 
tratan cuando estamos teniendo el problema, pero después llueve y los dejamos de lado. Y si el productor no 
incorpora esta tecnología no es porque no sepa, sino porque los costos son enormes. Entonces, me parece que 
el Estado tiene que ser un motor muy importante en esto, y no me refiero solo a la financiación, sino a que 
para los pequeños productores puede ser un salto muy grande contar con elementos de riego, más allá de los 
seguros. 


A veces es bueno hacer una autocrítica en cuanto a las políticas de desarrollo del Ministerio; a mí no me 
pesan las mochilas que tengo como integrante de un Partido. Igualmente, en cuanto al desarrollo rural y 
productivo del país, si bien el Estado ha jugado un papel importante, me parece que el rol fundamental lo ha 
tenido la sociedad civil, esto es, las asociaciones de productores. Lo hemos visto en la extensión del ejemplo 
de CONAPROLE y las asociaciones de productores, que han sido un motor fundamental para el desarrollo 
agropecuario en este país. O sea que sigo sosteniendo que el Estado tiene que estar integrado, pero el gran 
desarrollo agropecuario en este país lo han hecho los productores porque les duele el bolsillo y porque saben 
de esto. No son burócratas que están sentados -con el respeto que tengo hacia esto-, sino que les duele el 
bolsillo y saben lo que cuesta producir un kilo de carne o un litro de leche. 


Estoy de acuerdo con el señor Ministro en que el presupuesto del Ministerio es menor que el de los 
programas institucionales, pero estos programas han ayudado, y mucho, a la extensión agropecuaria de este 
país. Lo que han hecho en el desarrollo del conocimiento del país es muy importante. Y nuestro gran desafío 
es el de compatibilizar los usos de los productos químicos, con los que sucede lo mismo que con los 
transgénicos: nos dan un desarrollo agrícola muy grande, pero deben ser compatibles con otras producciones. 
Me imagino que el señor Ministro tendrá una andanada de denuncias, sobre todo de productores apícolas, por 
lo que están sufriendo con esto. Hay que tratar de compensar y ver cuáles son los desafíos 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Cuando hablamos de los 24.000 
productores ganaderos familiares, la preocupación está, precisamente, en que tenemos que ser 
proactivos, inteligentes y organizativos para corregir las asimetrías de la escala. Y la escala es la escala: 
si el productor tiene 200 hectáreas en Arerunguá, en Salto, de Índice CONEAT 55, tiene eso, pero 
puede mejorar su posibilidad de producción, puede incorporar un suplemento estratégico, puede 
uniformizar la terminación de los terneros con otros productores como él y tener una mejor capacidad 
de negociación, puede incorporar el campo de recría, que fue exitoso en la lechería. ¿Por qué no 
podemos tener campos de recría para pequeños productores ganaderos en el basalto? Entonces, 
seguirá siendo un pequeño productor, pero estará utilizando herramientas, muchas de las cuales vienen 


de la mano de ayudas, de capacitación, de transferencia, de educación, de asociarse, que es el gran 
desafío, ya que tradicionalmente no tenemos una cultura asociativa. Esa es la razón por la cual la 
Dirección de Desarrollo Rural implementa, por ejemplo, los proyectos ganaderos. En el período 
anterior se realizaron 2.385 proyectos ganaderos en todos los departamentos del país, incluido 
Montevideo, donde se desarrollaron 7. Este fue un proyecto con financiamiento del Banco Mundial que 
apuntó, básicamente, al manejo reproductivo, a suplementación estratégica, a extensión y capacitación, 
a conformación de planes de negocios para tratar de involucrarse en una cadena de valor. Hace 
algunos meses se aprobaron veintiocho proyectos de producción de carne ovina para pequeños 
ganaderos. Se les brindó la posibilidad de incorporar algunas mejoras tecnológicas para que 
mejoraran los indicadores de comportamiento reproductivo, productivo, engorde y uniformización, y 
tuvieran más vinculación con el eslabón industrial de la cadena. 


En estos cinco años el proyecto ganadero ejecutó US$ 18:000.000 de asistencia, con endeudamiento BID; 
esto representó una tercera parte del monto total del proyecto. Los proyectos totalizaron US$ 54:000.000, de 
los cuales US$ 36:000.000 los pusieron los propios interesados y una tercera parte tuvo un componente de 
subsidio. 


Se llevaron adelante varias acciones. El señor Diputado se refirió al problema del agua. El PPR ejecutó 3.028 
proyectos, y más de 1.140 tuvieron que ver con el agua: molinos, bebederos o tajamares. 


La idea de la Dirección General de Desarrollo Rural para el próximo quinquenio -según lo que estamos 
negociando como endeudamiento externo, tanto con el BID como con el Banco Mundial- es hacer un poco 
más de lo que se hizo, pero no con tres proyectos separados, es decir, Uruguay Rural, por un lado, Proyecto 
Ganadero, por otro y PPR por otro. Nuestra intención es conjugar acciones de desarrollo para que al 
establecimiento llegue un agente de desarrollo que concentre las necesidades que existan. Y en esto jugamos 
asociados a la acción de las gremiales de productores. En este sentido, el señor Diputado dijo algo muy 
importante: buena parte de la extensión y de la capacitación en este país la han llevado adelante las 
asociaciones o grupos de productores. Entonces, la idea es potenciar eso. Nosotros no estamos pensando en 
tener un servicio de extensión pública que asesore a los productores, sino en potenciar aquellas estructuras 
que tienen la fortaleza de nacer de los intereses propios de los productores organizados. Muchas de las 
acciones que se realizaron en el Proyecto Uruguay Rural fueron de ayuda a que los productores se 
organizaran en grupos para llevar adelante algunas de estas medidas. 


¿Qué acciones se desarrollaron en este período y están propuestas para el próximo quinquenio? Por ejemplo, 
el manejo conservacionista de suelos; la compra de sembradoras de siembra directa para grupos de 
productores; el suministro y manejo de aguas; la construcción de pozos y tajamares; la instalación de 
molinos, tanques australianos y bebederos; el manejo del campo natural y el manejo de efluentes en piletas de 
depuración. Precisamente, hace unos días participamos en una jornada con unos pequeños tamberos de la 
zona de Cardona para analizar el sistema de manejo de los efluentes. Como sabemos, la bosta y la orina se 
concentran a la salida de la sala de ordeñe. Aplicando una tecnología neozelandesa, eso se bombea, se pone 
un aspersor y se reintegra al campo, con un reciclaje de nutrientes. Esto fue ejecutado con financiamiento 
PPR. 


Otras acciones llevadas adelante tienen que ver con el uso y el manejo racional de agroquímicos. Está claro 
que en este país el uso racional de los agroquímicos no se va a controlar con una inspección policíaca por la 
sencilla razón de que hay 3:000.000 de hectáreas en las que se están aplicando y debe haber varios miles de 
individuos que lo están haciendo. Entonces, tenemos que trabajar en la capacitación y en la prevención y, por 
supuesto, generar métodos modernos que permitan un sistema de autorización para las aplicaciones. Pero, 
reitero, no podemos correr este problema de atrás. El señor Diputado dijo que tengo reclamos de los 
apicultores; diría que más que reclamos tengo aguijonazos. Precisamente, el problema que están sufriendo los 
apicultores está asociado a un manejo inadecuado de los agroquímicos. 


Continúo enumerando otras acciones: asesoramiento técnico, revisación de toros; suplementación estratégica 
e implementación de sistemas productivos agrosilvopastoriles. La adaptación al cambio climático pasa por 
construir sombra. Nuestros abuelos lo hicieron hace cuarenta o cincuenta años, pero después en este país 
nadie plantó, salvo las grandes empresas que vinieron a hacer forestación. Y si no es así, que alguien que 
recorra la campaña me diga dónde vio un monte de sombra nuevo, hecho en los últimos veinte o treinta años. 


La construcción de montes de sombra para el ganado está entre los manejos de agrosilvopastoreo que se están 
llevando adelante. 


También se brindó apoyo a la comercialización y se hicieron planes de negocios y de industrialización de la 
materia prima. El otro día un Diputado me planteaba su inquietud porque en Rocha no hay una planta de 
faena de cerdos, a pesar de ser el departamento que tiene la mayor cantidad de estos animales. Es más: Rocha 
es el departamento que tiene más producción de cerdos vinculada a agricultores familiares. Ya estamos 
trabajando en ese sentido gracias a la visita que me hizo el señor Diputado Cardoso. Debemos estudiar dónde 
están los cerdos -además, tenemos la posibilidad de georreferenciarlos en el Sistema Nacional de 
Información Ganadera- y cuáles son las cadenas de valor que hay detrás de esta actividad en Rocha. Si en ese 
departamento hay una chacinería que hoy tiene que cargar los cerdos vivos para llevarlos a Minas porque en 
la zona no existe un matadero habilitado, y después llevarlos muertos al otro día para industrializar seis 
cerdos por día o por semana, tal vez tengamos que pensar en un plan de negocios para ayudar a que la 
Intendencia Municipal fomente la instalación de un matadero de cerdos en el departamento. No sé cuál es la 
solución, pero debemos corregir asimetrías. 


Por otra parte, el señor Diputado Berois se refería a la competitividad. Uno de los problemas que debemos 
asumir todos los que estamos vinculados a la producción agropecuaria es que en este país el valor de la tierra 
crece más rápido que el valor de los productos de la tierra. Esto se debe a que el Uruguay se ha transformado 
en un país de residencia de inversiones. A todos los que les sobre algún peso en Europa se les ocurre tener 
una "estancita" en Uruguay, y la pagan por lo que es nuestro país en cuanto a seguridad jurídica y a una 
cantidad de otros aspectos que no tienen que ver con la capacidad agropecuaria productiva de un predio, sino 
con el lugar en el que está ese predio. Esto, evidentemente, saca fuera del mercado a otros productores, como 
los arrendatarios, que tienen que competir con el valor de lo que producen. 


En este país hay 11.374 productores arrendatarios que ocupan 3:275.953 hectáreas y 8.956 ocupantes a 
cualquier título que ocupan 1:500.000 hectáreas. ¿Qué estamos diciendo? Que en este país casi un 40% de los 
productores son arrendatarios y ocupan casi un 23% de la superficie, y que el día que tienen que renovar el 
contrato deben enfrentarse a una competencia desleal. No compite producto contra producto, sino que 
compite producto contra valor inmobiliario, contra el refugio de inversión que alguien quiere hacer en un 
activo fundiario. Esos son los desafíos; ¡menudo desafío! ¿Qué podemos hacer desde el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca? Contribuir a que los que todavía están en carrera tengan alguno de estos 
apoyos. 


Con respecto al agua y al escurrimiento, debo decir que este país captura el 4,5% del escurrimiento anual; el 
95,5% restante se transforma en agua salada en el océano Atlántico. No podemos decir que todo eso se puede 
captar, ni afirmar que todos los problemas productivos del Uruguay se resuelven almacenando agua. Muchos 
se resuelven almacenando un poco más de agua, y otros, desarrollando tecnologías que nos permitan 
transformar sistemas productivos que hoy se hacen en secano, en sistemas productivos que se realizan en 
agricultura. He aquí un trabajo para los institutos de investigación. 


Otro problema importante es el de los productos químicos y el de los transgénicos. El problema de la soja no 
es que sea transgénica, sino que su transgénesis y su resistencia al herbicida glifosato hace que prácticamente 
ningún otro cultivo pueda competir con ella. Entonces, aparecen problemas de pérdida de biodiversidad en la 
microfauna y en la microflora nativa, que rompen el equilibrio ecológico natural. Por eso cada vez tenemos 
más problemas de plagas y entramos en el círculo vicioso de una aplicación casi continua de productos 
químicos. Esta es una asignatura para el ingeniero agrónomo Bertoni, Director General de Servicios 
Agrícolas. Estamos seguros de que en seis meses va a corregir el problema. 


(Hilaridad) 


La apuesta fuerte desde la Dirección General de Desarrollo Rural es a la capacitación y a la 
transformación de las habilidades de los productores y de los grupos de productores. Sin embargo, no 
planteamos hacerlo solo desde esa Dirección. El Instituto Plan Agropecuario, que desde hace muchos 
años tiene un presupuesto que lo está condenando a desaparecer, en este Mensaje recibe un 
presupuesto que, por primera vez en mucho tiempo, le va a permitir pagar los salarios sin tener que 
recurrir a sus fondos de reserva. 


¿Por qué proponemos esto? Porque nos parece estratégico disponer de los recursos humanos y técnicos que 
tiene el Instituto Plan Agropecuario distribuidos a lo largo de todo el territorio así como el respeto y la 
confianza que muchos productores le reconocen y lo vemos como un vehículo complementario para las 
acciones que queremos afrontar en materia de desarrollo rural. 


SEÑOR BEROJIS.- ¿El Ministerio tiene alguna proyección de la política para incentivar la cría en este 
país? Porque ese es uno de los problemas de desarrollo clave, sobre todo para los pequeños productores 
rurales. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El Uruguay tiene 
aproximadamente 4:050.000 vacas. Estuvimos años clavados en una productividad de 70 kilos de carne 
por hectárea y en un 65% a 68% de porcentaje de preñez. En los últimos años la productividad pasó de 
70 kilos a superar los 90 kilos. Creo que hoy debemos estar cerca de los 100 kilos y eso no se dio por 
aumento de los índices de preñez sino por una intensificación en los procesos posteriores. No aumentó 
el número de terneros, lo que aumentó fue la velocidad con que se transformaban en novillos. Pasamos 
de tener en el año 2004 el 80% de los novillos que se faenaban de boca llena, es decir de más de tres 
años de edad, de ocho dientes, a tener hoy menos del 20% de los novillos de esa edad. 


Se está faenando más joven y, por lo tanto, está aumentando el porcentaje de extracción porque es más 
eficiente el eslabón que más fácilmente se puede tecnificar. Es mucho más fácil suplementar estratégicamente 
en la recría que en la cría. Este es un país donde, históricamente, hasta el remate de pantalla de la semana 
pasada, una vaca gorda valía más que una vaca preñada; esa es la razón por la cual muchas veces la vaca se 
transformaba en una máquina de producir carne, todo lo que estaba fallado se faenaba; muchas veces se 
faenaba algún animal preñado porque, además, fisiológicamente, la vaca preñada engorda más fácil que la 
fallada. ¿Por qué cambió eso? Porque si un ternero vale US$ 2 no hay ningún abombado -con perdón de la 
expresión- que no sea capaz de darse cuenta de que más vale retener la vaca preñada que faenarla. Ese punto 
de inflexión en este país cambió. 


Creo que es auspicioso el momento para incentivar las tecnologías que nos lleven a un aumento de los índices 
de preñez. Acabamos de conseguir con el Ministerio de Economía y Finanzas recursos para hacer una 
extensión o un fortalecimiento del proyecto ganadero con financiamiento BID que ya no tenía más recursos y 
se lanzó la semana pasada un llamado para pequeños y medianos productores para realizar acciones 
vinculadas al desempeño reproductivo de los rodeos del próximo entore; tanto es así que se llama Plan 
Entore. 


Creo que más que poner plata, hay que trabajar en capacitación, en extensión y en difusión. Hoy es muy 
rentable la cría vacuna como para no poder explotar la brecha tecnológica que hay entre 70% de preñez y 
80% u 85%, que es lo que logran los rodeos más eficientes del mundo que se dedican a la producción de 
carne. 


Las políticas brindan apoyo a los pequeños productores de este tipo pero también propenden a una 
transferencia de tecnología, capacitación y extensión en el otro segmento de productores con la 
institucionalidad agropecuaria ampliada, el INIA, el Instituto Plan Agropecuario, el Ministerio y las 
gremiales de productores, trabajando en ese camino. 


SEÑOR OTEGUL.- Coincido plenamente con la exposición, el análisis y la evaluación y muchas de mis 
inquietudes ya fueron aclaradas. Sin embargo, quisiera saber cuál es la medida de mediano y pequeño 
productor y cuánto aumenta si, en lugar de pequeño, mediano y grande, solo ponemos pequeño y 
mediano. Digo esto porque tomando la definición en base a hectáreas CONEAT en las zonas que se 
manejaron -basalto, cristalino y superficial y alguna otra región-, evidentemente, hablar de un 
individuo con mil hectáreas en Arerunguá con 50 de índice CONEAT, significa hablar de 500 hectáreas 
en base 100. Me gustaría que se aclarara ese tema. 


Se ha hablado mucho de la producción de carne vacuna pero creo que, sin duda, las asociaciones estratégicas 
pasan porque hoy los frigoríficos ya hayan generado algunas asociaciones de ese tipo interviniendo desde la 
cría hasta el feedlot, algunos con feedlot propio y otros con feedlot acordados. 


Sin duda, el tema de la cría y el aumento estratégico en el porcentaje de parición o de preñez es importante, 
pero no me quedó claro el tema de los ovinos. Para el pequeño productor, sobre todo de basalto y cristalino 
superficial, el rubro ovino no resulta económicamente despreciable pero ha tenido un retroceso importante a 
nivel país y, como se decía, hoy en esa línea también hay una demanda en los mercados mundiales. 


Hoy se da que la vaca preñada vale más que la vaca gorda, en función del precio de ternero por una situación 
de mercado, pero hasta que esa situación no se dio, la ley del artillero era que la vaca gorda valía más y a la 
vaca fallada había que quemarla para obtener el recurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay preguntas muy interesantes pero estamos en la Comisión de 
Presupuestos integrada con Hacienda y quizás serían más adecuadas para la de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. No obstante, no tenemos ningún apuro; simplemente, observo lo que está 
pasando. 


SEÑOR OTEGUI.- Reitero que mis preguntas tienen que ver con la medición de pequeño y mediano 
productor y con el tema de la carne ovina, que no lo he notado en el planteo del señor Ministro, pese a 
que la economía ovina en el pequeño productor rural familiar puede ser un pilar de desarrollo y 
fortalecimiento para que se quede en su predio. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Que no lo hayamos presentado 
no quiere decir que no lo tengamos presente. Lo razono de la siguiente manera. ¿Cuál es la 
herramienta tecnológica y metodológica que le permite a un productor de baja capacitación 
transformar su mano de obra ociosa en valor agregado? Estamos hablando de un productor pequeño 
que vive en el campo y que le falta tierra. No hay dudas de que hoy el ovino es el rubro estratégico. 
Quien está más cerca de lograr un manejo reproductivo eficiente de una majada, en un rubro en el que 
hay una limitante importante para que se desarrolle otro tipo de empresas, porque hay problemas de 
gente disponible, de mano de obra, de abigeato y de jabalíes, es el productor familiar con un predio de 
las características que menciona el señor Diputado. 


Lo tenemos presente. Por eso mencioné que en el último Plan Ovino se aprobaron 28 planes y está previsto 
que sea uno de los rubros estratégicos. 


Con respecto al tamaño, la definición del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca establece 500 
hectáreas de Indice CONEAT 100, con las características que mencioné: menos de dos empleados. Sin 
embargo, en el llamado realizado la semana pasada se estableció para productores con hasta 1.250 hectáreas. 


SEÑOR OTEGUI.- ¿Cuántos son? 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- En estos momentos no tengo el 
número, pero doy una aproximación. Si tengo 24.000 productores con menos de 500 hectáreas 
ocupando una superficie aproximada de un millón y medio de hectáreas, cuando paso de 500 hectáreas 
a 1.250 hectáreas, aumento no más de 700.000 hectáreas u 800.000 en el total. 


La importancia de elevar el tope a 1.250 hectáreas es que normalmente la herramienta de comunicación y 
transformación que nos estamos imaginando es la actividad de los grupos. Cuando usted tiene un grupo en 
una región, de pronto hay tres productores con menos de 500 hectáreas, tres con 650 hectáreas y cuatro 
productores con 900 hectáreas, que tienen problemáticas muy similares. Tener instrumentos para uno y no 
para el vecino, nos parece que es algo ineficiente desde el punto de vista de las políticas globales. Lo que 
probablemente tengamos sean componentes de tasas de subsidio o de transferencia económica diferentes en 
función del tamaño, pero no en materia de comunicación y de transferencia tecnológica. 


Esa es la razón por la cual en este llamado sobre el proyecto ganadero acabamos de incorporar la 
especificación de hasta 1.250 hectáreas, saliendo de lo que había sido clásico hasta ahora, es decir, 500 
hectáreas. 


Tampoco me extendí demasiado en la leche. De la misma manera que el ovino es un rubro estratégico, el 
rubro estrella estratégico para el desarrollo agropecuario de Uruguay es la leche, por varias razones que me 


deben haber escuchado mencionar y voy a reiterar una vez más. Los productores que se ubican en el percentil 
superior están en 9.000 o 10.000 litros de leche por hectárea, y la media nacional es de 2.400 litros. Por cada 
1.000 hectáreas dedicadas a la lechería se generan 18 puestos de trabajo estables en el medio rural. La 
lechería está integrada muy bien, verticalmente, desde el punto de vista agroindustrial porque tiene inserción 
internacional y porque la lechería lleva las mejores condiciones de vida a la campaña porque implica 
electrificación -si bien falta algo de electrificación, mucha la llevó la lechería-, caminería, educación y otros 
aspectos. 


Este es otro de los rubros que pensamos fortalecer con algunas políticas que permitan corregir las asimetrías 
de escala, tratando de que los predios lecheros sean exclusivamente para vacas en ordeñe. Los campos de 
recría y los bancos forrajeros son algunos de los planes de negocios previstos en estas políticos. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Lo importante de esta propuesta presupuestal es que apunta al desarrollo y 
sostenimiento de una política agropecuaria, que es fundamental para nuestro país, que casi siempre ha 
sido manejada como un eslogan y que pocas veces se ha concretado en políticas abarcativas para todos 
los sectores involucrados en la producción y para los nuevos desafíos que marcan estos tiempos. 


Es por eso que este proyecto de presupuesto destina recursos a la validación de muchos aspectos que habían 
sido bastante olvidados en este país -en parte lo mencionaba el señor Ministro- como la pérdida de recursos 
humanos, en cantidad y calidad, que hemos tenido en la institucionalidad pública. Hoy carecemos de recursos 
formados en temas que son desafíos importantes para el país, tal como se ha mencionado en la exposición del 
señor Ministro. 


Recomponer eso es fundamental para tener un país sustentable, seguir avanzando para que la producción 
agropecuaria no solo crezca sino que sea sustentable, fundamentalmente inclusiva, de forma tal que genere 
un derrame respecto al crecimiento. Quiero rescatar esto porque no es solo parte de las políticas que llevará 
adelante el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, sino la innovación que generan estas propuestas. 


Entre los materiales que ha acercado el Poder Ejecutivo tenemos la planificación y evaluación por diferentes 
líneas y programas de trabajo. Uno de estos programas es el fortalecimiento de la base productiva de bienes y 
servicios, en el que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tendrá un rol importante y en los que 
algunos de los objetivos pasarán por lo que señalaba el señor Ministro, es decir, desarrollar e implementar la 
mejora de la calidad e inocuidad de los alimentos de origen vegetal, crear condiciones para el crecimiento en 
la cantidad de bienes y servicios de las cadenas agroindustriales de origen agropecuario y pesquero. 


En el fortalecimiento de la base de bienes y servicios productivos no solo estará el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca sino también lo que impulsa el Ministerio de Industria, Energía y Minería respecto a la 
modernización del marco normativo para facilitar el acceso a la información que propicie la inversión 
productiva en el sector privado, asegurando la democratización de la información hacia la ciudadanía. 


Es decir que no solo la política pública es generar aparato estatal, sino las mejores condiciones para el 
desarrollo y la inversión productiva privada. 


Las cadenas de valores hacen parte de la propuesta productiva del gobierno -pasamos al Programa 322-, en la 
que el objetivo es desarrollar políticas activas de especialización productiva de cortes sectorial en cadenas de 
valor consideradas motores del crecimiento. ¿Qué Incisos contribuirán a esto? Los Ministerios de Defensa 
Nacional, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Industria, Energía y Minería y de Educación y Cultura. Es 
decir, se trata de una propuesta de política pública tendiente a utilizar la institucionalidad que el país tiene. 


Creo que por primera vez, en el marco de la discusión de un Presupuesto, esto se está dando y tenemos que 
rescatarlo porque es la forma de un país integral, es la visión de un país que se armoniza y en el que todos los 
recursos públicos estén al servicio de la sociedad. 


También tenemos el Programa 323, relativo a la cadena de valor generadora de empleo y desarrollo de la 
producción local. Uno de los programas que aquí se indican por parte del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca -concretamente la Dirección General de Desarrollo Rural- tiene que ver con el valor 
agregado bruto sectorial, cadena de valor generadora de empleo y desarrollo productivo local. Es decir, 
tenemos un enfoque integral en una propuesta que no es solamente dotar de recursos para tener más 


funcionarios, más vehículos, para decir que el Estado engorda. No; hay una política de implementar recursos 
para generar efectos realmente sustentables, innovadores, en los que la tecnología que se aplique no sea 
solamente la que incorporan los grandes inversionistas, sino que sea también el rescate del conocimiento y la 
cultura de nuestros productores. 


Inclusive, la controversia no es entre productores grandes y chicos; en cierto modo lo señalaba el señor 
Ministro y creo que es parte de la política de transformación que comenzó a cimentarse en el Ministerio 
durante la anterior Administración. La controversia la establecen los desafíos que, sin lugar a dudas, nos 
marcan las tendencias económicas en el mercado de la tierra, de los granos, de la carne. Pero acá el enfoque 
es el del desarrollo y la forma de encararlo es visualizar al productor familiar, no importa su tamaño; es la 
característica de ser un productor familiar, que tiene otros elementos además de la escala: su familia, su 
afinidad a vivir en el predio donde produce. Yo creo que eso es lo que tenemos que rescatar para impulsar las 
políticas de desarrollo que tiene como desafío el Ministerio, por medio de este proyecto de ley de 
Presupuesto. ¿Por qué tiene ese desafío? Porque está creando, a través de la norma, el Fondo de Desarrollo 
Rural. Creo que eso se consolida por primera vez en una propuesta en la que la institucionalidad pública va a 
trabajar fuertemente con la sociedad productiva. El señor Diputado Berois indicaba muy bien el rol que han 
tenido algunas cooperativas para impulsar el crecimiento y el desarrollo productivo del país, pero creo que si 
hacemos un balance de cómo se ha dinamizado el rol de las agremiaciones de los pequeños grupos de 
productores en los últimos cinco años, veremos que ha sido exponencial. Eso es fruto de una política 
encarada en ese sentido, a la que hay que seguir aportando y que hay que continuar potenciando. 


Nosotros no somos muy apegados a las evaluaciones, sobre todo si no tenemos indicadores objetivos con los 
que podamos medir el impacto de los proyectos, pero este país transitó, promediando la década de los 
noventa, por una inversión muy grande en generación de infraestructura de riego, que fue el proyecto 
PRENADER. Yo creo que si evaluamos el impacto social que ha tenido el Proyecto Producción Responsable 
en la campaña, comprobaremos que ha sido mucho más efectivo y de mucha más magnitud para el beneficio 
y la sustentabilidad de nuestra producción que los importantes recursos que también por endeudamiento 
externo destinó nuestro país, en su momento, para el desarrollo del PRENADER. ¿Quiere decir que lo que se 
hizo estuvo mal o que no debería haberse hecho? No; significa que la propuesta pasa por establecer -y es lo 
que tenemos que rescatar en el momento de definir el Presupuesto- dónde se ponen los centros de atención. 
Esos cinco centros de atención que expuso el señor Ministro son los que van a posibilitar la transformación 
necesaria para que este país no sea solamente productor de carne, granos y leche para exportar al mundo, sino 
que, a través de la actividad productiva, genere desarrollo y la gente pueda vivir mejor y en relación de 
sustentabilidad con sus recursos naturales. 


Queríamos rescatar este aspecto. Sin lugar a dudas, ha sido muy clara la exposición del señor Ministro y da 
elementos muy importantes, por lo menos a mi juicio, para ingresar ya a la consideración del articulado. 


SEÑOR PERRACHÓN.- Agradezco a los equipos del Poder Ejecutivo que han venido en el día de hoy, 
sobre todo a esta última delegación del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


En las primeras transparencias que mostró el señor Ministro aparecía algo así como que no hay desarrollo si 
no tenemos integración de la población rural. Los mapas sociológicos dan cuenta de que los departamentos 
de Artigas, Rivera, Tacuarembó y no recuerdo bien si Salto también, son los que tienen menor integración 
social de la población rural. O sea que hay muchísima población rural que vive con grandes carencias con 
relación a las posibilidades que ofrece en el siglo XXI en que vivimos. 


El señor Ministro expresó que iba a trabajar con las formas asociativas existentes, a fin de promover nuevas 
tecnologías para el aumento de la producción, etcétera, y que el Estado no debe hacer extensionismo. 
Entonces, ¿cómo organizo esas poblaciones rurales dispersas que aún no están integradas si el Estado no 
pone énfasis en ello? 


Yo conozco diversas formas asociativas, como cooperativas agrarias y sociedades de fomento, por haber 
colaborado con ellas y en ellas toda una vida, y sé que son más bien productivistas. O sea que lo que se usa 
menos es lo que está en el estatuto en el sentido de que hay que tener actividad social. Eso reza en los 
primeros capítulos de los estatutos de todas las cooperativas agrarias y sociedades de fomento: hay que tener 
actividad social. En realidad, después, los números de los balances nos aprietan y nos dedicamos más al 
productivismo y a la rentabilidad de la organización asociativa que a la actividad social. Entonces, yo me 


pregunto cómo integro a esas poblaciones dispersas si no lo hacen las organizaciones asociativas porque no 
tienen capacidad económica, ni tampoco el Estado. 


Sin embargo, la Ley de Presupuesto del quinquenio anterior, cuando crea la Dirección General de Desarrollo 
Rural, dice: " A) Asesorar al Ministro en la formación de planes y programas de desarrollo rural que atiendan 
en particular la situación de los sectores rurales más vulnerables, trabajadores rurales, desocupados y 
pequeños productores.- B) Ejecutar los planes y programas dirigidos a brindar la más amplia asistencia y 
apoyo a las familias rurales de los estratos de menores ingresos y coordinar las acciones tendientes a ello con 
otras instituciones públicas y/o privadas del sector agropecuario". 


Como el Presidente dijo hoy que estamos en la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda, y 
que debíamos tratar las políticas de los Ministerios que estén presentes, recuerdo lo que manifestó el equipo 
económico cuando estuvo aquí: el Presupuesto es la expresión financiera de las políticas del Gobierno para el 
quinquenio. Entonces, las políticas de cada Ministerio son parte del Presupuesto. Para proceder de acuerdo 
con lo manifestado por el Presidente de esta Comisión integrada, voy a hacer una pregunta de números. 
¿Cuál es la diferencia real en pesos entre el anterior quinquenio y este en la Dirección de Desarrollo Rural? 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Si no me equivoco, señor 
Diputado Perrachón, cuando dije que no se trata de que la extensión la haga el Estado, no estaba 
planteando que no hiciera nada, sino que se apoyara en la institucionalidad agropecuaria existente, que 
es privada, ya sea la Asociación Rural del Uruguay, la Liga de Trabajo de Gomensoro o la Sociedad 
Agropecuaria Basalto Ruta 31 de productores de ciento cincuenta hectáreas cada uno. Son 
instituciones que existen y que debemos entender como canales que pueden servir para tratar de 
levantar esas restricciones que planteamos. ¿Qué es lo que pasa con los que no están organizados? 
Tenemos que hacer más de lo que ya se hizo. En el Período anterior se consolidaron más de novecientos 
grupos de productores, involucrando una cantidad de miles de pequeños productores que no estaban 
organizados y a través de las acciones que desde la Dirección de Desarrollo Rural -en ese entonces, 
Programa Uruguay Rural- se hicieron para fortalecer la organización de los productores. La idea era 
que una vez que esos productores estuvieran organizados se pudiera llegar con la transferencia de 
tecnología, con el cambio tecnológico, con la asistencia técnica, con el subsidio, con el instrumento que 
sea necesario. 


A la vez se trabajó con ciento setenta y cinco organizaciones de productores que ya existían. El marco de 
trabajo de estas acciones fueron las treinta y ocho Mesas de Desarrollo Rural que también se constituyeron a 
lo largo del Período anterior. 


¿Qué diferencia hay entre el Período anterior y el actual? Que nosotros vamos a actuar con una lógica de 
desarrollo que apunta a concentrar los esfuerzos que en el Período anterior estuvieron divididos en tres 
proyectos diferentes. Por poner un ejemplo sencillo, a un determinado establecimiento llegaba una línea de 
ayuda, de asistencia, o de fortalecimiento, que respondía a un programa de endeudamiento Banco Mundial, 
que era el PPR, para hacerle el molino y el tajamar. Y seis meses después ese productor participaba en un 
plan de negocios llevado adelante por el Proyecto Ganadero. Pero además pertenecía a una institución 
gremial o a un posible grupo de productores que era fortalecido por el proyecto Uruguay Rural. De manera 
que con tres acciones complementarias, no necesariamente coordinadas entre sí, haciendo un uso de recursos 
que tal vez no fuera el más eficiente, se llegaba al productor por tres caminos diferentes. La idea es tener una 
propuesta integral de desarrollo que utilice el fortalecimiento de los grupos de productores para llevar 
adelante aquellas acciones que tengan que ver con manejo de recursos naturales, con mejora de las 
capacidades, con construcción de infraestructura o con mejora de la transferencia tecnológica, pero a través 
de esas instituciones. 


Si se entendió así, es una equivocación. No estamos planteando que el Estado tiene que dejar que la 
transferencia tecnológica o la corrección de asimetrías la haga el sector privado, sea o no cooperativo. No 
estamos diciendo eso. Estamos diciendo que sería poco eficiente intentar construir un programa de 
transferencia y asistencia técnica estatal que fuera competitivo o superpuesto a lo que ya existe, porque desde 
que el Estado se retiró hubo mucho que, en forma productivista o no -porque no todo es productivista-, se fue 
constituyendo para generar esas acciones. Aquellos que no tuvieron capacidad de organización, que no 
tuvieron capacidad logística ni escala, a quienes los números no les daban para generar esos mecanismos o 
que estaban regionalmente demasiado dispersos como para organizarse, fueron los últimos orejones del tarro. 


Hacia allí deben apuntar las acciones. La creación de cincuenta cargos para la Dirección de Desarrollo Rural 
prevista en este proyecto de ley de Presupuesto, de los cuales treinta y tres están en el territorio como 
referentes de Desarrollo Rural del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, tiene la lógica de poder 
canalizar la demanda, que podría ser de gente que ya está organizada. También podría tratarse de identificar 
una necesidad técnica no sentida por quienes son los destinatarios de estos esfuerzos que justifique que se 
apliquen recursos técnicos, económicos y metodológicos para tratar de organizarlos y poder llegar con las 
respuestas. 


No sé si con esto he aclarado un poco más las dudas del señor Diputado. 
SEÑOR PERRACHÓN.- Faltan los números. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Con respecto a la ejecución, 
podemos decir que en el Período anterior, entre los tres proyectos -Proyecto Uruguay Rural, PPR y 
Proyecto Ganadero- se totalizó una cifra de un poco más de US$ 70.000.000. Lo propuesto en este 
Presupuesto es un endeudamiento externo igual a ese monto, más una ampliación de US$ 18.000.000 
para hacer más de lo que ya se hizo, con algunos objetivos muy claros en el sentido de que por lo menos 
el 70% de los recursos termine en aumento de las capacidades, en inversiones directas. Nos definimos 
metas de funcionamiento que nos obliguen a que estos recursos no se terminen gastando en honorarios 
y en organizaciones; queremos inversiones productivas. De manera que se trata de hacer más de lo 
mismo más eficientemente y con US$ 18.000.000 más que en el Período anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería ingresar en el articulado. 


La idea es avanzar artículo por artículo o por grupos de artículos, si son del mismo tenor. 


En discusión el artículo 335. 


SEÑORA RIERA.- El primer artículo que presenta el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
establece una modificación al Fondo Agropecuario de Emergencia que, como los legisladores 
recordarán, se creó en la última Rendición de Cuentas. La modificación que surge de este artículo 
refiere al financiamiento del Fondo. Se propone incluir un saldo disponible del Fondo de 
Compensación para la Industria Láctea, creado hace muchos años, en 1968, por un grupo de trabajo 
que tenía el cometido de asesorar al Poder Ejecutivo en materia de lácteos. Como una medida de 
transición para este grupo de trabajo se creó un Fondo que hoy está en el Banco Hipotecario del 
Uruguay. Desde aquel momento, este Fondo -estamos hablando de alrededor de $ 1.500.000- nunca 
más fue utilizado. Hoy, el Ministerio presenta la propuesta de insertar este Fondo en el Fondo 
Agropecuario de Emergencias, para emergencias climáticas. Esta es la modificación del primer 
artículo que presenta este Ministerio. 


El segundo artículo que planteamos refiere, precisamente, a una partida para infraestructura edilicia del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Estamos hablando de partidas anuales, que se proponen en 
varias Unidades Ejecutoras, por ejemplo, crear a nivel nacional, en varias capitales departamentales, los 
centros de atención ciudadana. También, en algunas Unidades Ejecutoras se pretende, precisamente, 
mantener los edificios que hace muchos años esta Cartera no mantenía por no contar con los rubros. Además, 
algunas Unidades Ejecutoras se van a mudar para mejorar el funcionamiento. Eso implica un gasto y es más 
o menos el que estamos planteando aquí. 


El artículo 337 propone una partida de $ 20:000.000 para una adecuación de la estructura de remuneraciones. 
Este es un camino que vamos a iniciar, precisamente, respecto a las iniquidades en las remuneraciones entre 
las diferentes Unidades Ejecutoras y, en algunos casos, dentro de ellas. Obviamente, este es un proceso que 
comienza con esta partida y vamos a encaminarnos hacia una reestructura del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca. 


El artículo 338 establece la renovación de la flota automotriz del Ministerio, y se pide $ 11:000.000 para el 
Ejercicio 2011 y 2012. El Ministerio ya en el quinquenio pasado empezó a renovar su flota, que tenía más de 
veinte años de antigúedad. Como se podrán imaginar, el Ministerio hace un uso intensivo de los automóviles, 


recorre todo el país, lo que provoca un gran desgaste, y los costos que teníamos en reparaciones eran 
altísimos. En el quinquenio pasado se permutaron los vehículos más antiguos y ahora seguimos el 
procedimiento que habíamos iniciado. Queremos destacar que no estamos aumentando la flota de vehículos, 
se mantiene el mismo número de automóviles del Inciso; simplemente, estamos permutando para tener 
vehículos más nuevos. 


El artículo 339 trata de solucionar el problema creado por una norma muy antigua, del año 1957, que 
establecía que solamente podían utilizar los vehículos oficiales aquellos que ostentaban la calidad de 
funcionarios públicos. Como todos conocemos, los vínculos con el Estado varían: hay becarios, pasantes, 
voluntarios, contratos de arrendamiento de servicios, contratos a término. Este artículo propone que los 
vehículos puedan ser utilizados también por aquellos que, si bien mantienen un vínculo con el Estado, no son 
funcionarios públicos. Se pretende regularizar esta situación, porque obviamente la norma que mencioné 
antes es muy antigua y los vínculos con el Estado han variado. 


Tenemos un artículo que es bastante complicado de explicar y les pido que si tienen alguna consulta, la 
realicen. En un artículo se juntan todos los incrementos de gastos de funcionamiento de todas la Unidades 
Ejecutoras del Ministerio. Dentro de la Unidad Ejecutora 001, tenemos un incremento en gastos de 
funcionamiento y uno de ellos es para el tema de seguridad y salud ocupacional de todos los funcionarios del 
Inciso. También, tenemos el pago de la contribución a FAO por parte del Ministerio. En la Unidad Ejecutora 
002, que es DINARA -Dirección Nacional de Recursos Acuáticos-, están los gastos de control a buques de 
bandera extranjera. El Ministerio quiere controlar la pesca ilegal. Es la única forma de saber qué traen en su 
bodega los barcos que ingresan a Puerto. Esto implica un gasto de funcionamiento. 


La Unidad Ejecutora 003, con sus nuevos cometidos, entre ellos las políticas públicas del mantenimiento y 
resguardo del campo natural, de la campaña de suelos, necesita incrementar los gastos de funcionamiento. 


En la Unidad Ejecutora 004, Dirección General de Servicios Agrícolas, se aumentan los gastos de 
funcionamiento. Hay que destacar que para esto se usan los recursos de afectación especial, no se 
incrementan Rentas Generales; por ejemplo, Plan Nacional de Vigilancia de Plaguicidas, Sistema de 
Prevención de Plagas Cuarentenarias, pasos de frontera, Plan Nacional de Residuos de Plaguicidas, etcétera. 


En la Dirección de Servicios Ganaderos estamos incrementando el gasto de funcionamiento en el Plan 
Nacional de Residuos Biológicos y también en la habilitación y registro del sistema sanitario en sala de 
extracción de miel y también en la prevención, control y vigilancia de enfermedades de animales. 


En la Dirección General de la Granja se están creando registros de sala, extracción y acopio de miel y para 
eso también se pide gastos de funcionamiento. 


La Unidad Ejecutora 007 -que refiere al desarrollo del que hablamos hoy- es nueva y se pide gastos de 
funcionamiento para cumplir con todos sus cometidos. Además, es una Unidad transversal en todo el 
territorio, lo que implica traslados y gastos mayores que otras Unidades Ejecutoras. 


Por último, la forestal también tiene gastos como, entre otras cosas, el inventario forestal y otros que implican 
un aumento en los funcionamientos. Discúlpenme por plantear este artículo de una forma tan resumida, pero 
junta en sí todos los incrementos de funcionamiento. 


El Director General, doctor Castelar, va a presentar los artículos 341 y 344, relativos a recursos humanos. 


SEÑOR CASTELAR.- Concretamente, los artículos 342 y 344 refieren a recursos humanos, y deben 
ser leídos juntos. Estos artículos expresan lo que nosotros denominamos "transformación de 
vacantes". Las ciento veintidós vacantes que tenía el Ministerio, se transformaron en ciento sesenta y 
cuatro nuevas vacantes. 


SEÑOR BEROIS QUINTEROS.- Propongo que los artículos 341 y 342 se traten juntos. 


SEÑOR CASTELAR.- Estoy de acuerdo con tratarlos juntos, pero hay que hacer algunas 
puntualizaciones. 


Los artículos 341 y 344 deben considerarse juntos, porque lo único que hacemos es transformación de 
vacantes. Se suprimen ciento veintidós para crearse ciento sesenta y cuatro vacantes con grados de ingreso en 
todos los casos. Ese artículo debería ser uno solo y así fue remitido por el Ministerio. En el Mensaje del 
Poder Ejecutivo viene dividido en dos artículos diferentes, por eso decía que deben considerarse juntos. Esto 
no implica nuevos ingresos a la Administración, sino transformación de vacantes existentes en otras. 


En el artículo 342 -como dijo el señor Ministro cuando se refirió a la creación de ochenta y seis cargos- se 
crean cargos nuevos, de los cuales cuarenta y nueve corresponden a la estructura de la Dirección general de 
Desarrollo Rural, que fue creada en el Gobierno anterior, que tiene una dotación de cinco funcionarios, de los 
cuales nos quedan tres. Nuestra intención es dotar de una estructura a esa Dirección, y para eso se crean esos 
cuarenta y nueve cargos, de los cuales treinta y tres -como explicó anteriormente el Ministro- son 
funcionarios que van a estar distribuidos en el territorio como agentes de las políticas de desarrollo rural del 
Ministerio. Si lo desean podemos proporcionar el detalle, pero me interesaba destacar especialmente la 
creación de esos cargos para esa Dirección, que es una nueva política en el Inciso que requiere de una 
estructura que no teníamos. Las acciones de desarrollo rural se estaban realizando a través de los proyectos 
de endeudamiento, y nosotros ahora creamos una estructura mínima necesaria para institucionalizar las 
políticas de desarrollo, y en estos 86 nuevos cargos están los 49 que corresponden a esta Dirección. 


Como explicaba el señor Ministro, también está entre los lineamientos estratégicos del Inciso el 
fortalecimiento de algunas Unidades Ejecutoras como la Dirección Nacional de Recursos Naturales y la 
Dirección General de Servicios Agrícolas. Allí también hay creación de cargos y tengo en mi poder el detalle 
que les puedo facilitar. Esto también estaba en la redacción original que el Ministerio remitió y en el Mensaje 
del Poder Ejecutivo viene una partida que nos habilita a la contratación del personal que se considere 
imprescindible. En realidad, este artículo se refiere a la creación de esos 86 cargos. 


Quería hacer esta puntualización con respecto al tema de los recursos humanos. Reitero que consideramos 
que los artículos 341 y 344 son un mismo artículo y no suponen nuevos cargos sino transformaciones de 
vacantes existentes, y el artículo 342 responde a la creación de 86 cargos entre los cuales -insisto- son de vital 
importancia para nuestro Inciso los 49 que corresponden a la Dirección General de desarrollo rural. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El artículo 343 dispone 
un incremento de la partida de crédito a favor del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, y 
merece comentarse que, en realidad, el Ministerio tiene una línea de base que refiere a la ejecución del 
año 2009 en políticas de desarrollo rural. Esa línea de base consagra una cifra que fue adjudicada 
como ya consagrada en 15 millones, a la que se le agrega un detallado desglose de los incrementos 
sobre esa partida. En última instancia eso conforma lo que sería el incremento de los US$ 18:000.000 a 
que se había hecho referencia, para el incremento para las políticas de desarrollo rural, donde se 
aborda el Programa 320, para el fortalecimiento de la base productiva, los Programas 322 y 323, 
destinados a motores de crecimiento y cadenas de valor con desarrollo de empleo. También están 
referidas partidas al área programática 380 para gestión de recursos naturales, y el área programática 
401 que se enmarca en el área de protección social hacia las políticas de desarrollo rural sustentable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como los señores Diputados habrán apreciado, se ha repartido un sustitutivo 
del artículo 343. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Voy a referirme al 
artículo 346. Este determina que se le asigna a la Dirección General de Secretaría la 
institucionalización del Sistema Nacional de Información Agropecuaria junto con la Dirección del 
Sistema de Identificación y Registro Animal y, al mismo tiempo, se crea una unidad con su respectivo 
Director que se plantea aquí como el Director de Promoción de los Sistemas de Información 
Agropecuaria. Esto apunta a una apuesta a nivel ministerial de consolidar, en el ámbito de la Dirección 
General de Secretaría, todos los sistemas de información que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca tiene hasta el momento, tanto el SNIG como el SIRA. La intención es unificarlos bajo la 
Dirección General de Secretaría y, además, crear una unidad que haga una propuesta de 
institucionalización permanente de la solución institucional que va a tener que llevar adelante la 
gestión de esta unidad. 


El artículo 347 le transfiere a la Unidad Ejecutora 001 lo que ya existía en el artículo 3” de la Ley N* 17.997 y 
lo transforma, y se propone transferir la autoridad competente del Sistema de Identificación y Registro 
Animal, que por la mencionada ley está en el ámbito de la Unidad Ejecutora 005, a la Unidad Ejecutora 001, 
Dirección General de Secretaría, para que junto a lo que planteé previamente a raíz del artículo 346 se haga 
una unidad de acción y se pueda avanzar en la unificación de los sistemas de información agropecuaria, como 
había comentado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Falta comentar los artículos 345 y hay un sustitutivo del artículo 346 que fue 
repartido. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Me parece constructivo aportar 
un poco más de información sobre el concepto de Sistema Nacional de Información Agropecuaria. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene hoy cinco sistemas de información geográfica o de 
georreferenciación. El más potente y conocido es el Sistema Nacional de Información Ganadera, conocido 
como el soporte informático de la trazabilidad de nuestro ganado bovino. Tiene también un sistema de 
información geográfica en materia de suelos, de CONEAT-PRENADER. Tiene un sistema de información 
geográfica que se utiliza en la campaña y control del cancro cítrico; es lo que nos permite exportar cítricos a 
pesar de tener cancro, porque tenemos todo georreferenciado cuadro a cuadro y eso nos permite saber dónde 
está el problema y dónde no. 


En mi exposición mencioné la importancia de empezar a construir políticas públicas que en el futuro nos 
permitan introducirnos en la gestión de riesgos agropecuarios, y para gestionar riesgos debemos manejar 
adecuada y prolijamente toda la información de los sistemas productivos prediales pero, además, tener 
caracterizadas las variables y vulnerabilidades de los sistemas productivos como conjunto. 


En este quinquenio nos proponemos desarrollar las bases para encaminar esas políticas públicas 
agropecuarias. Uno de los componentes de endeudamiento externo con el Banco Mundial que estamos 
proponiendo es la concreción de un Sistema de Información y Soporte para Toma de Decisiones y Gestión de 
Riesgo; es un título largo. Nos parece que la manera más eficiente de construir eso es aprovechar el potente 
soporte informático que hay atrás de la trazabilidad, el Sistema Nacional de Información Ganadera. Para 
tratar de ser gráfico, no se me ocurre ningún nuevo ejemplo que el que, tal vez, alguno me haya escuchado 
decir. Imagínense que tenemos un plano donde figura la ubicación de un padrón rural. Arriba de ese padrón 
rural hay una información de los suelos que hay en ese padrón. Arriba de la información de los suelos, hay un 
mapa de la capacidad de uso que tienen esos suelos en términos de riesgo de erosión dependiendo de los 
distintos sistemas productivos que se apliquen. Arriba de ese mismo plano, tenemos una capacidad de 
almacenamiento de agua en las distintas partes del padrón. Y arriba de eso tenemos la información de los 
animales que están en ese lugar, porque están caravaneados y están georreferenciados. Arriba de eso tenemos 
toda la información de DICOSE, complementaria hoy a lo que es el sistema de información y registro animal. 
Pero además el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca realiza desde hace muchos años encuestas 
direccionadas por la DIEA con el objetivo de relevar información específica, sectorial, por rubro, regional, es 
decir, podemos decir que hay 11.493 productores arrendatarios debido a toda esta información. 


Junto con la elaboración del censo, que quedó postergado para el año que viene, también estamos abocados a 
llevar adelante el Registro Único del Productor Agropecuario. Es un registro que no hay. Este es un país que 
tiene georreferenciadas a las vacas pero a veces no sabemos dónde están los productores. Nos parece que es 
un elemento importante de conocimiento para practicar las políticas públicas tener también un registro de 
productores. Toda esa información es la que nos va a permitir en el futuro construir más eficientemente las 
políticas públicas, pero también le va a permitir a los productores usar esa información al servicio de sus 
procesos productivos. 


Si mañana o pasado sabemos por un modelo cuál es el impacto que tiene una sequía en un campo de basalto, 
si podemos saber que cuando llueve menos de 120 milímetros en setiembre, octubre y noviembre en un suelo 
de índice de productividad 75, la tasa de preñez cae 17 puntos, ese tipo de elementos que estén bien 
caracterizados y que después estén bien monitoreados en un Sistema Nacional de Información es lo que nos 
va a permitir acceder a un seguro agropecuario. Ninguna compañía de seguros o de reaseguros mundial se va 
a meter en un negocio en el que no tiene conocidos sus niveles de incertidumbre. O sea que acá estamos 


hablando de ordenar lo que hay; estamos hablando de potenciar lo que hay, no solo para las políticas públicas 
sino para la gestión del riesgo. 


Me parecía importante darle la magnitud y el valor que este artículo tiene en términos de perspectiva de largo 
plazo en materia de políticas públicas agropecuarias. 


SEÑOR CASTELAR.- Vamos a seguir con lo de algunos recursos humanos, que nos faltaba aclarar. 


Uno está en el artículo 346, que efectivamente tiene un sustitutivo. Pero, en síntesis, lo que queríamos marcar 
es que, al igual que en el artículo 359, pedimos la creación de un cargo de alta prioridad. El artículo 359 fue 
modificado sustituyendo un cargo de alta prioridad por un cargo de particular confianza, cargo "Q", y hace 
referencia al literal c) del artículo 9” de la Ley N* 15.809, cuando consideramos que si se sigue el criterio de 
que sea un cargo "Q", debería asimilarse al descrito en el literal d) del artículo 9” de la Ley N* 15.809. De 
todas maneras, el Ministerio proponía para ese cargo del artículo 359, que es de Director Técnico de la 
Dirección General de Desarrollo Rural, un cargo de alta prioridad. 


Así lo hicimos también en el artículo 346. Lo que nos permitimos sugerir es que tomamos el criterio del 
cargo de alta prioridad en ambos casos o tomamos el del cargo "Q" de particular confianza en ambos casos. 
Además, debería asimilarse al literal d) del artículo 9” de la Ley N* 15.809. 


En el artículo 349 también hay una referencia a recursos humanos con la creación de cargos. En la redacción 
original que envió el Ministerio pedíamos la creación de once cargos de alta especialización, de acuerdo con 
el siguiente detalle que no es muy preciso pero a fin de que tengan una idea de lo que se trata: dos cargos de 
ingenieros de sistemas para informática, uno para desarrollo y otro para seguridad informática; dos cargos de 
agregados comerciales, que estarían incorporados a la Unidad de Asuntos Internacionales, uno relacionado 
con la parte agrícola y otro con la animal; un cargo de auditor interno; un cargo técnico en materia de 
bioseguridad; un grado de economista para la OPYPA -Oficina de Planeamiento y Políticas Agropecuarias-; 
un entomólogo para la Dirección General de Servicios Agrícolas; dos químicos en materia de inocuidad y un 
fitopatólogo. Esa cuenta da once. Acá está planteado como una partida anual, otra vez para la contratación de 
personal que se considera imprescindible. 


SEÑORA RIERA.- El artículo 345 propone el cambio del Censo General Agropecuario del año 2010. 
Estos censos deben hacerse en los años terminados en cero debido a una ley de 1913. En esta 
oportunidad, solicitamos hacerlo en el año 2011. El motivo es el problema para la contratación de 
personal. Antiguamente, los censos agropecuarios nacionales los hacía la Policía. En este caso, cuando 
fuimos a contratar el personal necesario para hacerlo, no teníamos una norma que nos habilitara a 
hacer la contratación de los encuestadores. Por tal motivo, presentamos el artículo 348 que nos habilita 
a la contratación del personal para las encuestas del Censo General Agropecuario. Este artículo es 
similar al artículo 350, que propone una forma similar de contratación para la tripulación del buque 
de investigación "Aldebarán" de la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, que también debe 
regirse por el mismo sistema de contratación. 


SEÑORA HILL.- El artículo 351 pretende ordenar el funcionamiento de los cometidos que tiene el 
Ministerio en materia de registro y control de insumos para la producción agropecuaria. Acá habla de 
las competencias del Departamento de Microbiología de Suelos y del Departamento de Fertilizantes y 
Enmiendas. Se trata de dos insumos agropecuarios cuyos cometidos están dentro de los recursos 
naturales renovables y son los únicos que están en esta Unidad Ejecutora; el resto de los insumos, como 
fungicidas, insecticidas y otro tipo de productos, están bajo la competencia de la Dirección General de 
Servicios Agrícolas. Además, básicamente se hace lo mismo: registrar el producto, regular y controlar 
su uso. Entonces, no tiene sentido que parte de los insumos estén en una Unidad Ejecutora y parte en 
otra; por lo tanto, consideramos pertinente pasar las competencias de estos dos insumos a la Dirección 
General de Servicios Agrícolas, lo que será bueno inclusive para el usuario por tener centralizado a 
nivel de una Unidad Ejecutora toda la gestión de los insumos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 352 y 353. 


SEÑOR BERTONL.- El artículo 352 faculta o amplía las facultades que tiene la Dirección General de 
Servicios Agrícolas en todo lo que tiene que ver con la habilitación y control de las plantas 
elaboradoras de alimentos para animales. Hoy, la DGSA ya tiene la facultad en todo lo que es el control 
de importaciones de alimentos para animales y, en base a la normativa anterior, en habilitación y 
control de plantas elaboradoras de alimentos para rumiantes. 


Con esta normativa se amplía el control a todos los alimentos de uso animal, sobre todo, en lo que refiere a la 
habilitación de plantas, y se da respuesta a una nueva actividad. 


Hoy, estamos asistiendo a la exportación de un nuevo rubro de alimentos básicamente para mascotas, pero no 
tenemos las competencias específicas para habilitar y controlar esas plantas. Con esto se estaría permitiendo 
tener un registro de habilitación de la planta y llevar adelante el control del proceso, y con esos elementos 
también se podrían emitir los eventuales certificados del proceso que en materia de exigencias existan en 
demandas desde el exterior. 


En lo que tiene que ver con el artículo 353 se maneja lo que queremos desarrollar, que son las disposiciones 
higiénico sanitarias y de inocuidad para los productos regulados. Partimos del artículo 275 de la Ley 16.170, 
que faculta a la Dirección General de Servicios Agrícolas y a la Dirección General de Servicios Ganaderos " 
[...]a efectuar el control y prohibir el consumo, la utilización, comercialización, venta, importación, 
exportación o cualquier otra forma de ingreso o egreso al país de productos o sub productos de origen animal 
y vegetal y alimentos para animales, que contengan residuos de productos fitosanitarios, productos 
veterinarios y/o residuos biológicos u otros contaminantes [...]". Lo que ratifica este artículo será incorporado 
en el Reglamento Bromatológico Nacional. En definitiva, esto faculta a la Unidad Ejecutora 004, "Dirección 
General de Servicios Agrícolas", y a la Unidad Ejecutora 005, "Dirección General de Servicios Ganaderos", 
para realizar en mejor forma todos estos controles, basados en las exigencias que podemos llegar a tener tanto 
a nivel de mercado interno como de exportación, en los términos de inocuidad de productos con cada vez 
más exigencias. Son dos modificaciones reglamentarias ampliatorias que ajustan las capacidades de control 
que se tendría a nivel de esas dos Unidades Ejecutoras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 354 a 357. 


SEÑOR MUZIO.- El artículo 354 es una autorización para "[...]Jcelebrar convenios de pago de hasta 12 
cuotas mensuales, para la cancelación de los adeudos de los Ejercicios 2009 y 2010 [...]", que son los 
que se generan por la tasa que grava el registro y el control permanente de productos veterinarios. En 
esto se ha hecho un avance importante aunque en el anterior Presupuesto también se produjo un 
artículo similar para facilitar el pago. Además, se trata de un aspecto bastante significativo e 
importante porque en auditorías que hemos tenido, sobre todo en la Unión Europea, se hace mucho 
hincapié en lo que hoy se denomina la farmacovigilancia, que tiene mucho que ver con el control 
permanente de los productos veterinarios que se hacen en las casas veterinarias. Este artículo facilita 
hasta el 30 de mayo que se puedan acoger a un plan de hasta 12 cuotas mensuales. 


El artículo 355 faculta al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para hacer un cambio en lo que son 
los recursos del Fondo Permanente de Indemnización creado por la Ley N* 16.082, correspondiente a la 
erradicación de la fiebre aftosa, "[... para indemnizar la pérdida de animales por sacrificio sanitario y 
destrucción total, dispuesta por la autoridad sanitaria en ejercicio de sus competencias establecidas 
legalmente [...]". 


Originalmente, la Ley_N” 16.082 estaba destinada a sacrificios sanitarios por aparición de fiebre aftosa o 
enfermedades exóticas. Ahora se está ampliando, sobre todo por algunos problemas que se han creado 
sanitariamente para eliminar y destruir, que es el caso de algunas enfermedades con las cuales estamos con 
un control bastante avanzado, como la brucelosis. La prevalencia baja de esta enfermedad hace que sea muy 
bajo el número de animales positivos, lo que crea una dificultad para poder eliminarlos. Por tratarse de una 
ZOONOSIS y por estar esos animales en el campo, hay una dificultad cierta de enviarlos a un frigorífico de los 
que están habilitados para el sacrificio. Entonces, hasta tres animales, se va a permitir que se eliminen "in 
situ". 


El artículo 356 refiere a la financiación de una "[... partida anual destinada a abonar compensaciones a los 
funcionarios afectados al sistema de control zoosanitario y fitosanitario de todos los vehículos, cargas y 
equipajes que ingresen al país [...]". Estas son las barreras sanitarias, una tarea que está diferenciada y que es 
importante. En este artículo se declara una ampliación de los cupos de funcionarios que actúan en barreras 
sanitarias y para eso se fija una partida. 


El artículo 357 plantea la obtención de los recursos para "[...]la habilitación sanitaria e higiénico sanitaria, 
registro y control de la producción, industrialización, intermediación, acopio y comercialización de productos 
apícolas". Esto es importante para el Uruguay y también forma parte del cometido que tiene la Dirección 
General de Servicios Ganaderos, al tener que certificar muchas veces las exportaciones de miel. Esto siempre 
requiere una atención diferenciada que se hace con la parte de la granja. 


SEÑOR ALDABE.- Actualmente existe un sistema primario de trazabilidad de miel, que es la 
sumatoria del registro de propietarios de colmenas y el registro y la habilitación de salas de extracción 
de miel. 


Este artículo habilitará la articulación de estas diferentes etapas, más el acopio intermedio y complementar en 
un solo sistema desde el apiario, con su ubicación, hasta la exportación, lo que nos permite garantizar esa 
trazabilidad, al igual que en el caso ganadero y el avícola. 


SEÑOR BEROIS.- Quiero recordar que el eje de la política apícola del país pasa por la Comisión 
Honoraria de Desarrollo Apícola. Quiere decir que se quitan atribuciones a esta Comisión y se 
trasladan al Ministerio. 


Soy partidario de mantener las atribuciones de las Comisiones, como eje fundamental de las políticas 
agropecuarias. Estoy de acuerdo con el registro y el control del Estado, pero no se les deberían quitar 
funciones, sino considerarlas como eje fundamental, sobre todo de una política tan importante como ha sido 
la apícola, ya que hace años no había nada, luego se aprobó una ley y se logró consolidar a un sector bien 
importante de la producción nacional. 


SEÑOR ALDABE.- Quiero aclarar que en esta Administración -queda manifiesto en el artículo 
siguiente- hemos fortalecido las atribuciones de la Comisión Honoraria de Desarrollo Apícola, que 
según la Ley_N” 17.115 tiene atribuciones de asesoramiento al Ministro en las políticas, promoción de 
todos los productos de la colmena y difusión, pero no tiene atribuciones de registro ni con respecto al 
Sistema Nacional de Trazabilidad que se está implementando. 


De todas maneras, estas definiciones de trazabilidad son acordadas con la Comisión Honoraria de Desarrollo 
Apícola, y los registros más recientes de habilitación de las salas de extracción y de los acopios fueron 
aprobados y discutidos en ese ámbito. 


En ese sentido, el artículo 358 establece la voluntad de fortalecer a la Comisión Honoraria de Desarrollo 
Apícola, ya que se aporta al Fondo creado en el artículo 5% de la Ley_N* 17.115 -a la que nunca se había 
aportado fondos- $ 1:000.000 para financiar las actividades de fortalecimiento institucional de esta Comisión, 
que hasta ahora tenía dificultades para desempeñar los cometidos previstos en la ley. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Creo que al Estado compete el cometido de garantizar la trazabilidad de sus 
productos. Al igual que en la trazabilidad de la cadena ganadera, en la que parte de la tarea la hace el 
productor y otra parte los veterinarios o los operadores privados, el registro lo lleva el Estado, a través 
de ciertos instrumentos, que inclusive se potencializan en el mensaje presupuestal. 


En este caso, entendemos que es lo mismo. El Estado debe garantizar la trazabilidad de este producto, y en 
este caso me parece que es un aporte sustantivo que tenga un ámbito de referencia en una organización que 
lleva adelante la producción, como es la Comisión Honoraria de Desarrollo Apícola. 


Por lo tanto, esto es parte de las cosas que se vienen haciendo, y en este caso se amplían a un nuevo producto. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Por este artículo se faculta al Ministerio a crear un Sistema de 
Trazabilidad en la miel a nivel nacional, muy interesante, con carácter obligatorio. 


Quiero saber cuánto tiempo puede llevar la ejecución de este proyecto, a efectos de decir que en Uruguay, al 
igual que en el caso del ganado vacuno, tenemos una trazabilidad de todas las existencias de abejas en el país, 
porque eso significa un valor agregado al producto. 


SEÑOR ALDABE.- La trazabilidad se instrumenta por lote y no por unidad. 


En este artículo solicitamos la normativa que nos habilite a crear y realizar en forma obligatoria toda la 
trazabilidad de la cadena. Ya tenemos informatizado el Registro Nacional de Propietarios de Colmenas, que 
se realiza todos los años, donde el apicultor registra cuántas colmenas posee y la ubicación del apiario; se 
hace por apiario. 


También tenemos un registro y una habilitación para la sala de extracción, y es obligatorio tener una planilla 
donde se registren el propietario de la colmena que extrae en esa sala y a qué número de tambor va la miel. 
Es decir que lo que está trazado es la miel. 


También está en construcción el registro de acopio, es decir, para saber si ese tambor permanece en la sala de 
extracción o va a un intermediario que lo acopia esperando que llegue el momento de la exportación. 


Todo esto, sumado a los controles y el seguimiento de la Dirección Nacional de Servicios Ganaderos, a través 
del DILAVE, con la extracción y análisis de residuos, confirma el nivel de calidad de exportación de esa 
miel. 


Por lo tanto, cuando el exportador solicita la autorización para exportar a la Dirección de Laboratorios 
Veterinarios, mirando hacia atrás se puede rastrear -que, en definitiva, es lo que interesa, fundamentalmente, 
al comprador europeo- de dónde salió esa miel, inclusive de qué lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 360, que tiene un sustitutivo. 


SEÑOR OLASCOAGA.- La creación de este Fondo permitirá dotar de las herramientas económicas y 
financieras para que la Dirección General de Desarrollo Rural cumpla con los cometidos para los que 
fue creada y con la planificación de tareas que están previstas, de acuerdo con esos cometidos, que se 
abordaron en la intervención introductoria del señor Ministro y que podemos ampliar en algunos 
aspectos. 


La Dirección General de Desarrollo Rural hoy tiene una estructura bastante embrionaria. Fue creada en la 
Ley de Presupuesto del Período anterior, con la asignación de cinco cargos. Ha venido trabajando con una 
función de articulación y de coordinación de los proyectos de ejecución del Ministerio que fueron 
nombrados: Programa Uruguay Rural, Programa Ganadero y Programa de Producción Responsable. Todos 
tienen distinta estructura de funcionamiento y sus recursos provienen de fondos de endeudamiento externo. 


La pretensión es continuar con las acciones de desarrollo rural que se iniciaron en el Período anterior por 
medio de estos Proyectos, pero en una versión corregida y aumentada, en el sentido de trabajar en forma más 
eficiente y más coordinada, no a través de tres Proyectos compartimentados de ejecución sino de una única 
unidad de ejecución, que será la Dirección General de Desarrollo Rural. 


Para eso esta Ley de Presupuesto es crucial porque permite dotar de los recursos humanos necesarios para 
lograr este funcionamiento que hoy se logra con el concurso del personal que está trabajando en estos 
Proyectos. Con este artículo, sobre la creación del Fondo de Desarrollo, se contará con recursos genuinos 
para su funcionamiento. 


A continuación nombraré a vuelo de pájaro las principales líneas de acción de la Dirección General de 
Desarrollo Rural. Quiero insistir en esto porque indica en qué se van a utilizar los recursos. Son ocho líneas 
de acción. 


La primera línea es la institucionalización de la Dirección General de Desarrollo Rural, para poder cumplir 
con las otras siete que serían las siguientes. En primer lugar, hay una línea de trabajo en extensión rural, 
asistencia técnica y capacitación, en el sentido que ya aclaró el señor Ministro de no crear un pesado aparato 
estatal de extensión sino un sistema de extensión que se base en la articulación público-privada y en la 
cogestión y cofinanciación de estas acciones. En segundo lugar, hay una línea de trabajo de fortalecimiento y 
apoyo a la participación y a las organizaciones de productores y trabajadores rurales, que es complementaria 
de la anterior, porque si queremos un sistema cogestionado y cofinanciado debemos tener organizaciones 
acordes para poder trabajar juntos; como manifestaba el señor Diputado Perrachón, en algunos lugares no hay 
un grado suficiente de desarrollo de esa institucionalidad privada agropecuaria y por tanto se necesita una 
acción desde el Estado para promoverla y fortalecerla. La tercera línea de trabajo es en inversiones y 
financiamiento a aplicar directamente en distintos tipos de planes de negocio o de intervención, siempre 
atravesados por el eje de conservación y uso sustentable de los recursos naturales y de inclusión de todos los 
actores que están en el territorio en las políticas de desarrollo. Otra línea es la adaptación al cambio climático 
y su mitigación, conservación y gestión de los recursos naturales, que ya ha sido expuesto como uno de los 
ejes en los que esta Administración pone énfasis. Otra línea es el apoyo a la renovación generacional y 
juventud rural; otra es la facilitación del comercio e integración de las cadenas agropecuarias y promoción de 
la innovación, y hay una línea de mejora de la calidad de vida en el medio rural. 


Estas serían las grandes líneas de trabajo para las que se pretende utilizar este Fondo de Desarrollo Rural. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Me gustaría enfatizar en 
algunos de los contenidos que expuso el doctor Olascoaga y agregar algunos más. 


El Fondo de Desarrollo Rural se crea con recursos genuinos, pero las acciones que pretendemos llevar 
adelante en materia de desarrollo -y que yo expuse en mi presentación inicial- son mucho más amplias que 
los recursos que aparecen acá. Por eso hay un artículo que ya consideramos que refiere al aumento del 
endeudamiento. Es decir, pretendemos aumentar el endeudamiento externo que tuvimos en el Período 
anterior. ¿Para qué? Como figura en el articulado, para elaborar y financiar planes y proyectos de desarrollo 
rural; realizar inversiones en infraestructura que promuevan el empleo y el desarrollo rural a mediano y largo 
plazo; fomentar el acceso a la tierra de productores familiares medianos y trabajadores en coordinación con el 
Instituto en aquellos sectores productivamente estratégicos; establecer subsidios diferenciales para atender el 
riesgo que hoy no está atendido por otros planes y programas; financiar total o parcialmente proyectos de 
inversiones en infraestructura predial que promuevan el uso responsable de los recursos naturales -es básico 
enlazar este tipo de acciones diferenciadas con una política de gestión responsable del manejo de los recursos 
naturales-; promover y financiar, total o parcialmente, planes de producción responsable para sostenibilidad 
de recursos naturales; promover políticas de manejo integrado de los recursos naturales, la biodiversidad y la 
adaptación al cambio climático; financiar asistencia técnica integral, extensión y capacitación para 
implementación de proyectos de desarrollo rural; financiar el fortalecimiento institucional público y privado, 
fomentando el asociativismo rural y el apoyo de organizaciones rurales -atendiendo a la pregunta del señor 
Diputado Perrachón-, y financiar proyectos que favorezcan en forma diferencial la inserción de los productos 
en las cadenas productivas. 


¿De qué manera? ¿Con qué instrumentos? Por ejemplo, aplicar políticas diferenciadas en asistencia técnica y 
extensión rural, fortaleciendo organizaciones de productores; impulsar políticas para la inclusión equitativa 
de la producción familiar en las cadenas productivas, y articular y coordinar la llegada de las políticas 
sociales generadas por el Estado al medio rural. 


Este ultimo es un aspecto que no hemos considerado hasta ahora. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, a través de la Dirección General de Desarrollo Rural es tal vez el único instrumento del Estado que 
llega a algunas comunidades rurales o población rural dispersa, que es la que tiene los menores indicadores 
de desarrollo, sobre todo en los departamentos que mencionaba el señor Diputado Perrachón. 


En la parte productiva se propone el incremento en el área del uso agropecuario bajo manejo sustentable; 
experiencia de producción ganadera eficiente en el uso de los recursos naturales, económicos y humanos, 
tendiendo a la optimización de los recursos, y acciones de intervención participativa a través de procesos de 
coinnovación que propendan a una atención diferencial por zonas. Esta es una línea importantísima que 
estamos tratando de llevar en coordinación con el Instituto Nacional de Investigación Agropecuaria. 
Históricamente hemos tenido una investigación productivista, y es probable que en algunos segmentos de 


nuestra población rural necesitemos una investigación que además de productivista sea adaptativa, porque la 
competitividad de muchos de los sistemas productivos rurales se basa en una gestión eficiente del recurso 
más importante que este país tiene en términos de biodiversidad, que es el campo natural. Uruguay tiene 
13:000.000 de hectáreas de campo natural. Todos los ganaderos familiares están arriba del campo natural; no 
están arriba del más productivo porque, en ese caso, habría agricultura o lechería. Sin embargo, en la historia 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, nadie en este país estuvo pensando en políticas públicas 
vinculadas al campo natural; y recuerdo a los señores legisladores que son 13:000.000 de las 18:000.000 de 
hectáreas que tiene el país. Por lo tanto, llegar al productor familiar con políticas diferenciadas, tratando de 
integrarlo a cadenas de valor y propendiendo a un uso eficiente y respetuoso del potencial de biodiversidad 
que tiene bajo sus pies es un elemento fundamental, no solamente para promover a esos productores, sino 
para contribuir al uso sustentable de los recursos. 


Se plantea la forestación integrada al sistema de producción ganadera. El modelo de forestación que hemos 
visto es un modelo de concentración en gran escala, con pocas experiencias de producción. La forestación no 
ha estado planteada jamás en materia de agricultura familiar por un problema de escala. Es muy probable que 
tengamos que llevar adelante algunos proyectos de agrosilvopastoreo donde la producción de madera pueda 
ser complementaria a los procesos productivos que se hacen en la agricultura familiar, y es muy probable que 
utilizando muchos suelos degradados en zonas que nunca nadie pensó que fueran para la forestación 
podamos desarrollar asociativamente la escala necesaria para llevar adelante un proyecto de producción de 
madera de calidad a largo plazo que pueda captar lo que hasta ahora nunca pudo captar el sistema forestal 
uruguayo, que son los bonos de carbono, entre otras cosas, porque no cumple con algunos requisitos que se 
llaman de adicionalidad, que establece el Protocolo de Kioto. En la medida en que llevemos adelante una 
forestación en áreas de suelos degradados con agricultores familiares, probablemente podamos generar 
algunas sinergias que hasta hoy no han sido consideradas. 


En cuanto a los instrumentos financieros para capital de giro para proyectos productivos, hay antecedentes de 
microfinanzas llevados adelante desde la Dirección de Desarrollo Rural a través del Programa Uruguay Rural 
que han resultado en una solución para esa población rural dispersa, sin escala para el acceso al mercado de 
financiamiento normal. Y muchos se sorprenderían del grado de recobro o de "cobrabilidad" que ha tenido 
ese financiamiento. 


Se plantean planes de negocios específicos en diferentes rubros con planes de manejo ambiental y el 
desarrollo de pequeñas industrias con desarrollo local. Reitero el ejemplo ya mencionado anteriormente. ¿Por 
qué no vinculamos la producción de cerdos del departamento de Rocha con la producción familiar y con 
alguna industria que hoy está desarrollando allí una actividad de este tipo? Así se desarrolló una planta de 
última generación para el proceso de tomate en la zona de Canelones, dentro de un plan de negocios de estas 
características. 


Podría dar una cantidad de ejemplos de lo que se hizo y mencionar una cantidad de iniciativas que se pueden 
llevar a cabo. Ese es el tipo de acciones que se pretende promover desde la Dirección de Desarrollo Rural, 
tomando el Fondo de Desarrollo como un instrumento más que nos dé un mínimo de estabilidad en el 
mediano y largo plazo como instrumento financiero para llevar adelante esas políticas. 


SEÑOR BEROJIS.- Simplemente mantengo una luz amarilla de alerta porque tengo algunas dudas de 
que esto, que está muy bien planteado en los papeles, se lleve a cabo. Aspiro a que se concrete, pero las 
experiencias que hemos tenido indican que muchas veces estos fondos internacionales terminan en 
consultorías o en prácticas que no llegan efectivamente al productor. Insisto en que no hay mejor 
forma de llegar al productor que hacer esto junto con las asociaciones de productores, que son las que 
realmente conocen y pueden brindar un conocimiento exacto de la ejecutividad para aprovechar los 
recursos, que es en lo que todos estamos de acuerdo. Queremos que la ejecución se pueda hacer bien, e 
independientemente de quién la haga, le va a hacer bien al país. 


SEÑOR PERRACHÓN.- Quiero dejar una constancia respecto a lo expresado por el señor Diputado 
Berois. 


En el quinquenio anterior tuvimos por primera vez una experiencia de la buena utilización de los préstamos 
internacionales, sobre todo en el Programa Uruguay Rural: la mayor parte fueron a manos del productor. Por 
primera vez vimos concretado el deseo de todos los que estamos preocupados por el sector rural de que esos 


préstamos internacionales no quedaran en manos de burocracias y de estudios de gestorías, sino que 
cumplieran su real y efectivo destino a través del Programa Uruguay Rural, que utilizó el préstamo del FIDA 
en el quinquenio anterior -y lo sigue utilizando, porque todavía está vigente el PUR- como corresponde. Para 
nosotros ha sido un ejemplo de cómo deben llevarse a cabo este tipo de políticas. 


SEÑOR MINISTRO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- Reitero que en el Ejercicio 
anterior se llegó a 13.422 beneficiarios: 2.385, a través del Programa Ganadero; 9.184, por Uruguay 
Rural y 3.028, con el Proyecto de Producción Responsable. 


El Proyecto de Producción Responsable ejecutó US$ 38:800.000, de los cuales US$ 30:000.000 fueron de 
financiamiento externo, US$ 7:000.000 de donación del Fondo Mundial de Medio Ambiente, y lo que resta 
provino de Rentas Generales. Esas partidas, que en números redondos son de US$ 40:000.000, corresponden 
al 60% de los montos de inversiones productivas llevadas adelante en los predios de los productores. Es decir 
que US$ 40:000.000 es el componente de endeudamiento externo; prácticamente US$ 25:000.000 fueron 
aportados por los propios productores en sus predios. 


Creo que es importante que se tenga claro en qué se gastaron los US$ 40:000.000. De ese monto, US$ 
28:000.000 fueron efectivamente aplicados en recursos productivos en el predio, US$ 6:400.000 fueron 
destinados a asistencia técnica y US$ 4:000.000 fueron invertidos en el aumento de las capacidades. 


Con el Programa Uruguay Rural sucede algo parecido y en el caso del Proyecto Ganadero, como dije hoy, se 
ejecutaron US$ 18:000.000. 


El monto total de los proyectos era de US$ 54:000.000, de los cuales US$ 36:000.000 pusieron los 
productores y US$ 18:000.000 fueron a crédito no retornable. 


Es importante compartir con ustedes que en ocasión de hacer la evaluación de estos proyectos con el Banco 
Mundial y de nuestra visita el mes pasado con el fin de gestionar los proyectos de endeudamiento externo del 
año próximo, las evaluaciones en términos de cumplimiento y ejecución, pero sobre todo, de cuánto dinero 
quedó en los predios productivos, fue muy bien calificada por parte de este organismo de financiamiento 
internacional. Es decir, una parte importante del endeudamiento quedó en inversiones productivas. Con 
respecto al vehículo a través del cual se llega, hoy decía que en este proceso se fortalecieron 900 grupos de 
productores y 38 Mesas de Desarrollo Rural. Se trabajó conjuntamente con 175 organizaciones gremiales de 
productores, a través de las cuales se llegó a más de la mitad de los 13.422 productores; es decir que no se 
llegó a todos los productores exclusivamente por las acciones o los vehículos de la Dirección General de 
Desarrollo. Hay 92 agremiaciones vinculadas a la Comisión Nacional de Fomento Rural; 62 de ellas 
estuvieron en el congreso que se realizó en San Antonio, Salto, discutiendo, precisamente, de qué manera 
llegan más eficientemente los recursos de la Dirección General de Desarrollo a los productores, y se 
ofrecieron a seguir participando en esta actividad. 


El problema no son los productores organizados en las gremiales -en este caso tenemos claro que el vehículo 
son las gremiales-, sino los productores dispersos, no agremiados. Me parece que esta era la preocupación 
que planteaba el señor Diputado Perrachón: si no se organizan solos, ¿quién los organiza? En ese sentido van 
algunas de las acciones de la Dirección General de Desarrollo. 


También me gustaría aclarar -creo que es importante- que para ejecutar estos casi US$ 80:000.000 
participaron más de cuatrocientos técnicos privados -veterinarios, agrónomos, psicólogos y asistentes 
sociales-, contratados por los proyectos. 


Con la creación de 49 o 50 cargos en la Dirección General de Desarrollo Rural estamos planteando una 
estructura mínima en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Por eso, para ejecutar esos proyectos 
nos vamos a tener que apoyar en esa profesionalidad privada que participó en el período anterior y que tendrá 
que seguir participando, ya sea contratada directamente por las agrupaciones de productores o de otra forma. 
Decimos que queremos ejecutar US$ 18:000.000 más que en el período anterior y proponemos crear el 
Fondo de Desarrollo Rural, pero no estamos planteando una estructura de 300 funcionarios para ejecutarlo. 
Por el contrario, estamos creando una mínima estructura. Además, de los 50 funcionarios, 33 van a estar 
distribuidos en el territorio como referentes de desarrollo rural, coordinando con las Mesas de Desarrollo 
Rural para poder ejecutar esto. 


Me parece importante la aclaración de cuánto se ejecutó, cuánto de eso llegó al predio, por qué vehículo llegó 
y qué planteamos hacer de aquí en adelante. Nuestra preocupación es, reitero, generar mecanismos de 
evaluación objetiva que nos permitan medir que lo que se logró en el período anterior se superó. En el 
período anterior teníamos tres proyectos independientes y cada uno respondía a lógicas de financiamiento, a 
burocracia -en el buen sentido de la palabra- de crédito internacional y a terminología técnico contable 
diferentes, y llegaba a través de vehículos distintos y programas diferentes. Por ejemplo, en el Proyecto de 
Producción Responsable, el 65% de los recursos quedó en el predio. Entonces, el desafío y el compromiso 
que tenemos que asumir en esta lógica de un funcionamiento integrado y organizado es que la proporción de 
recursos que quede dentro de los predios sea mayor que la que logramos en el período anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 361 y 362. 
SEÑOR CASTELAR.- Estos dos artículos tienen que ver con la Dirección General Forestal. 


El artículo 361 refiere a una partida destinada al Inventario Forestal Nacional. Voy a pedir al señor 
Subsecretario, ingeniero agrónomo Garín, que explique su alcance a la Comisión. 


El artículo 362 establece una modificación en el sistema de multas de la Dirección General Forestal, y va a 
ser explicado por la doctora Riera. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA.- El artículo 361 refiere a 
una partida presupuestal que estaba planteada recién a partir del año 2014. La justificación de esta 
partida es que a nivel de la Dirección General Forestal se está llevando adelante el Inventario Forestal 
Nacional, que culminará en el año 2013. Una vez culminado este proceso y que esté inventariado el cien 
por cien de los recursos afectados a la producción forestal, es necesario realizar una gestión actualizada 
de las posibles evoluciones que se den a partir del año 2014. 


Entonces, se trata de contar con los recursos necesarios para mantener actualizado el Inventario una vez que 
se logre completar en su totalidad, lo que sucederá en el año 2013; en 2014 vamos a empezar con la rutina de 
mantenerlo actualizado. 


SEÑORA RIERA.- El artículo 362 que estamos proponiendo establece una modificación del sistema de 
aplicación de multas a infractores del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Actualmente, la multa va de las UR 10 a las UR 2.000, con excepciones para la actividad pesquera -en la que 
se aumenta a UR 5.000- y para los casos de infracciones en el manejo de los suelos. 


En esta oportunidad, proponemos que se aplique una multa especial para los casos de deforestación de 
bosques nativos, que iría de las UR 40 a las UR 400 por hectárea deforestada. El fundamento de esta medida 
es que, lamentablemente, hoy en día muchos tenedores de tierras con montes nativos prefieren abonar una 
multa y talar el monte, a protegerlo. 


Por tal motivo presentamos esta propuesta. Nuestra intención es evitar la deforestación y la pérdida de la 
biodiversidad. 


SEÑOR POSADA.- Con respecto a los últimos cambios que se plantean y en atención a que cuando se 
liquida un monte nativo es absolutamente irrecuperable, pregunto si la propuesta no se queda corta. 
Dado que el daño que se produce es irrecuperable, quien lo realiza debería tener una sanción mayor. Sé 
que la multa vigente es muy baja -prácticamente nula-, tanto, que sucede lo que explicaba la doctora 
Riera. 


Entonces, la pregunta es si cuando hay destrucción de bosques nativos no deberíamos tener una base de 
sanción que fuera el doble de la que está planteada. De esta manera, estaríamos desincentivando que ocurran 
estos verdaderos atropellos a la biodiversidad. 


SEÑORA RIERA.- En primer lugar, recordemos que la multa es por hectárea deforestada. De todos 
modos, la sugerencia del legislador es oportuna. Si los señores Diputados aquí presentes quieren 
aumentar la multa, el Ministerio no tendría inconveniente. Nosotros estamos proponiendo desestimular 
la tala del monte nativo, pero quedamos a las órdenes de los señores legisladores. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Si bien es atendible la preocupación del señor Diputado Posada, hay que tener 
en cuenta que el máximo es de 400 Unidades Reajustables, lo cual implicaría una multa máxima de 
US$ 9000 por hectárea. Que la multa tenga un mínimo y un máximo contempla el grado de la 
afectación. 


La propuesta es atendible y me parece que debemos tener la expectativa de que realmente se lleve a la 
práctica y que la fiscalización vaya desmotivando la tala del monte natural sin autorización. Por otra parte, de 
acuerdo con los mecanismos con que cuenta el Ministerio, es posible la extracción autorizada, que es lo que 
debemos buscar en la medida en que es más racional, ya que el monte nativo tiene capacidad de reforestar el 
terreno aunque, dependiendo de las especies y las zonas, eso demandará más o menos tiempo. 


Esperamos que el Ministerio, mejorando su capacidad de trabajo y gestión pueda realmente fiscalizar que 
esas cosas se controlen fehacientemente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio y seguiremos en 
contacto. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 20 y 20) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


